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1.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Kast, don Felipe, por la cual informa que ha retirado el proyecto que “Modifica las leyes N°s 14.908 y 19.968, para establecer un mecanismo eficaz de pago de las pensiones alimenticias por parte de trabajadores dependientes.”. boletín N° 9861-18. 


-
Del diputado señor García por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 16 de junio de 2015 por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Kort por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día de hoy, 17 de junio, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


2.
Notas:

-
Del diputado señor Trisotti por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 19 de junio de 2015, para dirigirse a Brasil. 


-
Del diputado señor Bellolio por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 21 de junio de 2015, para dirigirse a Washington, Estados Unidos. 


-
Del diputado señor Jackson por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 25 de junio de 2015, para dirigirse a Lima, Perú. 



Respuestas a Oficios 



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Melo, Informe sobre los Fondos Concursables del año 2015, indicando fecha de postulación, requisitos, condiciones, contacto y demás información que considere relevante. (1478 al 7387). (1478 al 7387).


-
Diputado Farcas, Informe sobre el funcionamiento de los convenios Marco en el sistema de Chile Compras, y adoptar las medidas administrativas necesaria para impedir que sea vulnerado. (1479 al 7411). (1479 al 7411).


-
Diputado Boric, Informar sobre las veinte empresas que más dinero tributaron en el último periodo tributario. (17 al 7242). (17 al 7242).



Ministerio de Educación


-
Diputada Hernando doña Marcela, Nómina de personas jurídicas y/o particulares que reciben aportes de ese ministerio, sin considerar las subvenciones de escolaridad, señalando el monto de los recursos asignados en el último quinquenio, la evaluación de su impacto y el método de postulación. (584 al 334). (584 al 334).


-
Diputada Hernando doña Marcela, Reiterar el oficio N° 0334 de esta Corporación, de fecha 04 de abril de 2014; y, en definitiva, remita a esta Cámara la nómina de personas jurídicas y particulares que reciben aportes de ese Ministerio, señalando el monto de los recursos asignado, la evaluación de su impacto y el método de postulación, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (584 al 5516). (584 al 5516).



Ministerio de Bienes Nacionales

-
Diputada Provoste doña Yasna, Facilitar todos los terrenos fiscales disponibles en las comunas de la Región de Atacama, para cubrir las necesidades de vivienda de las familias damnificadas a consecuencias del frente de mal tiempo que azoló el norte del país en marzo recién pasado. (1438 al 940). (1438 al 940).



Ministerio de Salud

-
Diputado Robles, Operativos de salud que se han efectuado en su territorio jurisdiccional durante los últimos 5 años. (643 al 7345). (643 al 7345).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (1139 al 8327). (1139 al 8327).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Disponer la instalación de un semáforo en la salida norte de la ciudad de San Fernando. (4529 al 1015). (4529 al 1015).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia

-
Diputado Bellolio, Informar sobre los proyectos, obras e inversiones que se realizarán en la provincia del Maipo; con especial señalamiento, en detalle, del monto, del estado de las obras o ejecución presupuestaria y del cronograma de cumplimiento de las señaladas inversiones o programas. (272 al 8861). (272 al 8861).


-
Diputado Bellolio, Informar sobre los proyectos, obras e inversiones que se realizarán en la provincia del Maipo; con especial señalamiento, en detalle, del monto, del estado de las obras o ejecución presupuestaria y del cronograma de cumplimiento de las señaladas inversiones o programas. (272 al 8877). (272 al 8877).



Ministerio De Desarrollo Social

-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara sobre eventuales irregularidades en la ejecución del programa Chile Indígena. (506 al 8763). (506 al 8763).



Intendencias

-
Diputado Melero, Informar sobre el saneamiento de los títulos y sobre el destino de los locatarios de la asociación gremial Máximo Lira, con motivo de la intervención del borde costero de la ciudad de Arica. (1253 al 8885). (1253 al 8885).


-
Diputado Melero, Informar sobre el plan del gobierno regional para el traslado, a través de los programas del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo y del Servicio de la Vivienda y Urbanización, al sector Punta Norte de Arica de los locatarios del mercado ubicado en la población Cerro Chuño de esa ciudad. (1254 al 8887). (1254 al 8887).



Servicios

-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (2068 al 8335). (2068 al 8335).


-
Diputada Carvajal doña Loreto, Informe a esta Cámara sobre las acciones adoptadas por el Servicio Agrícola y Ganadero en los procedimientos de fiscalización al ingreso al país de carne extranjera para consumo humano. (2857 al 8660). (2857 al 8660).



Municipalidades

-
Diputado Gahona, Informe sobre la ayuda recibida por parte de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, indicando las personas que han recepcionado dicha ayuda, adjuntando los comprobantes de entrega y el inventario de las existencias en bodegas municipales. (437 al 6310). (437 al 6310).


-
Diputado Morano, Fiscalizaciones que se han efectuado para asegurar el uso de los estacionamientos reservados para discapacitados. (533 al 8775). (533 al 8775).

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, la ministra de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez, y la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González.

-Se contó con la asistencia, también, del subsecretario del Ministerio del Trabajo, don Francisco Díaz Verdugo.


-No estuvo presente, por encontrarse en misión oficial, el diputado señor René Manuel García García.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.41 horas.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- El acta de la sesión 29ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 30ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE RELACIONES
LABORALES (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9835-13)
[Continuación]

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de ley, iniciado en mensaje, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo.

Antecedentes:

-La discusión del proyecto se inicio en la sesión 36ª de la presente legislatura, en 16 de junio de 2015.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Damos la bienvenida a la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón, y al subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz, quienes nos acompañan en la Sala.

Asimismo, saludamos a los representantes de trabajadores, que se encuentran en las tribunas, y les damos las gracias por acompañarnos en este debate.

(Aplausos)

Hago presente a sus señorías que, de conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados el pasado jueves 11 de junio, para la discusión de este proyecto en esta sesión se destinarán tres horas, distribuidas proporcionalmente entre las bancadas. 

Por lo tanto, solicito a los jefes de las respectivas bancadas informar a la Mesa el tiempo asignado a los diputados que harán uso de la palabra en esta oportunidad.

Cito a reunión de Comités, sin suspender la sesión.

Tiene la palabra el diputado señor Ramón Barros.

El señor BARROS.- Señor Presidente, es un agrado tener en esta Sala a nuestra estimada ministra y al señor subsecretario.

Las modificaciones planteadas en esta reforma sindical tienen como destinatario único a los trabajadores formales del sector privado, regidos por el Código del Trabajo y que presten servicios a empresas con más de ocho trabajadores, ya que si estas tienen menos de esa cantidad, ellos no pueden formar un sindicato.

Por eso consideramos que esta reforma es solo sindical. 

De ese modo, el proyecto deja fuera a los funcionarios públicos; a los trabajadores que pertenecen a empresas con menos de ocho trabajadores, a los regidos bajo la modalidad a honorarios -¡maldita modalidad a honorarios!-, a los que prestan servicios por cuenta propia y, obviamente, a los desocupados. 

En consecuencia, cerca del 70 por ciento de la fuerza laboral de nuestro país no está incluida en la reforma. 

El proyecto presentado a tramitación solo busca privilegiar a un sector de trabajadores en desmedro del resto, porque las medidas propuestas, como el reconocimiento de la titularidad sindical, la eliminación del reemplazo en la huelga, la obligación del piso mínimo de la negociación y la extensión de beneficios de un instrumento colectivo a trabajadores solo por decisión del sindicato pueden provocar problemas serios en el mercado laboral en lo que se refiere a la creación de nuevos empleos, al acceso al trabajo formal, a la mantención de los puestos de trabajo y al surgimiento de nuevos empleadores.

Qué duda cabe de que era necesaria una reforma laboral, que era imprescindible establecer cambios en virtud de múltiples situaciones que hemos conocido como Comisión de Trabajo; pero qué lejos está este proyecto de lo que realmente requiere el país.

Respecto de la titularidad sindical cabe señalar que, actualmente, la negociación colectiva puede ser llevada a cabo por dos actores: los sindicatos y los grupos negociadores. La propuesta que ha impulsado el gobierno apunta a eliminar a este último en las empresas en que existe al menos un sindicato monopolizando la negociación colectiva en él o los sindicatos que aquellas posean.

Otro punto a destacar de la iniciativa es el cambio que genera con respecto a la extensión de los beneficios alcanzados tras la negociación colectiva. Con la norma vigente, la facultad de extender tales beneficios a trabajadores no sindicalizados radica en el empleador. Pues bien, con la modificación propuesta será solo decisión del sindicato avalar o no dicha extensión de beneficios.

Además, el proyecto establece explícitamente que la extensión unilateral de los beneficios será considerada como una práctica antisindical.

Una de las propuestas que ha generado más discusión es la prohibición del reemplazo en huelga. 

Durante la discusión del proyecto, planteamos la posibilidad de elevar los costos. Me explico: a ninguna empresa le gusta trabajar a medias o incrementar sus costos por una producción mínima. Por tanto, ese es un incentivo para llegar a acuerdo. Sin embargo, el solo hecho de evitar que una empresa pueda cumplir con sus compromisos, es decir, que pueda ser paralizada totalmente, no nos parece sano. 

Uno de los múltiples argumentos que se entregaron para justificar la medida propuesta fue la responsabilidad que tendrían los dirigentes en orden a paralizar o no su propia empresa. Pero eso es un decir, porque en las últimas semanas vimos el caso del Transantiago, en que en una empresa se paralizaron más de quinientos buses por la acción de “dirigentes responsables”, quienes además se tomaron las vías del Metro. Asimismo, el paro del Servicio Nacional de Aduanas, que tuvo a miles de personas sin poder regresar a Chile, otros tantos miles de camiones detenidos con mercadería, en muchos casos perdida, a consecuencia de esa misma “responsabilidad”. Además, está el paro portuario nacional, en el cual los dirigentes mostraron una tremenda “responsabilidad” para con todas las cadenas productivas del país con la paralización de los puertos.

Si había elementos interesantes en el proyecto, eran los vinculados a las sanciones a aquellos dirigentes irresponsables; pero creo que, al final, en el trámite de la comisión tales sanciones se fueron debilitando. 

Entonces, en este aspecto se produce una asimetría realmente lamentable.

Además, el gobierno, que critica el reemplazo en la huelga, hizo exactamente eso. En efecto, al poner buses complementarios que reemplazaran los paralizados para normalizar un servicio, lo que hizo el gobierno fue romper su propio predicamento, el cual se halla consagrado en el proyecto. Qué buen ejemplo: el gobierno de Chile rompe su propio predicamento haciendo reemplazos en huelga respecto de quienes, a través de los sindicatos de una empresa del Transantiago, tienen paralizado a un sector de la población.

Pero no todo es malo. Al final, si bien tengo serias divergencias con este proyecto en cuanto a sus alcances, la cobertura, a quienes se aplicará, les señalo que provengo del mundo rural, en el que en muy pocos casos se empleará la referida norma. 

Espero el compromiso de la ministra en orden a que pronto veamos el proyecto que establece el estatuto laboral para los trabajadores agrícolas y agropecuarios, cuya tramitación se detuvo luego de que fuera visto por la comisión respectiva. Ese sí es un tema importante para mis representados, porque uno opina desde el punto de vista general, pero también tiene que poner el énfasis respecto de las personas que representa en el Congreso Nacional.

Me parece positivo que los sindicatos puedan tener la información necesaria por parte de la empresa; que gran parte de las horas de los permisos sindicales se destinen a la formación de dirigentes; que en algunos casos se haga una distinción con las pymes respecto de numerosas situaciones. Esos aspectos son rescatables. 

Pero, en el fondo, por el hecho de tratarse de una reforma sindical que deja fuera al sector público, que no dice ni una palabra sobre el trabajo de los jóvenes, que son quienes tienen el más alto nivel de desempleo en el país -el problema de barreras de acceso al trabajo hoy es tremendo-; que tampoco hace ninguna consideración respecto de las mujeres, anuncio que votaremos en contra muchos de sus artículos. 

No obstante, seremos generosos en aquellos aspectos que consideramos que van en el sentido correcto. Pero no podemos dejar al arbitrio de los dirigentes lo relativo al reemplazo en huelga. Quizás a través de los “servicios mínimos” pudo haberse establecido que las empresas afectadas por la huelga pudieran funcionar con un mínimo para cumplir sus contratos. Eso tampoco fue posible.

En consecuencia, ha habido poca apertura para lograr un buen consenso respecto de hacer una buena reforma. Además, como alguien dijo en la comisión, si nuestro país estuviera cerrado al mundo, esta reforma sería fantástica, porque todos los costos que involucra se traspasarían a los consumidores. Sin embargo, como nuestra economía es abierta, lo único que resultará de esto es que las empresas que exportan perderán competitividad, y también puede que pierdan mercados, lo que va en contra de lo que queremos como país.

Así, reitero que votaremos en contra muchas de las disposiciones propuestas en el proyecto, porque nos parecen malas, consideramos que no contribuyen en la materia. Además, en virtud de los ejemplos que he dado, los dirigentes no nos han demostrado la responsabilidad que conlleva su cargo, con las características que este tiene. Sí, respaldaremos aquellos elementos de la reforma que consideremos positivos.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señora Presidenta, compartimos plenamente lo que se expresa en el mensaje de este proyecto: “La organización de los trabajadores en sindicatos y órganos superiores de representación es fundamental para formular propuestas destinadas al mejoramiento de sus condiciones de empleo y de vida, así como el acceso a los frutos del crecimiento económico de las empresas.”.

Se trata de poner fin a la escasa o nula capacidad de los trabajadores de incidir en la distribución de la riqueza y en las decisiones sobre sus propias condiciones de vida y de empleo. 

No nos olvidamos de que las restricciones a la organización sindical impuestas mediante el terror de Estado ocurrieron bajo la dictadura con el patrocinio de personeros de derecha que hoy afirman que los trabajadores escogieron libremente el camino de no sindicalizarse. Es difícil que se sostenga tamaña falacia cuando tenemos a la vista la doctrina de José Piñera, con la que se impuso el Plan Laboral.

Qué decía José Piñera: “Creo que (Pinochet) estaba bien preparado para esta discusión. La pura represión era por sí sola una alternativa no sólo inmoral sino también ineficiente para combatir al comunismo y probadamente incapaz de derrotarlo, que era lo que interesaba. Durante los años de vigencia de la Ley de Defensa de la Democracia -la ley maldita que llaman ellos- los comunistas se parapetaron con entera comodidad en las estructuras del movimiento sindical y fortalecieron su causa con lo que tanto les sirvió durante años: el martirologio. La represión les confirió un aura heroica y les proporcionó un pasaporte inmejorable para penetrar a muchos sectores laborales. El comunismo no sólo sobrevivió en los sindicatos y federaciones obreras. Allí se robusteció y expandió, favorecido por instrumentos de lucha muy eficaces -la huelga-, por recursos nada despreciables -las “cuotas voluntarias para los fondos de huelga”- y por el respaldo involuntario de una masa cautiva, manipulada, arrastrada como rebaño a las causas del PC por la sindicalización obligatoria que existía para los obreros.”. 

Nos está diciendo el señor Piñera que no bastaba con reprimir, con matar a los comunistas. ¿Y cuál es la fórmula que propone para exterminarlos? Lo que él plantea es hacer desaparecer al movimiento sindical para hacer desaparecer a los comunistas. Lo más claro es que tanto ayer como hoy se usa el anticomunismo para atomizar y reprimir al movimiento sindical.

Dichos preceptos del Plan Laboral se enmarcan en un pensamiento neoliberal, ultraneoliberal, fascista, de anticomunismo extremo, cuyas consecuencias conocemos. 

Eso es lo que estamos cambiando hoy; estamos realizando una reparación histórica, moral, cultural y de justicia al movimiento sindical chileno. Vamos en la dirección contraria de la represión que cada cierto tiempo mancha con sangre nuestra democracia con decenas de matanzas de trabajadores, como la de la Escuela Santa María de Iquique, la masacre de Ránquil, la masacre ocurrida en la zona del carbón y el propio golpe de Estado, amarga experiencia de los trabajadores en su relación con el capital.

Hoy de nuevo nos amenazan con los miedos. ¿Miedo a qué?, si lo único que buscamos es devolverles los derechos a los trabajadores, entre ellos el derecho a huelga sin reemplazo, porque es impresentable que exista aún la facultad del empleador para reemplazar a los trabajadores en huelga. Así, la huelga no genera presión alguna al empleador y se vuelve inútil para los objetivos e intereses de los trabajadores, lo que le ha valido a Chile la crítica recurrente de parte de los organismos internacionales dedicados a velar por el cumplimiento de los pactos de derechos humanos y convenios internacionales que se han suscrito.

No busquen otras falacias para denigrar la reforma o para crear confusión, porque no estamos proponiendo la expropiación de nada; no estamos proponiendo el fin de la propiedad privada ni nada que se le parezca. Solo respondemos a la exigencia de “emparejar la cancha” entre empresarios y trabajadores para que exista una mejor distribución del ingreso y la riqueza, que -por muchos años- no nace de la voluntad de los empresarios, sino que tendrá que emerger de la lucha de los trabajadores organizados en sindicatos y federaciones, con las herramientas legales que la reforma les otorga.

Nadie está por destruir o hacer fracasar a una empresa. Lo que queremos es terminar con la explotación, la desigualdad y la injusticia social, que se fraguan en muchas empresas por la falta de derechos laborales.

Estoy seguro de que las organizaciones de trabajadores están dispuestas a sentarse a mesas de intercambio sobre crecimiento productivo, sobre capacitación, sobre derechos que no figuran en la ley en proyecto, siempre y cuando las reglas que relacionan el capital y el trabajo estén claras y acordes con lo que los tratados internacionales hace rato calificaron como lo más apropiado para propender al desarrollo equitativo del país.

Por último, los trabajadores son inmensamente más inteligentes y civilizados que muchos de aquellos que se esmeran en denostarlos; son la base de la economía y del crecimiento y firmes propulsores de la democracia y la justicia social. 

Por ello, votaremos a favor la iniciativa, porque es su derecho y se lo merecen. 

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor 
Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señora Presidenta, las desigualdades sociales no existen porque sí, sino que surgen por las carencias, la ausencia de opciones y la privación de los derechos que a todos nos corresponden por igual: el derecho a la educación, el derecho a la salud, el derecho a la vivienda. 

Pero hay algo mucho más profundo y determinante que origina tales desigualdades, de lo que poco hablamos: la falta de opciones laborales, el derecho al trabajo; el derecho de la persona a procurarse ingresos y que esos ingresos sean suficientes para suministrarse a sí misma y a su familia lo indispensable para su bienestar. De eso se trata justamente el proyecto: de asegurar al trabajador su necesaria tarea de laborar, con los beneficios que le corresponden. Es el derecho al trabajo, y lo que ello implica. 

Si algunos no lo entienden así, entonces están desfasados en el tiempo, y tendrán que responder a su falta de agudeza, de sensibilidad social y de percepción en este tipo de materias. Porque no estamos en el siglo XIX ni en el XX, sino mucho más adelante. 

Cuando hablamos de desigualdades sociales sin mencionar los derechos laborales, estamos dejando fuera a un gran cimiento de fórmulas laborales para corregirlas. 

Hoy hablamos de negociación colectiva. Deberíamos haberlo hecho siempre. Asimismo, hablamos de sindicatos. 

La Constitución Política asegura en cada empresa el derecho de los trabajadores a afiliarse a sindicatos. “Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses”, dice la Declaración Universal de los Derechos Humanos, mandato que no parece cumplirse, porque según cifras de la Dirección del Trabajo, en 2013 solo el 16,4 por ciento de los trabajadores estaban sindicalizados en Chile. Ese mismo año, negociaba solo el 8,3 por ciento de los asalariados. 

¿Qué responden a esto? ¿Les gusta? A algunos sí. A la gran mayoría debe preocuparnos.

Con este proyecto de ley fortaleceremos el derecho al trabajo, consolidaremos los sindicatos y la negociación colectiva en aras de permitir la entrega y la recuperación de esos derechos y de acrecentar la base de las remuneraciones en dinero y especies.

La iniciativa reforma el derecho colectivo del trabajo para generar un poder laboral que pueda ser el equilibrio de la fuerza de la empresa. Con ello vigorizaremos y fortaleceremos a los sindicatos y los derechos colectivos de los trabajadores, incentivando e introduciendo a los no afiliados, traspasando los beneficios de una negociación colectiva a quienes no pertenecen a los sindicatos negociadores. 

A algunos representantes empresariales no les convienen y nunca les han convenido los sindicatos, porque así no pueden sentar hegemonía en los trabajadores. A ellos les convienen los sindicatos débiles, precarios, sin equilibrio, sin fuerza.

Hoy los trabajadores no se afilian a los sindicatos por diferentes motivos, pero sobre todo por temor a que sus empleadores los excluyan o los despidan. Entonces, el sindicato debe ser fuerte, como las sociedades humanas unidas por un objetivo común; deben integrarlos la mayoría de los trabajadores, con un mecanismo y un imperio que puedan ser lo suficientemente fuertes, como la ley, para poder realizar su labor. 

El sindicato, la negociación colectiva, la huelga, el piso mínimo de negociación, el fuero sindical para los dirigentes negociadores y trabajadores que concurran a la constitución de un sindicato y la posibilidad de que la mujer integre la comisión negociadora laboral, tal como lo concibe el proyecto de ley, son elementos irreemplazables e invalorables, y hoy debemos consolidarlos. 

¿Qué sentido tiene que los trabajadores que hacen uso del derecho a huelga sean reemplazados? La huelga es el último recurso que ellos tienen para hacer valer sus reivindicaciones y sus derechos, y debe respetarse absolutamente, sin ambigüedades. El sindicato es propio de los trabajadores; es como el núcleo de la familia laboral. Con sindicatos fuertes se equiparan fuerzas; hay equilibrio. El equilibrio procura el diálogo, la estabilidad, el desarrollo social y económico. 

Por ello es importante remarcar la titularidad del sindicato en la negociación colectiva como sujeto principal de dicho proceso, en representación genuina de sus afiliados, quienes tendrán además la libertad para afiliarse y desafiliarse de cualquier sindicato.

Ahora estamos modernizando nuestra legislación laboral. ¿Desde cuándo no la modificamos? Hay que asumir esta modernización como una necesidad de Estado, humana y social, concordante con los principios que siempre hemos defendido, propiciando el ejercicio pleno de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Por último, si queremos crecimiento, si buscamos progreso, aprobemos esta reforma. Hoy ya no deben mirarse los dientes los trabajadores con los empleadores. Es tiempo de comprender que las confrontaciones y radicalizaciones de posiciones solo entraban y no otorgan. Estamos con los trabajadores. Estamos con sus derechos. Estoy con este proyecto de ley en todas sus partes, porque contiene derechos humanos, sustanciales y naturales, los cuales debemos plasmar con el hierro candente de la ley.

He dicho.
La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, hasta por nueve minutos, el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señora Presidenta, este proyecto viene a enfrentar una deuda histórica que tenemos con el mundo del trabajo. No es su pago definitivo; todavía quedarán muchas cosas por hacer. Eso es lo interesante, además de la agenda laboral: siempre hay cosas que seguir haciendo. Pero, sin lugar a dudas, el proyecto es un avance sustantivo en ese ámbito.

El balance legislativo del primer gobierno de la Presidenta Bachelet en materia laboral arrojó casi sesenta normas legales. En este gobierno ya vamos en 17. ¿Sabe cuántas se hicieron durante el gobierno del Presidente Piñera? Cuatro. Ese es el balance legislativo de dicho gobierno. 

Entonces, ¿por qué suceden estas cosas? ¿Cuál es el fundamento ético de esto? ¿Cuál es el problema en nuestros contradictores? Que todavía siguen entendiendo que las normas se tienen que construir desde el temor. 

Cuando se escucha a la derecha hablar de estas cosas, sabemos que siempre se encuentra presente el temor, el miedo a los trabajadores. 

Así como en materia constitucional el miedo a las mayorías fue lo que inundó la propuesta de Jaime Guzmán, en materia laboral la propuesta del señor Piñera -el hermano- fue planteada sobre la base del temor al mundo del trabajo, a sus organizaciones. 

Por esa razón ha costado tanto avanzar en esto. Por eso estamos haciéndonos cargo de una deuda que tiene que ver con derechos colectivos. 

Se dice que las normas propuestas no se encuentran necesariamente vinculadas con la promoción del empleo. Es cierto. Pero sí lo están con una cuestión mucho más relevante: un buen empleo, digno, decente. 

¿Acaso cuando el Presidente Piñera le propuso al país el proyecto de ley sobre permisos pre- y posnatal estaba pensando en el empleo? ¡Estaba pensando en saldar una deuda con las mujeres! ¿O acaso cuando nos propuso el estatuto del temporero agrícola, el Presidente Piñera estaba pensando en el empleo? ¡Estaba pensando en mejorar las condiciones laborales! ¿No hizo lo mismo cuando nos planteó la norma sobre turismo? Y así, sucesivamente. Hay que tener cuidado con eso. 

Es verdad, no se incluye en este proyecto a los trabajadores públicos. Pero, por favor, se trata de aquellos que se rigen por el Código del Trabajo. Los trabajadores públicos tienen un sistema estatutario distinto. ¿Por qué se extrañan tanto? 

Es el temor a los trabajadores y a sus organizaciones lo que invade a la derecha cuando enfrentamos debates como este.

Tres son los pilares del proyecto: la titularidad sindical, la huelga efectiva y el pacto de estabilidad. Son los tres elementos que sustentan su matriz.

¿Por qué la titularidad? Por eso entiendo a la derecha cuando habla tanto de que este es un proyecto sindical. Claro que sí, pues. Porque cuando queremos enfatizar el diálogo, hay que hacer prevalecer a sus actores. 

Los empleadores no necesitan protección. ¿Quiénes necesitan protección? ¿Por qué la titularidad es la matriz del derecho del trabajo? Porque se busca proteger a los trabajadores que están en situación de desmedro. ¿Cómo se protege a los trabajadores? Con su organización. Entonces, ¡por cierto que se trata de un proyecto que promueve la organización sindical, si lo que está impulsando es el fortalecimiento del actor central de ese diálogo para que en la empresa le vaya bien! ¿Qué tiene de raro? ¿Por qué se moteja y se demoniza al sindicato? Temor. Acuérdense de lo que les digo: solo temor, el susto que le provoca a la derecha hablar de estas cosas.

¿Qué significa la titularidad? Que efectivamente el sujeto principal de la negociación será el sindicato. ¿Saben por qué? Porque es el órgano permanente de los trabajadores. De ahí el desmedro del grupo negociador: porque no es permanente, y uno no dialoga con quien existe y desaparece. 

Por eso, la negociación tiene que prevalecer en el sindicato. Sin embargo, en su defecto, cuando no lo haya, existirá el grupo negociador. ¿Por qué? Porque vamos a terminar con él. 

¿Y por qué el sindicato? Porque también se termina con el adherente, con el polizón, con lo que en jerga laboral se llama “irse a la cochiguagua”, es decir, con el que sin participar de la actividad sindical, goza de sus beneficios. Hoy, para eso, se paga una parte de la cuota.

Como manifesté, el polizón se termina. Si hay diversos sindicatos, habrá varias negociaciones. Si hay grupos negociadores donde no hay sindicatos, ellos negociarán.

¿Por qué los beneficios y su ampliación? Porque el mecanismo que tenía el empleador para evitar la sindicalización era determinar, por su propia voluntad, a quién le extendía los beneficios y a quién no. Con el proyecto, eso ya no será posible. 

Para que lo tengamos claro, no es el sindicato el que decidirá sobre el particular, sino que ello se hará de mutuo acuerdo. 

Por cierto, habrá algunas limitaciones. La determinación tendrá que ser objetiva y no discriminadora. No se podrá decir, por ejemplo: “Yo le extiendo el beneficio a esta cajera, y a esta otra, no”, sino que debe haber razones objetivas para ello.

Por otra parte, habrá más información.

Señora Presidenta, la mejor manera de evitar las huelgas es cuando existe un buen diálogo, informado. En consecuencia, en la medida que avancemos en un procedimiento más simplificado y con menor intervención estatal, con mayor poder para los intervinientes, podremos mejorar ese diálogo y, por esa vía, paradojalmente, también la productividad, y le irá mejor a la empresa.

Lo segundo es la huelga efectiva. La huelga es un derecho invisible, un derecho que no está materializado permanentemente. Es una forma de plantearse: “lleguemos a acuerdo”, porque hay ahí una cosa invisible llamada “huelga”. Pero para eso la huelga tiene que ser de verdad. 

Por tal razón se termina con el reemplazo en huelga, con esa odiosa institución que son los rompehuelgas. No hay nada peor en una movilización sindical que cuando llegan los carabineros y al interior de sus furgones van los rompehuelgas. Eso ha sido motivo de crisis y de una tensión tremenda en muchas actividades sindicales. 

Terminamos con los rompehuelgas. De esta manera, se asume el fallo de la Corte Suprema que establece que no se podrán reemplazar los puestos de trabajo de trabajadores en huelga. Miren qué tan fuerte es esto: hacerle caso a la Corte Suprema. Nadie podrá decir que la Suprema es adalid de la lucha sindical. 

El proyecto se está haciendo cargo de eso. ¡Miren qué equilibrado! Y, sin embargo, el temor nuevamente implica demonizar esta situación.

Además, habrá servicios mínimos, porque hay que darle cierta continuidad a la empresa. Los servicios mínimos no van a influir en la producción de la empresa, pero sí en algunos resguardos. Para eso, como teníamos una controversia, recurrimos a la OIT, que nos planteó una propuesta, la que asumimos. 

Por tanto, habrá equipos de emergencia que se deberán acordar con anticipación a la negociación colectiva para que se puedan materializar durante la huelga. En su defecto, al no haber acuerdo, será la Dirección del Trabajo la que opere.

Asimismo, están los pactos de adaptabilidad. ¿Por qué? De nuevo entramos en la demonización. Hoy, los pactos de adaptabilidad existen; se materializan regularmente. Los sindicatos se ponen de acuerdo con su empleador para establecer pactos especiales, fundamentalmente sobre jornada laboral, y solo piden cierta representatividad y, además, el respaldo de la Dirección del Trabajo. 

Vayan los colegas a las faenas mineras. Verán que hay muchos pactos de adaptabilidad en esa materia. Sin embargo, cuando se habla sobre esto, nuevamente estamos hablando del de-
monio.

Vuelvo al tema: ¡Temor! Ese es todo el problema.

En consecuencia, el pacto de adaptabilidad tendrá que ser un factor que mejore el diálogo y la productividad. Aquí hay un punto asociado a la negociación: si le va mejor a la empresa, que le vaya bien también a los viejos que se descrestan para ello. 

Ampliamos las materias de negociación y, por cierto, este es un desafío sindical. Siento que también existe una debilidad del movimiento sindical al ver esto con cierto temor; pero habrá que enfrentar ese desafío. Cuando uno quiere establecer un diálogo, tiene que crecer para ese diálogo. Ese desafío no lo va a resolver la ley, sino el propio movimiento sindical. ¡Bonito desafío!

Hay otros temas que considerar. 

En materia de igualdad de oportunidades, estamos incorporando a la mujer en la comisión negociadora. Se aprobó una indicación -cosa que ha costado mucho- para que exista una cuota de género en la directiva sindical. Si hacemos un esfuerzo en la política, no veo razón para que no lo hagamos también en el ámbito del movimiento sindical. Sé que no gusta mucho, porque se entiende como una interferencia, pero, ¡vaya!, hay que aplanar el camino.

Por otra parte, habrá mejor actividad sindical. No hay duda de ello: mejoramos el fuero, hay fuero para la actividad sindical; mejoramos los tiempos de trabajo sindical; habrá capacitación, un fondo de formación sindical, etcétera. 

Se estableció con mayor precisión lo relativo a prácticas antisindicales y prácticas desleales.

Eso también fue motivo de mucha controversia, pero había que hacerlo. ¿Por qué? Porque, efectivamente, ha habido de parte del empleador exageraciones y prácticas antisindicales, y también abusos, a veces, por parte del movimiento sindical. Es bueno regular eso.

No fue posible la negociación ramal. Eso está claro. Pero avanzamos en la negociación colectiva por federación y confederación.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Señor diputado, ha concluido el tiempo que le entregó su bancada.

El señor ANDRADE.- Termino de inmediato, señora Presidenta.

Déficits:

Primero, no logramos indexar al IPC en el piso de la negociación, lo que es extraño. En Chile todo está indexado al IPC, incluida la UF, y no los sueldos de los trabajadores.

Segundo, no conseguimos la negociación superempresa con carácter vinculante, y es una tarea que queda pendiente.

Tercero, los pactos de adaptabilidad deben tramitarse fuera de la negociación colectiva.

Por último, la gradualidad. Los trabajadores tienen que entender que en este aspecto hay un desafío.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, la diputada señorita Paulina Núñez.

La señorita NÚÑEZ (doña Paulina).- Señora Presidenta, a la ciudadanía se le ha dicho que estamos debatiendo una reforma laboral. Si así fuera, estaríamos discutiendo una serie de reformas de fondo del mercado laboral, tales como incentivos al trabajo de la mujer, de los jóvenes, de la tercera edad; sobre cómo podríamos crear nuevos regímenes de trabajo que se vayan adaptando a la realidad del país, a su gente y a sus necesidades. 

Tal vez una verdadera reforma laboral se haría cargo, por ejemplo, de la situación de los migrantes en el trabajo. Tenemos claro que hay que sincerar las reglas, que todos sabemos que son anacrónicas y que no se cumplen porque la normativa migratoria se halla absolutamente superada por la realidad. Es lo que me toca vivir en mi región. Así, por la inacción del gobierno, los migrantes quedan flagelados socialmente, sin sujeción a ninguna ley vigente en la materia.

Esta reforma no se hace cargo de ninguno de esos temas, porque no es una reforma laboral. A la ciudadanía debe quedarle claro que lo que aquí estamos discutiendo es una reforma sindical, ideologizada e impuesta por la agenda de una minoría vociferante, la misma que viene a las tribunas a presionar a los legisladores y que, gracias a esta ley en proyecto, podrá llevar a las empresas la presión indebida e intolerante que hoy trata de ejercer en este hemiciclo.

En ese sentido, llama mi atención el que muchos de los colegas miembros de la coalición de gobierno que me han antecedido en el uso de la palabra en esta sesión -también me refiero a quienes intervinieron en la sesión de ayer- hayan dicho que este proyecto les entregará dignidad a los trabajadores. Yo no podría estar de acuerdo con dicha afirmación. Mientras reformas como esta avanzan su tramitación, más se incrementa la desconfianza, y las expectativas de recuperación de nuestra economía disminuyen. 

Ello no lo estoy diciendo desde la oposición. Las tan conocidas encuestas de todos los sectores e institutos demuestran que esta es la reforma que menos aprobación ha tenido durante su discusión. Así lo refleja también el Informe de Política Monetaria del Banco Central. 

En consecuencia, se esperan mayor desempleo y menores incrementos salariales. 

Como manifesté, esta reforma olvida a las mujeres, a los jóvenes y a la tercera edad. 

Así visto, ¿puede esta reforma entregar dignidad? La primera dignidad del trabajador es poder ejercer su profesión u oficio, y recibir por ello un salario digno. Esta reforma atenta contra la base misma de esa premisa, yendo contra la generación de empleo y el aumento de los salarios. ¿Cuántos nuevos empleos de calidad se generarán con esta reforma? No lo sabemos.

Pero lo que resulta preocupante es cómo esta reforma, hecha a la comparsa de la CUT, que no alcanza a representar a más del 10 por ciento de los trabajadores, viene a establecer un monopolio del trabajo radicado en los dirigentes sindicales. Sí, un monopolio del trabajo, que es tan dañino como los monopolios que conforman los empresarios, también llamados 
-lo digo así para estar a tono con los discursos del oficialismo- “propietarios del capital”, que en Renovación Nacional hemos denunciado con fuerza para evitar sus abusos contra los ciudadanos. 

Por legalizar el monopolio del trabajo, concentrando el poder en los dirigentes sindicales a través de medidas como la titularidad sindical; la prohibición del reemplazo de trabajadores en huelga, o la velada restricción a la libertad sindical que se hace so pretexto de mayores derechos, se afecta además la estructura de propiedad de la empresa, pues se hace depender a esta y su funcionamiento, en gran parte, de la voluntad de esos dirigentes, que pasan a ser verdaderos copropietarios, habida cuenta del poder que detentan.

Mi región, la de Antofagasta, tiene el mayor porcentaje de sindicalización, y para eso los trabajadores no necesitaron de una obligación.

Esta falsa reforma laboral es una reforma vacía, ideologizada y desinteresada del trabajo de las personas. Como señalé al inicio de mi intervención, hay tanto por hacer y tanta urgencia en ello que el gobierno, nuevamente, demuestra un rumbo errático. 

Por tanto, discutir esta reforma en esos términos refleja el desgobierno que impera en el país.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta). Tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- señora Presidenta, en primer lugar, saludo a los dirigentes y trabajadores presentes en las tribunas.

Durante la sesión de ayer, traté de hacer un poco de historia y manifesté que empezábamos a saldar una deuda con nuestros trabajadores y trabajadoras. Recordé el famoso plan laboral de José Piñera, porque la gente olvida fácilmente lo que significó, y me referí a lo que significaba este proyecto, que incluía la titularidad sindical, el fin al reemplazo en huelga, la nueva ley de piso, la no extensión de beneficios unilateralmente, etcétera. Fue mi forma de explicar el proyecto en pocos minutos, para que la gente lo entendiera bien.

A mis colegas de oposición los he escuchado aludir a las encuestas y han afirmado que la ciudadanía, en su mayoría, se opone a esta reforma, lo que tiene una explicación muy lógica y clara, porque cuando se difunde el discurso del temor y del terror, es fácil que las personas se asusten. En general, la gente, sobre todo en Chile, le tiene miedo a los grandes cambios. Si le dicen que una medida afectará el empleo y a los trabajadores, es entendible que ese temor se refleje en las encuestas. 

Es cierto que a esta reforma le faltan elementos y que quedan muchos pasos por dar. Ayer también manifesté que la agenda laboral no se acababa con esta reforma. En la Comisión de Trabajo y Seguridad Social está pendiente la tramitación de varios proyectos presentados. Una de esas iniciativas busca la eliminación o modificación del artículo 161 del Código del Trabajo; otra se refiere a los despidos masivos. En fin, tenemos un sinnúmero de proyectos que se están tramitando en esa comisión.

Se dice que esta reforma no se hace cargo del empleo, particularmente del de las mujeres. Eso es tratar de introducir un factor que no corresponde, porque lo único que busca este proyecto es mejorar las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores. Existen otras políticas públicas para mejorar el empleo, como, por ejemplo, el programa +Capaz, para capacitar a mujeres y jóvenes que ingresen al mercado laboral. Otras políticas públicas del ministerio se enfocan en esos puntos, por lo que no es obligatorio incorporarlos en esta reforma laboral. 

Por lo tanto, tratar de meter esa cuña en esta reforma refleja mala intención. Con este proyecto pretendemos mejorar las relaciones laborales, para generar equilibrios, para emparejar la cancha, a objeto de que los trabajadores puedan sentarse en la mesa de igual a igual con sus empleadores.

¿Qué me faltó decir ayer? Por lo menos a mí, me interesa mucho que, después de esta iniciativa, no se acabe el tema laboral. Ya cité algunos proyectos que hay en trámite en la comisión. 

También existe un compromiso del gobierno con el sector público. Ese compromiso, que en su momento suscribió la ministra Javiera Blanco, que hoy también asume la ministra Ximena Rincón, es claro y potente. En él se expresa que, después de que se apruebe esta reforma, se presentará un proyecto relativo a los trabajadores del sector público, para que también tengan derecho a negociación colectiva, a huelga, a estabilidad laboral, sobre todo los trabajadores a honorarios, que hoy, dada su cantidad, de manera increíble, se han transformado en una especie de planta paralela. La lógica indica que el Estado debe dar el ejemplo como empleador.

Ahora, ¿qué faltó en este proyecto? Un tema muy importante que, a lo mejor, no fuimos capaces de llevar adelante, aunque, para ser franco, no estaba contemplado en el proyecto original. Me refiero a la negociación por rama, tema del que hoy se habla mucho. Es un tema difícil de entender, porque los empleadores y la oposición se oponen a él, aunque los empresarios sí se reúnen por rama, por sector productivo. Lo hacen en la CPC y en la Sofofa. Por lo demás, se han producido negociaciones por rama; de hecho, hace un tiempo se creó una mesa de diálogo en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a propósito de un proyecto que presentamos con el diputado Nicolás Monckeberg. Esa fue una negociación ramal de los trabajadores del comercio con todos los empleadores. Ahí tenemos un desafío pendiente. 

Uno de los objetivos que pretendía el plan laboral de José Piñera era debilitar al máximo los sindicatos y llevar la negociación solo a nivel de empresas. Ahora, al menos, los trabajadores podrán efectuar una negociación por rama, con incentivos y no vinculante -es verdad-, que considero un avance. Aunque sea en un mínimo porcentaje, estamos avanzando; nos diferenciamos en que solo se da a nivel de empresa. Creo que es un cambio positivo, porque considera la titularidad y el fin al reemplazo en huelga.

Tengo el convencimiento de que esto irá en directo beneficio de nuestros trabajadores, aunque estoy consciente de que nos falta mucho por hacer. Espero que la gran mayoría de los empresarios se sume a este proyecto, porque es necesario que entiendan que trabajadores con mejores sueldos y mejores condiciones laborales producen más, lo que incide directamente en el aumento de la producción. Por lo tanto, esto no solo va a beneficiar a los sindicatos y trabajadores, sino también a las empresas y, por ende, a nuestro país.

He dicho.

-Aplausos.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Urrutia.

El señor URRUTIA (don Osvaldo).- Señora Presidenta, antes de referirme al fondo de este importante proyecto de ley que se encuentra sometido a la consideración de la Sala, quiero hacer presente ciertos vicios que pude constatar en la tramitación de esta iniciativa, que no pueden pasar inadvertidos.

Como integrante de la Comisión de Hacienda, me correspondió conocer este proyecto de ley, el cual estuvo en Tabla durante la sesiones del martes y miércoles recién pasados. De esta forma, en la sesión de Sala del martes 9 de junio se dio cuenta del certificado emitido por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social en reemplazo del informe que establece nuestro Reglamento, por lo que los diputados de la Comisión de Hacienda debieron estudiar la iniciativa sin los antecedentes mínimos necesarios para un adecuado debate. Como pudimos verificar los miembros de esta comisión, este certificado solo contenía el texto aprobado por la Comisión de Trabajo y carecía de todos los antecedentes que se tuvieron a la vista durante el prolongado análisis y debate en esa comisión. En definitiva, durante el trámite de Hacienda, solo tuvimos a la vista un simple certificado y no un informe de la Comisión de Trabajo, tal como lo establecen las normas aplicables.

Sobre esto último quiero detenerme, puesto que los informes de comisión cuentan con una regulación detallada en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y en el Reglamento de esta Corporación.

Así las cosas, las comisiones se encuentran obligadas a emitir un informe sobre los proyectos de ley respecto de los cuales, por mandato de la Sala, les corresponda pronunciarse. Es así que, interpretando sistemáticamente los artículos 13 y 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, podemos decir que las comisiones son aquellos órganos establecidos en los respectivos reglamentos de cada corporación para estudiar e informar los proyectos de ley sometidos a su consideración. La competencia para informar los proyectos está establecida por ley en el artículo 21 de este mismo cuerpo normativo, en los siguientes términos: “Los proyectos que se hallen en primer o segundo trámite constitucional y las observaciones del Presidente de la República a un proyecto aprobado por el Congreso, deberán ser informados por la respectiva comisión permanente. Por acuerdo unánime de la Sala, podrá omitirse el trámite de comisión, excepto en el caso de los asuntos que, según esta ley, deben ser informados por la comisión sobre hacienda.”.

En cuanto a la regulación que el Reglamento de esta corporación hace al efecto, el artículo 119 establece: “Todo proyecto de ley sometido a la consideración de la Cámara deberá ser informado por la comisión competente, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 233 (comisiones unidas).

El Presidente, a petición de un diputado, podrá solicitar el acuerdo unánime de la Cámara para omitir el trámite de comisión cuando se trate de un asunto obvio y sencillo o de tan perentoria urgencia que no admita demora, excepto en el caso de los asuntos que deben ser informados por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.

En definitiva, esta norma reglamentaria hace una remisión expresa a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, por lo cual, interpretadas estas disposiciones, fuerza es concluir que el informe de la comisión es un trámite obligatorio que solo la Sala, por unanimidad, puede obviar, solo en los casos en que se trate un asunto obvio y sencillo o de perentoria urgencia. A contrario sensu, una comisión, un presidente de comisión, un diputado o un grupo de diputados en ningún caso podrán adoptar una decisión que implique prescindir del informe en materias de tanta relevancia.

A mayor abundamiento, con las últimas modificaciones al Reglamento de la Cámara de Diputados, se incorporó el artículo 302, que establece: “En el primer informe que emita la comisión, se consignará expresamente:

1. Una minuta de las ideas fundamentales o matrices del proyecto y, si se estimare necesario, el texto de las disposiciones legales que el proyecto modifique o derogue.

2. La mención de los artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, y los fundamentos de dicha calificación.

3. La mención de los documentos solicitados y de las personas o instituciones escuchadas por la comisión. 

Especialmente deberá consignarse si se ha comunicado a la Corte Suprema las disposiciones que han sido incorporadas en este trámite al proyecto o han sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por dicha Corte.

4. Los artículos del proyecto que, en conformidad con el artículo 226, deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda, los que serán determinados por el presidente de la comisión informante.

5. Si el proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad.

6. Síntesis de las opiniones de los diputados cuyo voto hubiere sido disidente del acuerdo adoptado en la votación general del proyecto.

7. Los artículos e indicaciones rechazados por la comisión. 

8. Texto del proyecto, tal como la comisión lo haya aprobado o rechazado.

La comisión podrá acordar omitir las menciones indicadas en el número 3, párrafo primero, cuando se trate de proyectos de carácter obvio y sencillo.”.

Queda de manifiesto que el acuerdo de los integrantes de la Comisión de Trabajo en cuanto a prescindir del informe que les correspondía efectuar, tal como lo expresa el certificado emitido por dicha comisión, no se ajusta a derecho. Muchos dirán que no hay que ser tan graves, que se debe mantener el fair play y que estas son prácticas asentadas en el Congreso. Hago presente que este es mi primer período como diputado y desconozco tales códigos. Otros dirán que se trata solo de un tema formal que no tiene relevancia.

Sin embargo, estimo que, como Congreso Nacional, debemos ser los primeros llamados a respetar el principio de legalidad, piedra angular de todo Estado de derecho. Es así como el artículo 6° de nuestra Constitución Política establece: “Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella…”, lo que es complementado por el inciso segundo del artículo 7° de la Carta Fundamental, que establece: “Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.”.

En suma, considero que no hay excusa que valga para no cumplir irrestrictamente con la ley, en un ámbito tan fundamental como una reforma laboral y en el proceso mismo de formación de la ley.

Por lo anterior, espero que a futuro seamos más estrictos en dar cumplimiento a la Constitución, que nos liga a todos y que todos juramos respetar. Espero que la Presidencia de la Cámara instruya a la Secretaría General de la Corporación para que se realice una investigación de este caso, para evitar que hechos de esta naturaleza vuelvan a ocurrir.

En otro orden de cosas, tras haber hecho este análisis formal de la tramitación del proyecto, me referiré derechamente al estudio de esta iniciativa, especialmente a la negociación colectiva para pequeñas empresas.

Teniendo a la vista el informe de derecho comparado que elaboró la Biblioteca del Congreso Nacional sobre el particular, surgen muchas dudas sobre los efectos que puedan tener las normas que incorpora el proyecto. 

Como todos sabemos, las pequeñas y medianas empresas son el motor de la economía, por lo cual cualquier medida que las afecte debe ser muy bien analizada. Es así que, al estudiar la experiencia comparada en países como Alemania, Argentina, España, Italia y Perú, he podido constatar que solo Argentina cuenta con normativa especial para negociación colectiva en la pequeña empresa. 

No obstante, en algunos convenios colectivos de Alemania, Uruguay e Italia se incluyen cláusulas de protección a las pequeñas empresas -exención de obligaciones del convenio colectivo de nivel superior-, y en Alemania, además, se efectúa la práctica de ofrecer membresía sin cobertura de negociación colectiva. Así, las empresas pequeñas obtienen ventajas al asociarse a la organización sindical empresarial sin quedar obligadas a convenios colectivos que suscriba dicha asociación. 

No me gustaría que sigamos el ejemplo de Argentina sobre la materia, país que ha politizado todos los estamentos de la sociedad y que cada cierto tiempo vemos cómo va camino a devastar su propia institucionalidad.

Teniendo a la vista esta experiencia comparada, estimo que algunas normas introducidas en el proyecto sobre negociación colectiva, tal como se encuentran en el texto sobre el que nos pronunciaremos, pueden tener efectos muy indeseados en la productividad y en el empleo, como, por ejemplo, en lo relacionado con el contrato de aprendizaje. Todos sabemos que su espíritu no es establecer una relación laboral indefinida, sino más bien entregar mayores habilidades y competencias a los jóvenes de nuestro país, colaborando en la disminución de la cesantía en ese grupo etario, donde más alta se manifiesta, y potenciar la fuerza laboral de una empresa. ¡Hay que ser muy miope para no darse cuenta de ello!

En consecuencia, incluir dentro de la negociación a los aprendices puede generar en las empresas un fuerte desincentivo a su contratación y, al mismo tiempo, crear falsas expectativas para aprendices cuyos contratos podrían terminar antes de la aplicación de este instrumento colectivo. 

Por lo tanto, estimo que la ley debiera señalar que toda unidad laboral, cualquiera que sea su tamaño, podrá excusarse de negociar colectivamente con los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje. De lo contrario, a largo plazo estaremos destruyendo un elemento fundamental para la capacitación e inserción laboral de nuestros jóvenes. 

En otro aspecto, si bien en su espíritu esta iniciativa busca fortalecer los sindicatos, objetivo compartido por la mayoría de esta Sala, creo que con la regulación propuesta finalmente se termina afectando los derechos individuales de cada trabajador, conculcando su derecho a la libre asociación y el derecho de los particulares a ejercer libremente una actividad económica. Digo esto porque en el proyecto no se mantiene un sano equilibrio entre el ejercicio de esas dos garantías constitucionales.

Es así que, a propósito de lo establecido en el artículo 1°, número 28), que sustituye el Libro IV “De la Negociación Colectiva”, en su artículo 324, “Derecho a la libre afiliación y vinculación del trabajador con el instrumento colectivo”, se manifiestan clara y evidentemente esos vicios. 

Estimo que es necesario eliminar la obligación de pagar el total de la cotización mensual ordinaria del sindicato del cual se ha desafiliado un trabajador durante toda la vigencia del instrumento colectivo. De lo contrario, estaremos afectando seriamente el derecho fundamental a la libertad de asociación, puesto que, al mantener esa obligación, se produce un doble pago de cuota por afiliación sindical, que en la práctica podría traducirse en un incentivo al financiamiento de un solo sindicato, lo que coartaría la movilidad en la afiliación sindical. 

Otro tema relacionado con lo anterior son las nuevas obligaciones que se imponen al empleador respecto de otorgar más información de la empresa a los sindicatos. Sobre ese punto, considero que el fin de otorgar información debe circunscribirse a la necesaria para elaborar el respectivo convenio colectivo, y no como propone el proyecto, que obliga a la empresa a entregar información periódica sobre las finanzas de la compañía, lo que desvirtúa seriamente el fin que se debe buscar con esa entrega, exponiendo a las empresas a ver divulgada información relevante sobre el desarrollo de sus actividades. 

En consecuencia, es necesaria una reforma laboral que proteja efectivamente los derechos de los trabajadores, pero que no sea una cortapisa al crecimiento económico y a la creación y funcionamiento de las pequeñas y medianas empresas, que, como todos sabemos, son el gran motor de la economía y la fuerza que crea la mayor cantidad de empleos en nuestro país. 

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Godoy.

El señor GODOY.- Señor Presidente, lo primero que quiero decir es que en Amplitud no nos gusta el tono que ha adquirido este debate, porque escuchamos a algunos parlamentarios decir que lo que busca cierto grupo político es aterrorizar a la ciudadanía respecto de este proyecto de ley, y otro grupo plantea que es dueño de la verdad absoluta. Nos parece que ese no es el tono que debe utilizar la política para mejorar un proyecto tan importante como este.

Precisamente, el tono de Amplitud fue totalmente distinto: acogimos el llamado, que no era tan humilde como planteaba el diputado Osvaldo Andrade, sino mucho más magnánimo, pues se dijo que esta iba a ser una gran reforma laboral. Como dije, acogimos ese llamado, nos reunimos con la ministra Javiera Blanco -también pedimos reunirnos con la CUT, pero no nos recibieron- e hicimos una serie de propuestas.

Quiero aclarar que en esto no tenemos ningún dogmatismo. Al leer el proyecto, podemos darnos cuenta de que hay factores que son atendibles. Entendemos que el que haya reemplazo en huelga, evidentemente vulnera la capacidad negociadora de los trabajadores. Pero, por otra parte, es muy complejo lo relacionado con la titularidad sindical, en que se establece que el único que puede negociar es el sindicato, sobre todo si hay un montón de trabajadores que no quieren participar en esa organización.

Lamentablemente, la manera en que se ha llevado el proyecto hace que sea muy fácil denunciar que es una iniciativa que va en beneficio de un grupo de poder o de presión, porque toma un solo aspecto de la materia laboral, y ese es su gran error.

Queremos ocupar esta instancia para pedir a la ministra del Trabajo y Previsión Social que en el Senado tenga otra actitud, más abierta, para recoger algunas ideas que todos los que estamos en el Congreso Nacional consideramos muy relevantes. Algunas de ellas ya se plantearon en la Cámara de Diputados. 

Al proponer una reforma laboral, lo primero que se quiere hacer es mejorar las condiciones de los trabajadores, pero para lograrlo, necesariamente se debe empezar por la primera condición: la propia capacidad del trabajador, porque esa es su carta de presentación. 

Por lo tanto, en Amplitud consideramos un error no incluir en una reforma laboral lo relacionado con capacitación como uno de los ejes fundamentales, porque, insisto, es la primera carta de presentación de un trabajador para que pueda acceder a un mejor ingreso.

Existen dos grupos en nuestra sociedad que, normalmente, son los más afectados del mundo laboral: los jóvenes, sobre todo los que no están tecnificados, y las mujeres. En la iniciativa no se aborda esto como nos gustaría, con incentivos para que la contratación de esos dos grupos fuera más atractiva. Lamentablemente, aunque esos temas son muy atendibles, no se incorporan en el presente proyecto. Las reformas que han tenido éxito sí los han incluido.

He escuchado un debate muy ideologizado, en el que, por ejemplo, el diputado Osvaldo Andrade planteaba que el gobierno anterior no había presentado ningún proyecto de ley en la materia. Al respecto, le quiero responder que en el gobierno anterior el salario tuvo un crecimiento real de 4 por ciento, que este gobierno bajó a la mitad, lo que constituye un perjuicio muy relevante para los trabajadores, producto de que no estamos trabajando en hacer que nuestra fuerza laboral esté más capacitada.

También quiero marcar otro punto que también es relevante. La discusión ha llevado a malentender que el trabajador y su empleador son enemigos o no se logran entender, y eso no es lo que está ocurriendo en Chile hoy en día; muy por el contrario. Obviamente, hay lugares en que eso sí ocurre; pero si uno revisa las encuestas, se da cuenta de que los trabajadores, en general, tienen una buena percepción de su empleador. 

Para terminar, llamo al diálogo y pido a la ministra que recoja parte de las propuestas que hemos planteado. Entendemos que hay cosas positivas en este proyecto, pero nos parece que es totalmente insuficiente. Por eso, vamos a votarlo en contra. 

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, quiero saludar a la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón; al señor subsecretario de Hacienda y a los dirigentes sindicales que nos acompañan en las tribunas.

Siguiendo este debate, debemos hacernos cargo de ciertos mitos que se han instalado a lo largo de estas dos sesiones. Uno de ellos dice relación con que existiría una cierta dicotomía o disociación entre lo que es una reforma laboral y una reforma sindical. He escuchado a varios diputados de derecha afirmar que esta no es una reforma laboral, sino una reforma sindical, como si existiera una disociación entre estos conceptos. 

Probablemente, estos diputados tienen su fuente de inspiración en el pensamiento de José Piñera o de Jaime Guzmán. Nosotros, los democratacristianos, tenemos otra fuente de inspiración en materia de derecho del trabajo; esa fuente de inspiración es el único santo que tiene Chile: el padre San Alberto Hurtado.

Hace más de sesenta años, el padre Hurtado escribió un libro titulado Sindicalismo: historia, teoría, práctica. Por eso se demoraron tanto en canonizar al padre Hurtado, que escribió mucho. En ese libro, el padre Hurtado expresó: “Si el trabajador quiere tener participación, no tiene más que un camino: unirse a sus compañeros de trabajo”. Además, San Alberto Hurtado agregó: “Es muy difícil para los asalariados discutir las condiciones de su trabajo si cada uno individualmente ha de entenderse con su patrón o representante. Para estar en pie de menor desigualdad necesitan presentar colectivamente sus peticiones”.

Eso es lo que, sesenta años después, estamos intentando con esta legislación: modernizar las relaciones laborales, porque estamos tratando de ponernos a la par con los países a los cuales queremos imitar, sobre todo a los de la OCDE, siguiendo las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo. Solo teniendo más sindicatos y más negociación colectiva vamos a poder modernizar estas relaciones laborales, tal como lo recomendaba el padre Hurtado hace sesenta años.

Lejos de lo que se ha dicho, este proyecto mantiene el principio de la libertad sindical, es decir, la libertad de afiliación a un sindicato o de desafiliación de él. Ayer, el diputado Cristián Monckeberg -lamento que no esté presente- dijo que estamos forzando a los trabajadores a ingresar a un sindicato para extender los beneficios de una negociación colectiva, y eso no es así. El trabajador tiene plena libertad para afiliarse o desafiliarse de un sindicato. Distinto es que un legislador, como lo estamos haciendo hoy, quiera introducir incentivos para que los trabajadores puedan participar en los sindicatos y en los procesos de negociación colectiva, porque entendemos que, de esa manera, van a tener mejores remuneraciones y beneficios, y la empresa se va beneficiar al tener un solo interlocutor para poder entenderse.

En aquellas empresas donde no existe un sindicato, se mantiene la posibilidad de negociar con un grupo creado especialmente para los efectos de la negociación colectiva. 

Por lo tanto, el principio de la libertad sindical se mantiene plenamente. Lo que pasa es que además avanzamos en materia de colaboración, porque los que hemos participado en procesos de negociación colectiva como abogados, sabemos que hoy la legislación en materia de negociación colectiva no es muy acertada, porque prácticamente la negociación parte con la votación de la huelga. En el proyecto se cambia ese eje, se pone de manifiesto el principio de la buena fe y finalmente son las partes las llamadas a entenderse. La votación de la huelga será el último recurso, y aun en ese caso siempre va a existir la posibilidad de ofrecer servicios mínimos.

Lo último que agregaré en estos cinco minutos que me ha concedido mi bancada es que tuvimos esta misma discusión a principios de los años 90, en el gobierno del Presidente Patricio Aylwin. Se decía que las reformas laborales iban a afectar el crecimiento económico. Les recuerdo que las leyes son abstractas, generales y permanentes -no podemos discutirlas solo respecto de una coyuntura económica determinada-, y que fue precisamente después de la reforma laboral que lideró el entonces ministro René Cortázar, en el gobierno del Presidente Aylwin, que crecimos al 8 por ciento, porque para crecer los países requieren también cohesión social y que los trabajadores se sientan partícipes de ese crecimiento.

Por lo expuesto, anuncio que vamos a aprobar este proyecto con mucho entusiasmo. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Clemira Pacheco.

La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, primero quiero saludar a la ministra del Trabajo y Previsión Social, así como a los dirigentes y trabajadores que nos acompañan en las tribunas.

La desigualdad económica estructural entre el capital y el trabajo tiene al trabajador como la parte más débil. Esta lógica se refleja en el ámbito colectivo de poder, que para equilibrar esta balanza de fuerzas tiene como herramienta las organizaciones sindicales, la negociación colectiva y la huelga. Con estos tres elementos consolidados, potentes y fortalecidos, existe un equilibrio de poder entre la fuerza del trabajo y la patronal. 

Con este proyecto estamos saldando una deuda con los trabajadores chilenos; además, pretende cumplir con convenios internacionales, como el 87 y el 98 de la OIT.

La reforma laboral significa un avance, pero también genera dudas e incertidumbre. Este proyecto contempla ampliar la cobertura a los trabajadores con contrato de aprendizaje y contratos por obras y faenas. 

La titularidad sindical elimina los grupos negociadores cuando existen sindicatos. Se reconoce la titularidad a sindicatos interempresas y de trabajadores eventuales o transitorios, lo que amplía la cobertura de negociación a grupos no reconocidos y fortalece al sindicato; pero se debe eliminar totalmente la extensión de los beneficios para los trabajadores no sindicalizados, para así tener una real titularidad sindical.

Se amplía el derecho a la información, se incorpora a la mujer al ámbito sindical con un porcentaje de 30 por ciento de participación de género. Sin embargo, en empresas donde no existen sindicatos, se crea el grupo negociador, pero no considera el permiso sindical, situación que hay que revertir para conciliar la vida familiar y la preparación de las negociaciones colectivas, que requieren tiempo.

Existe un piso mínimo de la negociación; sin embargo, excluye los reajustes del IPC, los incrementos reales y el bono de término. En este punto quedamos al debe en este proyecto de ley. 

También amplía la materia a negociar, introduce el pacto de adaptabilidad, el sindicato será garante de los derechos colectivos y tendrá como límite los derechos laborales irrenunciables de los trabajadores. Esto debe quedar absolutamente claro, porque no puede significar un aumento en la precariedad de las condiciones de trabajo.

Se elimina el reemplazo a la huelga -esta es una deuda histórica-; valoramos que se elimine la facultad del empleador para reemplazar a los huelguistas. Sin embargo, la redacción del artículo deja abierta la posibilidad del reemplazo mediante la subcontratación, de manera que debiera cerrarse definitivamente ese punto. Lo mismo sucede en relación con los servicios mínimos. Las hipótesis planteadas por el proyecto son muy amplias, por lo que habría que precisar la norma. El reemplazo a la huelga debe ser eliminado definitivamente -miremos la legislación comparada, como, por ejemplo, el caso de Uruguay-; además, es necesario retomar el debate sobre los temas que no presentan ningún avance o muy poco, como la negociación por rama de producción, ya que aproximadamente al 50 por ciento de los trabajadores les limita la posibilidad de negociar.

Los trabajadores de las grandes y pequeñas empresas podrían unirse y lograr pisos mínimos para todos, en igualdad de condiciones. Por ejemplo, una cajera del Jumbo debe ganar y negociar lo mismo que una cajera de Almacenes Paris. ¿Por qué no, si las utilidades van al mismo bolsillo, porque son empresas de un mismo dueño?

Es necesario retomar el debate sobre las empresas estratégicas que no pueden tener negociación colectiva con derecho a huelga. Entonces, hay que establecer una regulación en el ámbito del arbitraje, que es otro punto en el que también estamos en deuda.

Si bien el proyecto es un avance, aún quedarán deudas, a pesar de que esta es una oportunidad histórica para los trabajadores, que han sido callados y oprimidos. Debemos devolverles el lugar que por derecho les corresponde.

Debemos profundizar en los planes de modernización en las relaciones laborales, establecer un real equilibrio de poder y avanzar en la redistribución de la riqueza con estos instrumentos: organizaciones sindicales potentes, sólidas negociaciones colectivas, huelgas efectivas y erradicar toda herencia del plan laboral creado durante la dictadura.

Valoro el paso que estamos dando, pero aún nos quedan muchas tareas pendientes. Espero que podamos avanzar en ellas en el Senado.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a la ministra del Trabajo y Previsión Social y al señor subsecretario, que nos acompañan en la discusión de este proyecto de ley.

Estamos ad portas de aprobar uno de los proyectos que forman parte de las modificaciones estructurales en materia de agenda política de nuestro país. Es una reforma significativa, fruto del trabajo conjunto de la ciudadanía, el gobierno y el Parlamento, que va en directa relación con los compromisos que la Presidenta Michelle Bachelet asumió de cara al país para enfrentar las necesidades de nuestra gente.

Mucho he escuchado sobre el rol que ha jugado la Central Unitaria de Trabajadores dentro del proceso de tramitación del presente proyecto. ¡Y cómo no hacerlo, si la CUT representa a un número importante de la fuerza de trabajo de nuestro país y, además, es una entidad multisindical reconocida a nivel nacional! Entonces, es obvio que estemos en sintonía con ellos y sus necesidades.

Por lo demás, en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social se recogieron los planteamientos de distintas organizaciones sindicales y gremiales, de académicos y de centros de estudio, los que sirvieron de base para la presentación de más de ochocientas indicaciones por parte de los diputados. Por lo tanto, no existe posibilidad alguna de no reconocer que este proyecto de ley es fruto y consecuencia de una amplia discusión y participación ciudadana.

No desconozco que han existido falencias en el contenido del proyecto y que se ha dejado fuera a muchos trabajadores que no se rigen precisamente por el Código del Trabajo, como los funcionarios públicos y municipales. No obstante, tengo la convicción de que sus necesidades serán recogidas y amparadas por leyes que permitan la equidad y la justicia en las relaciones laborales, tal como lo plantea el presente proyecto.

Colegas parlamentarios, tal vez este proyecto no sea la reforma que esperábamos en materia laboral o de modificación del Código del Trabajo, pero sí es un paso concreto e inequívoco del espíritu que nos anima, que se traduce en un gran avance, reconocimiento y protección de los derechos laborales sindicales de todos los chilenos y chilenas.

Actualmente, nuestro país cuenta con cerca de 11.000 sindicatos, que representan al 11,9 por ciento del total de los trabajadores chilenos. En el ámbito de la cobertura de la negociación colectiva, esta llega a 8,3 por ciento de los asalariados del sector privado bajo la modalidad reglada y a 2 por ciento bajo la modalidad no reglada. 

Lo que busca este proyecto -su esencia y corazón- es que dichas cifras aumenten, que se fortalezcan las organizaciones sindicales y que en el futuro quienes ejerzan una actividad remunerada, del rubro que sea, no sientan temor a sufrir represalias, a ser perseguidos o a ver disminuidos sus derechos a causa de pertenecer a un sindicato.

Como ya mencioné, se trata de un gran paso y el punto de partida para las reivindicaciones que Chile merece en materia laboral, a fin de establecer relaciones laborales justas, simétricas y equilibradas entre las partes, en las que predomine el diálogo, el acuerdo y la confianza.

El proyecto no solo fortalece la titularidad sindical, suprimiendo a los grupos negociadores en aquellas empresas donde ya existe una organización sindical, sino que además amplía la cobertura de la negociación colectiva a los trabajadores que hoy están excluidos de ejercer ese derecho; simplifica el procedimiento mismo de negociación colectiva reglada; establece un piso de negociación a objeto de mejorar las condiciones laborales futuras; amplía el derecho de información para negociar colectivamente y fortalece los mecanismos de mediación laboral.

Es preciso señalar que hubo mucho revuelo sobre la norma que establecía los servicios mínimos y la prohibición de reemplazo de los trabajadores en huelga. Dichos servicios, en el mensaje original, no estaban determinados del todo. Ello traía consigo la posibilidad de vulnerar la prohibición de contratar personal de reemplazo. Eso se ajustó a través de una indicación presentada por el Ejecutivo -a través de la ministra del Trabajo y Previsión Social-, que aseguró el derecho legítimo a huelga, sin afectar dicha institución en su esencia ni finalidad.

Obviamente, la norma será acotada según lo que establezca el reglamento respectivo sobre la base de las características y tamaño de cada empresa, tomando siempre en consideración el acuerdo previo de las partes involucradas en el proceso de negociación colectiva.

La bancada del Partido Radical Social Demócrata apoyará el proyecto, que no tiene otro objetivo que generar un círculo virtuoso donde los trabajadores organizados puedan optar a mejorar sus condiciones laborales y, con ello, el clima de la empresa, lo que implica una mayor estabilidad y, por ende, un trabajo más productivo y competitivo.

Como radicales, apoyamos el presente proyecto, que plasma la lucha sindical, por años alzada en nuestro país, que es el corolario de las manifestaciones más puras de democracia y de reivindicación de los derechos laborales sindicales postergados.

Aprovecho esta instancia y esta tribuna para rendir homenaje a los cientos de dirigentes que dieron todo de sí por la lucha sindical. Me refiero, en particular, a nuestro recordado correligionario, ejemplo de trayectoria del Partido Radical Social Demócrata, Tucapel Jiménez Alfaro, uno de los más respetables, valientes, capaces e íntegros dirigentes sindicales chilenos, quien, con su vida, pagó su amor a la libertad, a la democracia, a la unidad y a la justicia social.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado José Manuel Edwards. 

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, ya seamos de izquierda o de derecha, debemos hacer lo mejor para nuestro país. Entre otras cosas, debemos tener la grandeza y la humildad para reconocer que no estamos haciendo bien las cosas o que la receta que se está aplicando no es la mejor.

La Presidenta Bachelet recibió el país en un determinado estado y su deber es mejorarlo, no destruirlo. Veamos qué ha pasado con las reformas que se han implementado.

En cuanto a la reforma tributaria, acá se dijo que no afectaba el crecimiento, pero el crecimiento se desplomó; se dijo que se iba a recaudar, pero por el poco crecimiento se recaudará mucho menos de lo presupuestado; se dijo que no iba a afectar a los más pobres, pero resulta que el IPC de los pobres se ha más que duplicado en relación con las cifras manejadas por el gobierno anterior; se dijo que ocho hospitales estaban listos para ser inaugurados por este gobierno, pero están en proceso de concesión, se paralizó su construcción y hoy no contamos con ellos. Uno de ellos es el hospital de Pitrufquén, comuna que represento. 

Respecto de la reforma educacional se dijo que se favorecería la educación pública, pero resulta que se ha repetido la misma estampida de alumnos que ya existía, desde la educación pública a la particular subvencionada. Por lo tanto, no se puede decir que las políticas implementadas han resultado, porque, perdónenme, todas las cifras dicen lo contrario. 

Así como ocurrió con la reforma tributaria, que se dijo que buscaba igualdad, recaudación y crecimiento, y con la reforma educacional, que se dijo que perseguía calidad en la educación y educación pública, hoy se nos pide que aprobemos una reforma laboral que se dice que beneficiará a los trabajadores. Pero al revisar la letra, vemos que se está mejorando la situación de los jefes de los sindicatos y no la de los trabajadores.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ruego a las personas asistentes a las tribunas guardar silencio. 

Continúa con el uso de la palabra, señor diputado.

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, el gobierno anterior creó 143.000 empleos por año para las mujeres; este gobierno ha destruido 25.000 empleos. El gobierno anterior creó alrededor de 12.000 empleos por año para los jóvenes; este gobierno ha destruido 21.000 empleos. 

La reforma laboral en debate no se hace cargo de eso, pues no introduce la flexibilidad que se requiere para crear esa cantidad de empleos. Solamente las grandes empresas, a través de sus sindicatos, podrán aplicar esa flexibilidad, lo cual, a mi juicio, no va en beneficio de más y mejores empleos para mujeres y jóvenes. Las cifras así lo demuestran. En el fondo, la retórica aguanta todo, pero la realidad, la verdad, la supera.

Se plantea una reforma que excluye de los beneficios de una negociación a los trabajadores que no se afilien a los sindicatos; es decir, se obliga al trabajador a pagar las cuotas del sindicato, incluso si va en contra de sus propios intereses. Perdón, ¿eso es a favor o en contra de los trabajadores?

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Reitero a los asistentes a las tribunas que mantengan silencio. 

Continúa con el uso de la palabra, señor diputado.

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, a modo de ejemplo, en el caso de que dos trabajadores cumplan la misma labor y ganen el mismo sueldo, pero uno está en el sindicato y el otro no, la reforma laboral ni siquiera permite al empleador subir el sueldo al que no está en el sindicato, so pena de acusarlo de prácticas antisindicales. No entiendo cómo eso puede beneficiar al trabajador; eso beneficia al poder del sindicalista, no al poder del trabajador. 

Por otra parte, si un trabajador quiere descolgarse de una huelga, después de un plazo razonable, porque necesita el sueldo o porque considera que la oferta del empleador es justa, no puede hacerlo hasta que el jefe del sindicato decida deponer la huelga. ¿Esa medida beneficia al trabajador? No lo beneficia. 

La reforma laboral ni siquiera permite el reemplazo con trabajadores de la propia empresa; o sea, cuando el jefe del sindicato llama a una huelga, la empresa debe cerrar de todas maneras. En caso de que se trate de una empresa de transportes, ello generará caos en la ciudad y la gente llegará atrasada a sus trabajos. ¿Quién paga? Paga Moya.

(Manifestaciones en las tribunas) 

Así como se considera de segunda clase a los estudiantes de universidades privadas, pues quedan fuera de la gratuidad; a los niños de colegios particulares subvencionados, e incluso a los hospitales concesionados por el solo hecho de serlos, esta reforma considera de segunda clase a los trabajadores que no están afiliados al sindicato o no le siguen el juego al jefe del sindicato. Están tratando como ineptos a los trabajadores, pues creen que no pueden decidir por sí solos lo que les conviene. Claro, para eso están los otros, para decidir por ellos, pero, en la pasada, aumentan el poder a los amigos de los jefes de los sindicatos.

Señor Presidente, si la Nueva Mayoría y la izquierda no abren los ojos respecto de las encuestas y lo que dice la gente de sus reformas, que se han ido al tacho de la basura, es su problema. Lo único que les exijo es que devuelvan a su gente el Chile que teníamos hace un par de años.

(Manifestaciones en las tribunas)

Que devuelvan ese Chile admirado en todo el mundo. Cuando los presidentes de Chile viajaban al extranjero siempre recibían loas por el gran país que teníamos. Hoy, la Presidenta Bachelet solo se dedica a justificar el pésimo estado en que se encuentra nuestro país.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, luego de escuchar al colega que me antecedió en el uso de la palabra, me gustaría aclarar algunas cosas.

¿Quién le dijo al diputado que esta reforma garantizará y fomentará el empleo para mujeres y jóvenes? El gran compromiso de la Presidenta Bachelet con esta iniciativa es completamente distinto, pues pretende garantizar mejores derechos para los trabajadores y sus dirigentes sindicales.

(Aplausos)

Ese es el gran compromiso de la Presidenta. 

El colega ha maltratado a los dirigentes sindicales en este espacio, lo que me molesta, y le pido, señor Presidente, que tome cartas en el asunto.

No es posible que a nuestros invitados, que pueden estar a favor o en contra de la materia en debate, se les diga que poco menos que estamos legislando para sus amigos. ¿Cómo es posible que el trato hacia el dirigente sindical, indistintamente de su color político o del lugar donde provenga, sea el que se le quiere dar en esta Sala? 

Estamos tratando de llevar adelante una reforma laboral, pues claramente la cancha no es igual para quienes intervienen en una negociación colectiva. Hoy, la cancha está completamente inclinada hacia el sector empresarial. Tenemos profundas razones para decir que hay materias pendientes, como la agenda de empleados públicos, las empresas estratégicas, y, en un futuro próximo, quizá discutamos la denominada negociación ramal. 

Claramente hay aspectos que son un paso relevante para dejar atrás el plan laboral de José Piñera y permitir, en tiempos modernos y democráticos, con una presidenta que se comprometió con el cuarto pilar fundamental de su programa de gobierno -la reforma laboral-, avanzar en forma importante en favor de quienes ejercen la labor de dirigentes sindicales. Ellos luchan, negocian y dialogan con sus empleadores. Esta reforma busca que lo hagan de manera distinta. En tal sentido, quienes representan a cientos y miles de trabajadores no merecen ser maltratados y ni desprestigiados como ocurrió hace cinco minutos.

(Aplausos)

Es posible que quienes asisten a las tribunas no lo sepan, pero en un acápite de esta reforma también se asignan recursos para mejorar la escuela sindical, lo que responde a un planteamiento de los actuales dirigentes, quienes han señalado la necesidad de renovación y de capacitación para que surjan nuevos dirigentes sindicales.

En esa línea, debemos recordarles a quienes se oponen a esta reforma laboral el ejemplo del paro portuario. Dicha paralización -tal como lo planteó el diputado Tucapel Jiménez- surgió porque un grupo de empresarios no quería pagar los 3.500 pesos de colación que les correspondía a sus trabajadores. El gobierno tuvo que despachar un proyecto de ley para así sacar adelante una situación que paralizó el país. Es necesario decir que los dirigentes sindicales no fueron los culpables de esa situación, sino aquellos mezquinos que no querían pagar esos 3.500 pesos de colación.

¡Cómo no va a ser importante que la titularidad sindical sea un elemento que propicie sindicatos más robustos! Los índices de sindicalización no son los mejores; si bien están en torno del 15 por ciento, estamos tratando de que aumente.

No es posible encontrar justo que alguien que está sentado en su escritorio obtenga los mismos beneficios que aquellos que buscan, a través de la negociación colectiva y de las movilizaciones, beneficios para sus asociados. Es por esta razón que el sindicato tendrá la posibilidad, de manera democrática, no coercitiva, de extender los beneficios al resto de los trabajadores.

La principal tarea que tiene el empresariado es entenderse con su sindicato y tener trabajadores contentos y motivados. Ello aumentará la productividad. Atrás quedaron las maneras añejas de entenderse entre empresario y empleado.

El real derecho a huelga era algo que estaba presente, pero no era efectivo. Cuando había una huelga, algunos empresarios contrataban a trabajadores rompehuelgas en lugar de enfrentar el problema. 

Esta reforma laboral va a garantizar, de una vez por todas, el efectivo derecho a huelga. Esta nueva realidad debe ser conocida por la gente, los sindicatos y los empleadores. La huelga es el último punto de ruptura de una relación laboral, cuestión que ni el empresario ni el sindicato desean. En consecuencia, cuando la iniciativa se convierta en ley y no exista acuerdo entre empleadores y empleados, la huelga será efectiva y real.

Me pregunto por qué quien me antecedió en el uso de la palabra ocupó sus minutos para criticar a la Presidenta Michelle Bachelet y hablar mal de los dirigentes sindicales, en lugar de hablar de la reforma laboral que nos ocupa. Solo se dedicó a defender a una de las partes que interviene en la negociación colectiva, la que claramente no es la más débil.

Si bien hay tareas pendientes -en ello ocupan un papel relevante las ministras Javiera Blanco y Ximena Rincón-, el compromiso de la Presidenta y de su gobierno ha sido ocuparse de 17 proyectos de ley. Así, esta reforma laboral no es fruto de algo ocasional o una respuesta a un determinado compromiso, sino parte de una agenda que genera más derechos y compromisos a los trabajadores de nuestro país.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Daniel Núñez.

El señor NÚÑEZ (don Daniel).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a todos quienes nos acompañan, en especial a los dirigentes sindicales. Sé que han hecho un esfuerzo para asistir a este debate.

(Aplausos)
¿Por qué hoy se debate una reforma laboral en Chile? No nos gusta hablar del pasado ni quisiéramos hablar más de la dictadura; sin embargo, debo mencionar que en 1979 un señor llamado José Piñera ideó un plan laboral. Era la época en que en Chile las funciones de la Cámara de Diputados y del Senado eran ejercidas por cuatro generales, los que aprobaron un nuevo Código del Trabajo con el objetivo de quitar derechos a los trabajadores, entre ellos el derecho a negociación colectiva a sindicatos interempresas y de trabajadores transitorios y eventuales. En los casos en que la negociación colectiva siguió operando, como ocurrió en algunas empresas, ella quedó restringida al máximo. 

El proyecto de contrato colectivo debe presentarse no antes de 45 días ni después de 40 días de la fecha de vencimiento del instrumento colectivo que se encuentre vigente. Además, la negociación colectiva contempla reemplazos y otras normas que, en la práctica, hacen imposible que los sindicatos vayan a huelga y logren algo.

Por tanto, debemos partir reconociendo que hoy existen una serie de derechos que han sido conculcados y que deben ser restituidos. Incluso, es importante mencionar en este punto que el plan laboral impidió a los dirigentes sindicales ser candidatos al Parlamento. ¿Acaso le tienen miedo a que los dirigentes sindicales sean diputados o senadores? Estoy seguro de que habría menos denuncias de corrupción si más dirigentes sindicales estuvieran sentados en este hemiciclo.

(Aplausos)

A pesar de todo lo anterior y de las dificultades que impuso la dictadura, el movimiento sindical se organizó y luchó. Por tanto, quiero rendir un homenaje a todos los dirigentes sindicales que lucharon por la democracia, porque son héroes y mártires de la recuperación de la democracia en Chile.

Una vez finalizada la dictadura, en 1990, el esfuerzo de los dirigentes sindicales permitió que, a pesar de todo, el sindicalismo siguiera avanzando. Ese año, la afiliación sindical alcanzaba a 13,4 por ciento y la negociación colectiva llegaba a 7,6 por ciento. Sin embargo, lo curioso e increíble de todo esto es que 23 años después de llegada la democracia 
-esperábamos que se abrieran las alamedas-, esta no llegó al mundo del trabajo. 

Quiero ejemplificar con estadísticas oficiales del gobierno de Chile de 2013. Ese año 
-escuchen bien las diputadas y los diputados-, la afiliación sindical llegó a 11,9 por ciento, lo que significa que tenemos menos afiliación sindical que al término de la dictadura. ¿Qué pasó con la negociación colectiva? En el mismo período, la negociación colectiva en el sector privado llegó al 6,4 por ciento. Esto quiere decir que en 23 años de democracia menos trabajadores han tenido el derecho de negociar colectivamente. La razón de ello estriba en una ley laboral que impide el ejercicio de los derechos colectivos. 

Por tal razón es importante cambiar el actual Código del Trabajo. Se trata de un instrumento profundamente antidemocrático que, en la práctica, impide el ejercicio de un derecho básico e inalienable como es la negociación colectiva.

(Aplausos)

Uno de los argumentos de los diputados de derecha es que existe una correlación positiva: a mayor crecimiento, más derechos para los trabajadores. Sin embargo, es curioso que en 23 años, con indicadores altos de crecimiento económico, no haya habido mejoras en la negociación colectiva. Por lo tanto, la discusión se debe centrar en saber quién está por que en Chile los sindicatos existan, tengan derecho y fuerza, y quién quiere terminar con esos derechos.

Como representante de la bancada del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, apoyo decididamente este proyecto de ley y lo votaré favorablemente. Sin embargo, hay un punto que no comparto. Me refiero al establecimiento de la adaptabilidad laboral. Una iniciativa que busca fortalecer el sindicalismo no puede permitir la flexibilidad laboral. Rechazamos el artículo que recoge esa idea. Queremos que a lo menos se vuelva a la propuesta original enviada por el Ejecutivo, para, de esa manera, ser coherentes con los objetivos del proyecto de ley.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, en este debate se aprecian dos posiciones, ambas legítimas, por cierto, ya que las expresan parlamentarios elegidos por elección popular, lo que no impide que digamos con vigor y con fuerza lo que creemos y pensamos, aunque a un determinado sector ello pueda no agradarle.

Me haré cargo de algunos comentarios que se han hecho en el transcurso de este debate.

Se han mencionado los problemas que surgieron para los trabajadores a propósito del llamado plan laboral de fines de los 70. Es cierto que muchas de las dificultades que aparecieron se deben a esa reforma, pero no nos engañemos ni digamos más mentiras. ¿En qué sentido? En que se debe tener en consideración que el plan laboral se estableció cuando en nuestro país, según todos los datos oficiales, nacionales e internacionales, teníamos una inflación galopante que alcanzaba a 120 por cierto, las finanzas del gobierno estaban fuera de control y, en general, la economía era un desastre.

Eso era lo que teníamos. Lo que no teníamos era trabajo, acceso al trabajo, algo mucho más esencial, un derecho humano.

Con dureza se consiguió lo que hoy tenemos, lo que alcanzamos en 1990: un país que crecía a tasas de entre 7 y 8 por ciento. Bueno, mejor no mencionar lo que ocurre hoy, para que a nadie ofenda, pero lo concreto es que crecemos a una tasa de 1 y algo por ciento. Eso no es crecer. Cualquier persona que tenga mínimos conocimientos en economía sabe que eso no es crecer.

Esa reforma laboral se fundó sobre puntos esenciales. ¿Cuáles? Instaurar sindicatos que fueran libres, que la base para elegir a los dirigentes sindicales fuera el voto secreto y permitir la libre afiliación a un sindicato dentro de una empresa. Se creó un proceso de negociación colectiva, en fin.

¿Tanto miedo se le tiene a la libertad?

(Manifestaciones en las tribunas)

Esa pregunta es la que debemos formularnos. Si no se tiene miedo a la libertad, lo que debemos hacer es, sobre esa base, sobre la base de entender la libertad para todo, construir un sindicalismo fuerte.

Siento el mayor respeto por muchos dirigentes sindicales, aunque muchos de ellos, por cierto, no piensan como yo. Siempre los he escuchado y siento que también he sido escuchado por ellos.

Escuchamos diversas críticas a un esquema sindical, consecuencia de una reforma que se estableció hace más de treinta años, cuando, como expresé, el país vivía una situación completamente distinta, en una época en que no había trabajo. A pesar de esas críticas es necesario señalar que se crearon oportunidades de trabajo y se mejoraron las opciones de la economía chilena, lo que se hizo con la ayuda de José Piñera y su plan laboral. Es cierto; eso hay que decirlo con todas sus letras. Aunque a algunos les cause risa, no tengo ninguna duda de que si lo examinan con seriedad, llegarán a la conclusión de que así fue, aunque, por cierto, no les guste por el prisma político desde el que miran.

Estamos frente a un proyecto que, como muchos sostienen, nace de un fundamento que es equivocado: afirmar que las relaciones laborales se fundan en una situación de desequilibrio mayor. Pero es necesario contrastar ese fundamento con la realidad.

Al respecto, podemos señalar que más del 70 por ciento de los trabajadores tienen confianza en la empresa en que trabajan, que menos del 2 por ciento de los trabajadores percibe conflictos frecuentes en su empresa y que el 70 por ciento considera que los conflictos son inexistentes.

(Manifestaciones en las tribunas)
Todos aquellos que vociferan, todos aquellos que gritonean, lo hacen porque no tienen fundamentos y solo quieren imponer sus opiniones. En democracia todos, absolutamente todos tenemos derecho a decir lo que creemos, lo que representamos y a decirlo con fuerza, particularmente los que estamos sentados en este hemiciclo, porque nos lo hemos ganado.

Se dice que la reforma que nos proponen a través de este proyecto deja al 70 por ciento de la fuerza de trabajo fuera de la negociación colectiva. Si es así, evidentemente no podemos hablar de una reforma laboral. Eso lo entiende hasta aquel que tiene menos de dos dedos de frente. También sorprende que se deje completamente fuera a los trabajadores del sector público.

Entendiendo que son necesarias ciertas modificaciones, porque todo es perfectible y no podemos mantener pétreamente nuestras posturas, debemos avanzar en algunas materias. Lo importante es que previamente nos pongamos bien de acuerdo, entre todos, respecto de qué es lo mejor para avanzar, porque tengo claro que en esta reforma, que en general vamos a votar en contra, hay disposiciones o artículos en los cuales sí estamos de acuerdo.

Hoy para muchos es muy fácil criticar. El diputado que me antecedió en el uso de la palabra dijo, con mucha desfachatez, que la reforma laboral del 79 se había impuesto, pero la verdad es que, sin querer ofender, debo reiterar que ella se llevó adelante cuando en Chile no había trabajo y teníamos una inflación galopante.

Finalmente, quiero preguntar si están aquí los dirigentes o los trabajadores de la Universidad Arcis. Asimismo, vuelvo a preguntar: ¿Tanto miedo hay a la libertad?

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, han transcurrido 35 años desde la tarde en que los dirigentes sindicales Héctor Cuevas, de la construcción; María Rozas, José Ruiz de Giorgio y Manuel Bustos convocaron, en plaza Artesanos, a la primera manifestación abierta de los trabajadores de Chile en contra de la dictadura. Después, en 1983, vino la irrupción de nuevos dirigentes, como Rodolfo Seguel, Arturo Martínez y tantos otros queridos y respetables dirigentes sindicales.

Seguramente ninguno de ellos imaginaba que una frase pronunciada al inicio del retorno la democracia marcaría cómo sería el camino para obtener las reformas que hoy votaremos: “En la medida de lo posible”. Esa frase caló hondo en los gobernantes de la democracia. “En la medida de lo posible”. Así ha sido en materia de justicia; así ha sido en la lucha por la superación de la pobreza.

Ciertamente, votaremos con gusto a favor este avance. Pero los dirigentes sindicales presentes, a quienes apreciamos y respetamos, contarán, en la medida de lo posible, con elementos fundamentales para fortalecer el movimiento sindical, pero también deberán considerar la existencia de desafíos profundos.

El 21 de Mayo, la Presidenta anunció que, al final de su mandato, 8.000 trabajadores a honorarios obtendrán estabilidad en sus empleos. De hecho, esta propia Corporación tiene trabajadores subcontratados y a honorarios; además, muchos funcionarios de planta tendrán una jubilación miserable, igual que la del resto de los trabajadores de Chile. El Estado es un mal empleador.
En los primeros cien días del primer mandato de la Presidenta Bachelet se construyeron 3.500 salas cuna. Sin embargo, en la actualidad, los miles de trabajadoras que atienden a los niños en las poblaciones aún se encuentran en precarias condiciones de empleo y carecen de estabilidad laboral.

Asimismo, cabe considerar que un porcentaje altísimo de los trabajadores subcontratistas, según los índices de la Fundación Sol, se concentran en la construcción y en la agricultura.

Señor Presidente, qué profundo desafío para los dirigentes sindicales constituyen los resultados de estudios que señalan que un número importante de personas se declara indiferente a la sindicalización, pese a su relevancia, mientras otro grupo importante no se sindicaliza por temor a perder su fuente laboral, dado el alto nivel de endeudamiento y la precariedad del empleo.

Otro aspecto que debe preocupar al mundo sindical es la cesantía crónica. El promedio de desempleo de los jóvenes en la Región Metropolitana, sobre la base de datos obtenidos en Las Condes, Providencia, Ñuñoa y Vitacura, no guarda relación con la situación en la periferia sur de Santiago. En otras palabras, en La Granja, San Ramón y Lo Espejo, el porcentaje de cesantía de los jóvenes de entre 18 y 35 años es mucho más alto que el porcentaje promedio de toda la Región Metropolitana. A ello hay que sumar que la cesantía afecta aún más a las personas que tienen una menor calificación y, fundamentalmente, a las mujeres.

Por lo tanto, estamos ante un paso que se dará en la lógica de “en la medida de lo posible”, la misma que me llevó, en el primer ejercicio que hice como diputado, a votar en contra el proyecto de ley, de mi gobierno, que fijaba el sueldo mínimo. En esa ocasión, hice mías las palabras del presidente de la Conferencia Episcopal, quien hace siete años dijo que Chile estaba en condiciones de tener un sueldo ético no inferior a 250.000 pesos. Voté bajo la convicción -y con datos- de que las ganancias extraordinarias de las isapres y de las AFP, y la proveniente de la colusión millonaria de las farmacias, permitían deducir que era mentira que un sueldo mínimo más alto desestabilizaría la economía, pondría en riesgo el crecimiento y aumentaría la cesantía. Esos supuestos efectos han sido el argumento histórico que ha traspasado a la espalda de los trabajadores la injusticia que vivimos.

Celebro el propósito del gobierno y el esfuerzo de la anterior y de la actual ministra del Trabajo para lograr todo lo que se ha avanzado. Sin embargo, de una vez por todas, debemos desafiar el tener que avanzar “en la medida de lo posible”, de modo que podamos satisfacer de una vez por todas las aspiraciones de los trabajadores. 

Chile tiene las condiciones económicas para aquello y para no estar sometido al eterno chantaje que se hace en pro de la estabilidad económica.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar cordialmente a la señora ministra y a los dirigentes que están en las tribunas observando el debate, muy atentos al devenir de su destino como dirigentes históricos de Chile.

¡Bienvenidos!

(Aplausos)

Hoy discutimos un proyecto de ley que busca modificar las relaciones laborales en nuestro país. Para ello, reconoce de gran forma a los trabajadores, fortalece la negociación colectiva y busca subsanar los efectos negativos de la desmantelación absoluta de los derechos laborales adquiridos tras una constante e histórica lucha, cuyos principales frutos se palparon en gran parte del siglo XX.
La visión neoliberal posiciona en extremo el capital por sobre el trabajo. Los trabajadores son considerados meros objetos; se precarizan las condiciones de trabajo y se posiciona la inestabilidad laboral para favorecer el capital.

Estos factores dieron como resultado una mercantilización generalizada y un individualismo extremo. La aplicación del neoliberalismo en el ser humano lo redujo, para explicarlo de un modo figurado, al homo economicus, el cual solo atiende intereses particulares y vive sumido en el miedo de perder el trabajo y de ser desvinculado, muchas veces, del colectivo. De esa forma se hace efectivo el adagio “divide y vencerás”.

Señor Presidente, nuestro sistema económico gira en torno al capital. Ello es lamentable, pues no permite advertir el carácter alienante de la economía. Si bien esta, como ciencia, fue concebida para ayudar a las sociedades humanas en su búsqueda de optimizar sus recursos, se convirtió, al poco tiempo, en la protagonista principal, con lo cual el ser humano quedó relegado a un carácter funcional y accesorio. Es decir, el hombre construyó al monstruo que lo aprisiona.

Hacer esta referencia no representa en absoluto una visión romántica. Por ello, quienes se oponen a la reforma porque, según sostienen, fomenta el desempleo, beneficia solo a los trabajadores y perjudica a los empresarios, solo dan muestras de una falta de crítica y de una nula lectura de la realidad. Incluso más, evidencian su devoción por un sistema que se basa en la explotación del hombre por el hombre.

Señor Presidente, no es posible referirse a la totalidad del proyecto debido a su extensión. No obstante, es imprescindible mencionar la incorporación del derecho de información específica para la negociación, que se encuentra contenido en su articulado y que se suma al derecho de requerir información por parte de los trabajadores. 

Asimismo, cabe destacar el establecimiento de un piso de negociación, el cual tiene por finalidad acercar las posiciones entre las demandas y la capacidad financiera de cada mediana y gran empresa, lo que minimizará la abismal separación entre el capital y el trabajo.

Otro de los principales avances de la reforma lo constituye la prohíbición de reemplazar a los trabajadores que se encuentren legítimamente ejerciendo su derecho a huelga, lo cual solucionará uno de los principales obstáculos que, hasta hoy, han tenido los trabajadores: no poder ejercer una presión real sobre sus empleadores por la vía extrema de paralizar las actividades. La futura normativa viene a consagrar la importancia del diálogo entre empleadores y trabajadores, lo que contribuye a minimizar la tensión dialéctica entre ambos.

Es necesario destacar los avances del proyecto de ley: reposiciona el carácter colectivo del trabajo, reconoce el rol de los trabajadores en la economía y avanza hacia la construcción de un sistema económico cuya principal función sea el bienestar de la comunidad y no la avidez de acumular de quienes se han enriquecido gracias al trabajo de otros; de quienes -peor aún- sabiendo que su riqueza es producto del esfuerzo conjunto y compartido, no reconocen el empeño de sus trabajadores y, muchas veces, los retribuyen con salarios no acordes más que a sus deseos de acumulación.

Por ello, buscamos construir una sociedad que reconozca y valore derechos, pues estimamos que la desigualdad, la acumulación económica y el burlar las perrogativas y el esfuerzo de los trabajadores no es expresión auténtica de una democracia real.

Las actuales condiciones de los trabajadores no son el reflejo de una democracia integral que tenga plena expresión en el mundo social. 

Por lo tanto, avanzar en otorgar a los trabajadores mejores oportunidades para su desarrollo, y avanzar con los trabajadores para mejorar la situación social de Chile, es construir una mejor democracia.

He dicho.

-Aplausos.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Quiero saludar y dar la bienvenida a la presidenta de la CUT, señora Bárbara Figueroa, quien se encuentra presente en las tribunas.

(Aplausos)

Tiene la palabra el diputado Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, no más de veinte diputados de la Nueva Mayo-
ría se encuentran en la Sala. Dicen representar a los trabajadores, pero menos de un tercio del total está defendiendo su proyecto. Es algo que me llama la atención; deberían estar aquí, defendiendo a los trabajadores que dicen defender.

(Manifestaciones en las tribunas)

Chile hoy no crea empleos y crece a menos de un tercio de lo que crecía. En 2014, el incremento del sueldo mínimo fue más bajo que el que se otorgó en los cinco años anteriores. Es una realidad; son hechos.

Menos del 15 por ciento de los trabajadores negocia colectivamente.

Las reformas que se han implementado cuentan mayoritariamente con el rechazo de la ciudadanía. Me refiero a las reformas tributaria y educacional. Hasta el cambio de horario cuenta con rechazo. Por supuesto, también la reforma laboral que se pretende implementar. ¿Por qué? Porque no se escucha a la gente. No pido que nos escuchen a nosotros como sector político, sino a la gente, la cual mayoritariamente no acepta las reformas. 

Lamentablemente, en el Congreso Nacional se está legislando para las minorías y no para las mayorías.

Les pido a quienes gobiernan que sean humildes, que reconozcan que no lo están haciendo bien, que no están escuchando a la gente. 

La reforma laboral tiene cero incentivos para la contratación de mujeres, de jóvenes, de personas con capacidades diferentes y de adultos mayores. Como sabemos, la reforma está contemplada en el programa de gobierno de la Presidenta de la República. En efecto, la Nueva Mayoría ganó la elección presidencial con el 64 por ciento. Así fue, pero hoy cuentan solo con 25 por ciento de apoyo ciudadano. 

Voy a explicar lo siguiente. Cuando la Nueva Mayoría asumió el gobierno contaba con legitimidad de origen, porque ganó el gobierno. Pero esa legitimidad de origen la perdieron. Hoy, no tienen legitimidad por desempeño. Por lo tanto, la ciudadanía clama por que escuchen a todos los sectores.

Este proyecto de reforma laboral es malo para Chile, es malo para los trabajadores y -lo peor- es malo para el gobierno, porque su popularidad seguirá bajando. Escuchen a la gente. Lamentablemente, se está legislando para las minorías y no para las mayorías. Los que están en las tribunas son minoría. Así es. A nivel nacional, son minoría. En Chile se debe legislar para las mayorías, no para las minorías. 

Por lo tanto, anuncio que vamos a votar en contra el proyecto.

(Manifestaciones en las tribunas)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Reitero a las personas que se encuentran en las tribunas que deben respetar el uso de la palabra de los señores diputados. El Reglamento de la Corporación considera el desalojo de las tribunas en caso de interrumpirse las intervenciones.

Como el proyecto es importante para los trabajadores, pido a los dirigentes sindicales que se hallan en las tribunas que respeten las intervenciones.

Puede continuar, señor diputado.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, reitero -lo he dicho en todos los tonos- que este diputado y la bancada de Renovación Nacional estarán disponibles para seguir dialogando a fin de construir un país entre todos. Pero el país debemos construirlo entre todos, no como hoy, en que unos pocos, lamentablemente, quieren legislar para favorecer a la minoría y no a la mayoría.

El gobierno debe escuchar a la gente y a todos los sectores políticos, y no solo llevar adelante su agenda. Es cierto que en su momento contaron con apoyo cuando ganaron legítimamente el gobierno, es decir, cuando contaban con legitimidad de origen; sin embargo, hoy han perdido la legitimidad de desempeño. 

Por lo tanto, anuncio que votaremos en contra el proyecto.

He dicho. 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, pido la palabra por un asunto de Reglamento.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, de acuerdo con el Reglamento, un diputado no puede referirse a las personas que se encuentran en las tribunas para provocarlas o insultarlas.

(Aplausos en las tribunas)

Si un diputado les dice a las personas que se encuentran en las tribunas que no constituyen nada ni representan a nadie, y que son una minoría, esas personas tienen todo el derecho del mundo a reclamar, porque estamos en un país democrático. Lo dicho constituye un agravio gratuito para los dirigentes sindicales.

Si alguien quiere ser respetado en el uso de la palabra, debe respetar a los demás.

El señor PAULSEN.- Pido la palabra por un punto de Reglamento.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Diego Paulsen.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, hay que ser muy carepalo para exigir respeto, sobre todo después de que el propio señor Aguiló levantó su brazo y su dedo en plena discusión de una reforma en la Cámara de Diputados. Pido que el señor diputado se retracte de sus dichos, ya que en su momento tuvo que pedir disculpas públicas luego de hacer lo que hizo.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que los ánimos se puedan caldear, porque no estamos en presencia de un proyecto menor. Han sido muchos años, muchas décadas de espera para contar con una legislación que dignifique, en primer lugar, la labor del trabajador y, en segundo lugar, la labor del sindicato. 

No quería responder cuestiones que se han dicho, que son francamente vergonzosas. Sin embargo, alguien ha querido justificar que en aquellos tiempos en que había una cesantía que superaba el 40 por ciento, se implementaron programas como el POJH, el PEM y otros. Y se pretende justificarlos con el argumento de que “no teníamos muchas cosas.”. Pero cómo íbamos a tenerlas, si no había libertad, no había democracia ni respeto por las personas, que era lo elemental. Por lo tanto, no hay que rasgar vestiduras ni defender lo indefendible. 

Los países desarrollados son lo que son porque sus trabajadores cuentan con empleos dignos y con sindicatos fuertes que pueden negociar y discutir a la par con los empleadores. 

Entiendo que Chile es el único país en el que el Congreso Nacional debe meterse en el salario mínimo. ¡Qué vergüenza! En el mundo entero los trabajadores y empresarios discuten sobre el salario. Además, en esos países no se niega información a los sindicatos y no se maltrata a los trabajadores. 

Quiero decir con mucha fuerza que muy pocos empresarios son buenos. Y hay sindicatos que son buenos. Como se dice, hay de todo en la viña del Señor. 
Pero lo que no resiste análisis es que continuemos con una norma laboral, con un Código del Trabajo que no dignifica al trabajador y a las instituciones.

Recuerdo la situación laboral que conocí de los países nórdicos y centroeuropeos, de la que nadie puede dudar. Uno, que provenía del Tercer Mundo, se quedaba con la boca abierta al ver la calidad de vida que tienen sus trabajadores, la calidad de sus sindicatos y los derechos de que gozan los trabajadores.

Sin embargo, en este hemiciclo se quiere justificar lo hecho en aquellos tiempos duros, difíciles para todo Chile, en los que todo se hizo a troche y moche. Además, aquellos que dicen que antes de eso no teníamos nada, olvidan que en el país había 1.800 empresas que en esos mismos tiempos difíciles pasaron a manos de algunos poquitos, que son los que rasgan vestiduras, aplauden y fueron a ver al señor que estuvo internado en la clínica en Londres.

Señor Presidente, esto no resiste más. Por lo tanto, si queremos dignificar el trabajo, si queremos que en Chile haya sindicatos dignos, fuertes y con capacidad de negociar, si queremos producir más y que el país progrese y tenga igualdad de condiciones, la única manera de lograrlo es teniendo leyes laborales para todos. 

¡Pasó el tiempo en que los poderosos fueron privilegiados y a manos llenas se adueñaron del país! ¡Ahora es el tiempo de los trabajadores!

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Karla 
Rubilar. 

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a la ministra del Trabajo, al subsecretario, a la exministra del Trabajo y a los dirigentes presentes en las tribunas.

(Aplausos)

Hoy vamos a hablar de la reforma laboral y, en particular, de la reforma a la negociación colectiva. Efectivamente, el gobierno tiene razón cuando señala que Chile es uno de los países donde hay menos negociación colectiva. Ese es un hecho cierto, como también es cierto que fue uno de los objetivos prioritarios del asesor de la dictadura: José Piñera.

Asimismo, es efectivo que en general en los países donde hay más negociación colectiva, la redistribución de la riqueza opera de mejor forma y la ciudadanía vive mejor. De hecho, en los estados benefactores escandinavos casi todos los trabajadores participan de este tipo de negociaciones. 

Sin embargo, la sola existencia de la negociación colectiva no lleva a un Estado solidario, a un bienestar laboral o a un bienestar general. Argentina es un buen ejemplo de ello. En ese país existen sindicatos muy fuertes, pero no necesariamente los trabajadores están mejor; en algunos casos sufren más carencias que los nuestros.

Por otra parte, tenemos claro que el no tener negociación colectiva o sindicalización tampoco es la solución, como aquí se dice. De hecho, somos el país que tiene menos negociación colectiva. Además, vemos el trato que muchas grandes empresas, como multitiendas, farmacias, entre otras, dan a sus trabajadores. 

Doy como ejemplo la situación de los trabajadores de la empresa Prosegur, que hoy cumple 42 días de huelga. Son seiscientos trabajadores en todo Chile, algunos de los cuales están pensando comenzar una huelga de hambre. Un trabajador con 29 años de servicio en Prosegur gana 420.000 pesos de sueldo líquido. Prosegur trabaja para los grandes bancos del país, que tienen utilidades millonarias. Si alguien piensa que el sistema funciona bien y no necesita cambios, Prosegur es el ejemplo claro de que está equivocado.

(Aplausos)

Dicho lo anterior, si bien el proyecto adolece de algunas fallas, creo que si pretendemos que nuestro desarrollo humano y laboral sea digno de una nación desarrollada, debemos dar un paso en este sentido. Reconozco que tengo reparos sobre algunos puntos respecto de las pequeñas y medianas empresas. Imagino que el Senado pondrá énfasis en esos temas. Por eso, me abstendré de votar a favor algunos artículos, no porque esté ciento por ciento en desacuerdo, sino porque creo que debe haber algunos cambios, sobre todo respecto de los pequeños emprendedores.

Efectivamente, algunos parlamentarios de la Alianza y de movimientos de centro muestran su preocupación por la manera en que la reforma afectará en las cifras macroeconómicas del país. Pero esa es una mirada en la que lo primordial es el desarrollo económico y en la que se prescinde, lamentablemente, del desarrollo humano. Si se prescindiera del desarrollo humano, podrían tener alguna razón sus críticas. Pero no puede importarnos solo el nivel del PIB que alcanzamos a fin de año. También debe preocuparnos la forma en que llegamos a él, si es que lo logramos, porque no puede ser que para alcanzarlo tengamos que afectar a algunos ciudadanos, generarlo a costa del resto o incluso matar de hambre a miles.

Debemos preguntarnos qué sociedad queremos, para determinar si vamos a votar a favor este proyecto. Asumo que vamos a tener efectivamente una baja en la inversión a corto plazo, pero estoy convencida de que a la larga permitirá mayor equidad en nuestra sociedad. 

Dejo en claro que no es la panacea, porque si efectivamente no avanzamos en mejorar temas como la salud, las universidades, las jubilaciones, la carga efectivamente se traspasará a las negociaciones colectivas, lo que afectará a las pymes. Hay responsabilidades que van más allá de las negociaciones colectivas, y en ellas debe poner su atención el gobierno.

También es cierto que se debe trabajar en mejorar la situación de los funcionarios públicos, a quienes no podemos excluir. Estamos hablando de trabajadores a honorarios y a contrata que tienen malas condiciones laborales, y también de las empresas del Estado. Por ejemplo, fui testigo de cómo en Correos de Chile se ocupaba, a diestro y siniestro, el famoso artículo 161 del Código del Trabajo. Esto no puede continuar y el gobierno también debe avanzar en esas materias, más allá de este proyecto de ley. Debe avanzar, por ejemplo, en términos de crear fuentes de trabajos para las mujeres, para los discapacitados y para los adultos mayores.

Soy una mujer que se define como de centro liberal. Soy creyente y no impongo mis creencias a los demás; pero un importante sector de este Parlamento se define como creyente per se y se ha manifestado en contra de esta reforma. 

Por eso, quiero terminar mi intervención con las palabras del padre Hurtado, quien señaló: “Es muy difícil para los asalariados discutir las condiciones de su trabajo, si cada uno individualmente ha de entenderse con el patrón o su representante. Para estar en un pie de menor desigualdad necesitan presentar colectivamente sus peticiones.”.

“¿No son necesarios los sindicatos?”, se preguntaba el padre Hurtado. Y agregó: “El día en que todos estos problemas estén solucionados, en que la sociedad tenga estructuras plenamente humanas, ese día dejarán de ser necesarios. Hoy día no solo son necesarios; son imprescindibles para el obrero.”. 

Por eso, votaré a favor el proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Informo a la Sala que se dieron las facilidades para que ingresaran los dirigentes sindicales que quisieron entrar, los cuales ya se encuentran en las tribunas.

Quiero apelar a la conciencia y a la responsabilidad de los dirigentes. Les ruego que no me obliguen a aplicar el Reglamento si se producen manifestaciones en las tribunas.

Vale la pena que mantengamos un debate con altura de miras, de respeto democrático, para que no sea necesario desalojar las tribunas, tal como lo contempla el Reglamento.

Reitero mi petición a quienes representan a los trabajadores.

Muchas gracias.

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, punto de Reglamento.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado José Manuel Edwards. 
El señor EDWARDS.- Señor Presidente, el artículo 55 del Reglamento señala las funciones del Presidente o del que haga sus veces. El número 5 de este artículo dispone: “Cuidar de la observancia de este reglamento...”. El número 8 establece: “Hacer despejar las tribunas cuando los asistentes a ellas falten al orden.”.

Además, el artículo 88 señala: “Queda estrictamente prohibido a las personas que concurran a las tribunas, realizar cualquier manifestación de aprobación o de desaprobación, durante la sesión.”. 

Hemos notado que usted ha tenido mucha laxitud en la forma de aplicar el Reglamento. Me encantaría saber el criterio que como Presidente va a aplicar de ahora en adelante, porque la idea es que sea igual en todas las sesiones, independientemente de la adhesión de las personas presentes en las tribunas. He visto que se ha intervenido a favor y en contra probablemente unas veinte, treinta o cuarenta veces. 

En consecuencia, señor Presidente, quiero que clarifique si existe garantía de que en el Parlamento se puede ejercer la democracia como corresponde. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, el Reglamento se ha aplicado estrictamente. Esta Mesa otorga las garantías, como se le ha dicho personalmente y también en reunión de los Comités.

Tiene la palabra el diputado Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a las señoras ministras, al señor subsecretario, a los dirigentes de los trabajadores y, de forma muy especial, a todos los chilenos que no tienen trabajo y a los que lo han perdido durante el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.

(Manifestaciones en las tribunas)

Señor Presidente, ¿cómo va a continuar la sesión? ¿Van a pifiar en cada intervención y usted va a hacer de cuenta que no pasa nada? 

Por favor, le pido que restituya el tiempo perdido por las interrupciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Señor diputado, se descontarán las interrupciones del tiempo que se le ha asignado.
El señor EDWARDS.- ¡Póngase los pantalones, señor Presidente!

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Silencio, diputado Edwards.

(Manifestaciones en las tribunas)

Lo llamo al orden por primera vez, diputado Edwards.

Un señor DIPUTADO.- Me parece que las palabras del diputado Edwards no corresponden al lenguaje de un parlamentario. Pido que, por favor, le llame la atención.

-Manifestaciones en las tribunas.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ruego silencio en las tribunas.

Continúa con el uso de la palabra el diputado Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, la primera pregunta que debemos hacernos es si queremos un Chile de cara o a espaldas de la ciudadanía. Nosotros queremos un Chile de cara a la ciudadanía, no como hemos visto esta mañana en esta Sala.

¿Qué queremos lograr?

En primer lugar, que haya más y mejores trabajos en materia laboral; en segundo lugar, que haya mejores condiciones y relaciones laborales, y en tercer lugar, que haya mejores sueldos para los trabajadores, fruto de buenas relaciones y de una mayor productividad que pueda mantenerse en el tiempo. 

Por consiguiente, uno se pregunta qué logra esta reforma laboral sobre esos tres puntos que mencioné, esto es más y mejores trabajos, mejores condiciones y relaciones laborales, mejores sueldos y mayor productividad. 

Cada vez que los gobiernos tienen que presentar una agenda laboral, deben preguntarse cuál es la realidad que enfrentan. ¿Cuál es la realidad que se ha enfrentado durante este primer año de gobierno? La realidad es que se han perdido trabajos, que menos chilenos quieren trabajar y que los sueldos de los chilenos no están aumentando. Ante esa realidad, el gobierno decidió presentar un proyecto, frente al cual debe tomar un camino.

A pesar de lo que está sucediendo con las familias de clase media, que tienen menos opciones de trabajo y cuyos sueldos no aumentan, el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet y de la Nueva Mayoría optó por una reforma focalizada en las relaciones laborales y en el mundo sindical, lo que muchas personas han llamado la reforma sindical.

Hay distintas formas de abordar esos temas. En nuestro gobierno decidimos hacer otra reforma laboral, la cual consistió en crear un millón de empleos y en hacer un aumento relevante de los sueldos.

(Manifestaciones en las tribunas)

A pesar de que a algunos pueda molestarles el diálogo democrático, espero que con el tiempo la ciudadanía evalúe cuál es la reforma laboral que prefiere y qué prioridades quiere hacia adelante.

Reitero, estamos convencidos de que la mejor reforma que se puede generar es buscar condiciones para dar más y mejores trabajos. 

Respecto de los contenidos, señalé que desde la UDI queremos más y mejores trabajos, mejores condiciones y relaciones laborales y mejores sueldos, fruto de la productividad y de las relaciones sustentables en el tiempo. 

Hemos llegado a la convicción de que este proyecto no va a ayudar a generar más y mejores trabajos ni a que el sueldo de los chilenos mejore. 

¿Qué queda? Las relaciones laborales.

Para abordar la situación de las relaciones laborales, esto es la forma en que se vinculan los trabajadores y los empleadores, hay distintos caminos. El gobierno ha establecido algunas medidas, como la titularidad sindical, la afiliación -obligatoria, en la práctica- a los sindicatos, el no reemplazo en huelga y otras medidas que, a nuestro juicio, pueden entenderse, pero que van a generar mayor conflictividad. 

¿Había otro camino para mejorar las relaciones laborales? Sí, estaba el informe de la Comisión de Trabajo y Equidad, en la Comisión Meller, que se convocó hace años para buscar formas de abordar esta materia. Los diputados de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social lo conocen y saben que en él se establecían mejores formas para desarrollar relaciones laborales entre los trabajadores y los empleadores, buscando más diálogo y menos conflicto. Esa idea se desechó en este proyecto y se tomó otro camino. 

Se nos ha preguntado qué opinamos sobre la titularidad sindical. Mi opinión respecto de ella es que no creo en los monopolios, porque son malos para Chile.

(Manifestaciones en las tribunas)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Pido silencio en las tribunas.

Se descontarán las interrupciones del tiempo asignado al diputado Silva.

Continúe con el uso de la palabra, señor diputado.

El señor SILVA.- Señor Presidente, es interesante observar cómo a algunos les puede molestar ver a la izquierda creando monopolios. Con la titularidad sindical se impedirá que los trabajadores dialoguen libremente, establezcan relaciones y sean parte de un beneficio; solo habrá monopolio.

No es bueno que la Presidenta Michelle Bachelet y la Nueva Mayoría creen, por ley, más monopolios, como esta relación de permitir que todas las negociaciones dependan del sindicato. Por el contrario, somos partidarios de mayor diversidad, de más libertad y de que existan distintos momentos en los que se puedan vincular trabajadores con empleadores. 

También creo que lo que el proyecto establece en términos de la afiliación a los sindicatos atenta contra la libertad de las personas, porque transforma dicha afiliación en algo obligatorio en los hechos. No queremos eso.

Finalmente, quiero señalar qué cosas nos gustaría que se desarrollaran en la reforma laboral, hoy y hacia adelante. Lo primero es la realidad de los jóvenes. Son demasiados los que no están trabajando y que necesitan hacerlo. Sin embargo, el gobierno no los considera, porque no son su prioridad. 

Segundo, muchas mujeres tienen la necesidad de trabajar, de incorporarse al mundo laboral y de compatibilizar su realidad. Eso no está considerado y no es importante en la propuesta del gobierno. 

Tercero, se requieren nuevas formas de inclusión, especialmente de los adultos mayores y de las personas con discapacidad que quieren y que necesitan trabajar. ¿En qué parte de la agenda laboral del gobierno está considerado? 

Espero que el gobierno aproveche el impulso de contar con nuevos ministros del Interior, de Hacienda y del Trabajo, para que reflexione sobre estas propuestas y para que las analice y revise en la discusión del proyecto en el Senado.

En segundo lugar, es importante que se escuche a la ciudadanía, que, semana a semana, le plantea al gobierno que tiene una visión muy crítica.

(Manifestaciones en las tribunas)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Silencio en las tribunas. Les reitero que deben tener respeto por las intervenciones de los señores diputados.

Se restituirá el tiempo descontado al diputado Ernesto Silva.

Continúa con la palabra, señor diputado.

El señor SILVA.- Señor Presidente, espero que el gobierno también pueda escuchar a la ciudadanía que todas las semanas le está diciendo que cada día conoce más su propuesta laboral y que cada día la rechaza más. Ese hecho debería hacer que el gobierno escuche a una sociedad que quiere mejorar y mirar hacia el futuro, que considere eso como algo valioso e introduzca los cambios que se requieren.

Por las razones expuestas, anuncio mi voto en contra de la reforma laboral del gobierno.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Iván Fuentes.

El señor FUENTES.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar a un hermano de la Patagonia, don Germán Andrade, presente en las tribunas y, a través de él, a todos los trabajadores de Chile, a los que se encuentran en cada rincón de nuestro país, donde se hace fuerza, se lucha, se lleva el sustento del hogar y está el primer eslabón de la cadena de los trabajadores de Chile.

(Aplausos)

¡Aquí estamos llamados nosotros, los parlamentarios, a dar un paso gigante para nuestro país!

¡Hemos avanzado a pulgadas en los derechos de los trabajadores de Chile! No se olviden de los trabajadores del asentamiento. Mi padre, el maestro Lucho Fuentes, trabajaba de sol a sol en el asentamiento. Mi hermana y yo, un cabro chico, le íbamos a dejar la vianda para que la calentara en un fogón. Lo veíamos llegar en la noche. Tenía tiempo para comer, sacar-


se las chalailas que, para que ustedes sepan, se hacen de neumáticos; lavarse los pies y acostarse a dormir rendido. ¿Para qué? Para darle un futuro a nuestro Chile. ¡Ahí están todos los trabajadores de nuestro país!

(Aplausos)

Entregaron su vida en la mina del carbón, en la agricultura, en el trabajo con el arado, en la planta pesquera. Hoy, las mujeres están trabajando en la recolección de frutas. En esa labor están mis hermanas en la Séptima Región. Así que tengo ganas de decir esto, así que tengo ganas de apoyar este proyecto, así que tengo ganas de seguir mejorando las labores que tienen que ver con el sustento.

(Aplausos)

No se trata de bondad, se trata de derechos. ¿Quién habla de bondad? Dios tiene bondad con nosotros y nos permite tener la naturaleza de este país. Dios tiene bondad con nosotros y así tenemos litio, cobre y una bendita tierra que nos da todo y no nos pide nada. ¡Es Dios quien tiene bondad con nosotros! ¿Y nosotros nos sentimos bondadosos? ¿De dónde aparecieron estos seres humanos que se sienten bondadosos porque tienen lucas? ¡Esa bendición la da Dios! Estamos en este mundo y vinimos a disfrutar. No todos vamos a tener lo mismo, no todos van a ser empresarios; pero cuando se habla de avanzar una pulgada por los trabajadores, algunos dicen que la economía se retrotrae o se cierra como una ostra. ¡Por favor! ¿Dónde está el futuro de nuestro país? ¡En el entendimiento! Ahí está el futuro de nuestro país. ¡En la voluntad! Ahí está el futuro de nuestro Chile.

¿Acaso nos vamos a pelear? Cuando los trabajadores piden una pulgada de beneficio, ¿los empresarios se van a disgustar? ¡Le ha ido bien a nuestro país, pero hemos repartido mal! No es posible seguir así. Hemos repartido muy mal. 

Están equivocados cuando dicen que Chile no es bien considerado afuera. Es muy bien considerado afuera, porque le ha ido bien. Tenemos buenas carreteras, nuestros vinos son premiados en Europa, nuestras frutas están en las mejores mesas, a nuestros empresarios les ha ido bien. Pero seguimos repartiendo mal. 

Cuando hoy queremos avanzar una pulgada para los trabajadores, ¿les vamos a decir que no? Yo les digo que sí, que voy a apoyar este proyecto con toda la fuerza de mi corazón.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Maya Fernández.

La señora FERNÁNDEZ (doña Maya).- Señor Presidente, quiero saludar a las trabajadoras, a los trabajadores y a sus dirigentes, que nos acompañan en las tribunas; a la ministra Ximena Rincón y al subsecretario Francisco Díaz.

(Aplausos)
El proyecto de reforma laboral que hoy votaremos satisface un antiguo anhelo de los trabajadores y de las trabajadoras de nuestro país.

El régimen laboral actual nació en la dictadura, y tenía por objeto establecer una relación laboral en que los derechos de los trabajadores quedaban mermados ante el poder del empleador. Con el plan laboral de 1979 se borraron las conquistas alcanzadas en una larga tradición de luchas sociales. Ese fue un acto ilegítimo que solo pudo ser llevado a cabo en un contexto de opresión y violencia.

Con el proyecto de ley en estudio se pretende avanzar en volver a otorgar legitimad a las relaciones laborales en nuestro país.

El objetivo del plan laboral era muy sencillo: desbalancear las relaciones laborales en favor del empresariado y en detrimento de los trabajadores. Era una necesidad imperiosa para implantar el modelo de desarrollo neoliberal, en el cual la maximización de las ganancias era el bien predominante y propósito único de las relaciones socioeconómicas. Otras dimensiones, como la convivencia en la empresa y la distribución de beneficios a los trabajadores, quedaron relegadas.

Hoy, como país, seguimos con una gran deuda con los trabajadores y con las trabajadoras. Actualmente, la relación laboral se encuentra desbalanceada. Es necesario volver a equilibrarla. Este es un proyecto moderado, que no implica una transformación brusca de las relaciones laborales y que solo constituye un avance en la búsqueda de un equilibrio más justo.

Quiero destacar uno de los aspectos de mayor relevancia que aborda el presente proyecto de ley, cual es la posibilidad de que la huelga sea un mecanismo efectivo de defensa de los intereses de los trabajadores.

Actualmente, cuando un sindicato realiza una huelga, esta no logra el cometido básico, que es la paralización de la actividad productiva, con lo que pierde toda su capacidad de presión.

Necesitamos que la huelga vuelva a ser una herramienta real y efectiva de los trabajadores chilenos. Los sectores empresariales quieren que la huelga no paralice la empresa; quieren una especie de huelga paternalista, en la que, arropados de comprensivos y tolerantes, no se vean afectados sus intereses. Ven en la huelga solo la manifestación pública de un descontento, pero eso constituye un sinsentido. ¿Qué sentido tiene la huelga si la empresa funciona y el dueño sigue ganado dinero? Justamente, la huelga debe implicar un costo para el trabajador que la lleva a cabo y para el empresario.

Otro de los argumentos más recurrentes para oponerse a la reforma laboral es que afecta-
ría el crecimiento económico.

La visión que está en la base de esa argumentación considera los derechos laborales como un lastre que afecta la posibilidad de crecimiento económico. Parte de la argumentación contra la reforma laboral se ha basado en esa idea. Esa visión corresponde a una manera de ver la sociedad desde una perspectiva economicista de tipo financiero-neoliberal, que concibe la vida social en función de la obtención de ganancias monetarias.

El crecimiento es importante porque genera riquezas, pero no asegura su distribución. Puede haber sociedades muy ricas desde el punto de vista financiero, pero muy pobres desde una perspectiva social.

El punto está en qué tipo de sociedad queremos y bajo qué criterios la queremos construir. Si continuamos construyendo la sociedad bajo los preceptos neoliberales, vamos a profundizar la injusticia y la desigualdad, lo que atentará contra el crecimiento.

Si bien esta reforma es un avance, quedan muchos temas pendientes. Uno de los más importantes es la posibilidad de negociar por rama. Dejar excluida a buena parte de la fuerza laboral de poder negociar sus condiciones laborales es algo que atenta contra el espíritu de la reforma, en el sentido de avanzar en mayores niveles de sindicalización y de distribución de la riqueza para lograr una sociedad más justa y equitativa.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo de la bancada de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, ayer hicimos un análisis general del proyecto y expresamos las razones por las cuales lo votaremos en contra.

Al escuchar los encendidos discursos de algunos parlamentarios del Partido Socialista y de la izquierda, surge la necesidad de recordarles que como están en el gobierno, tienen que hacerse cargo de que los empleos sin contrato y de mala calidad han aumentado al doble, los empleos sin cotizaciones sociales aumentaron en cuatro veces, el desempleo es más alto y la desigualdad ha aumentado. Quienes más hablan en contra de la desigualdad no ha sido capaces de reducirla ni en una décima.

Ellos mismos votaron un reajuste al sector público entre aplausos, el primero que ha discutido el Congreso Nacional que ni siquiera alcanzó el IPC en términos reales. Se han quedado afónicos exigiendo un piso del IPC en la negociación colectiva; sin embargo, repito, el año pasado votaron un reajuste para el sector público en forma unánime que ni siquiera alcanzó el IPC.

 Señor Presidente, las palabras y los discursos aceptan todo, pero que se hagan cargo de esa incoherencia.

Quiero rescatar tres puntos del proyecto de ley que me preocupan y que espero que se corrijan en el Senado.

En primer lugar, si en verdad queremos un sindicalismo potente, fuerte y auténtico, hay tres normas respecto de las cuales el gobierno debe explicar por qué cambió de opinión.

Ni a la CUT ni a ningún sindicato les conviene que dirigentes o agrupaciones sindicales sin representatividad tomen las decisiones.

El gobierno estimó fundamental terminar con el abuso del fuero obtenido mediante la “bicicleta” de la renuncia de los dirigentes sindicales; sin embargo, cambió de postura y, mágicamente, no hace nada al respecto.

En segundo lugar, la huelga debe ser pacífica, algo evidente para empresarios y para trabajadores. Lo contrario siempre será una práctica antisindical.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Pido a los asistentes a las tribunas que guarden silencio para que el debate se lleve de manera respetuosa. Como dirigentes sindicales, los conmino a mantener respeto.

Continúe con el uso de la palabra, señor diputado.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- El gobierno nos dijo hace cinco meses que es clave que el proyecto de reforma laboral sancione la violencia en las huelgas, que los dirigentes sindicales no abusen del fuero y que es necesario terminar con los sindicatos de papel, a través del mal uso del llamado “sindicato del día después”. El gobierno subrayó estas tres cosas con fuerza; pero hoy se desdijo de las tres, se dio una vuelta de carnero absolutamente inaceptable.

Por consiguiente, si estamos por un sindicalismo en serio, con sindicatos realmente representativos, con los dirigentes que sean fiel reflejo de las necesidades de los trabajadores, no aceptemos el abuso o el mal uso de ninguna prerrogativa. Queremos un sindicalismo de verdad. Sin embargo, aquí consolidamos tres normas que solo servirán para abusar.

No me gustaría que el día de mañana la directiva de la Central Unitaria de Trabajadores sea elegida por sindicatos truchos, sin representatividad.

(Manifestaciones en las tribunas)

Limpiemos, saquemos del mapa a todos los sindicatos que no son de verdad, que se crean para cometer fraude.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- La alternativa es que los ocupantes de las tribunas respeten las intervenciones aunque no estén de acuerdo, o, de lo contrario, los haré desalojar.

Señor diputado, se ha descontado el tiempo correspondiente.

Continúe con su intervención. 

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- La defensa del verdadero sindicalismo y del verdadero dirigente sindical jamás deberá implicar la justificación de los fraudes en el uso del fuero y en la constitución de sindicatos; pero el gobierno, al omitir tales normas, justifica el uso fraudulento de esas prerrogativas.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear una cuestión reglamentaria.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¿Qué artículo del Reglamento va a invocar, señor diputado?

El señor AGUILÓ.- El artículo 214, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, pido formalmente que los diputados que han recibido aportes reservados de las grandes empresas se abstengan de hacer uso de la palabra.

El señor Nicolás Monckeberg ha abusado...

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo de la bancada Independiente, tiene la palabra el diputado señor Vlado Mirosevic.

El señor MIROSEVIC.- Señor Presidente, al menos está entretenida la cosa.

Señor Presidente, soy liberal, pero no neoliberal.

(Aplausos)

José Piñera no era liberal. ¿A dónde la vieron? Por favor, no lo llamemos liberal, es un error. Liberales fueron José Victorino Lastarria, Francisco Bilbao; pero no José Piñera, quien es un neoliberal que introdujo un Código Laboral en el que el ser humano es visto como una mercancía y no como un fin en sí mismo, cuestión fundamental para los liberales.

El liberalismo siempre ha sido humanista; que se sepa, el liberalismo siempre fue democrático. Si no lo creen, pregúntenle a Francisco Bilbao.

Algunos somos pro mercado, como yo; pero no pro empresa, distinción que se debe hacer en este hemiciclo.

Algunos defienden aquí a las empresas en particular, pero no al mercado, porque no están de acuerdo con la libre competencia o con la transparencia del mercado. Y ahora dicen que están en contra de los monopolios. Además, se han llevado el mercado para la casa. Si no lo creen, preguntémosles por la ley de pesca.

(Aplausos)

Por eso, votaré a favor el proyecto de ley en general, pero rechazaré las normas que tengan letra chica.

He dicho.

-Aplausos.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear una cuestión reglamentaria.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- ¿Qué artículo invoca, señor diputado?

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, invoco el mismo artículo del Reglamento que señaló el señor Aguiló, con el objeto de que se inhabiliten de votar todos los diputados que tengan familiares ganando sueldos millonarios en el aparato estatal y que no han sido capaces de trabajar un segundo de su vida fuera de él.

He dicho.

-Aplausos.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a los dirigentes sindicales que nos acompañan en las tribunas y a los ministros y ministras que están en el hemiciclo.

He escuchado con atención el debate suscitado en esta sesión, pero cuesta entender que a estas alturas del siglo XXI los colegas de la derecha sigan defendiendo la reforma laboral de Piñera, estampada en el decreto ley N° 2.200. Cuesta creer que sostengan que lo que allí se plasmó era mantener el principio de la libertad. Cuesta entender que no se den cuenta de que lo único que está haciendo el gobierno a través del proyecto de ley en debate, es lograr relaciones más equilibradas y más justas entre trabajadores y empresarios, que les permitan buscar el bien común al interior de las empresas. Cuesta entender que los colegas de la derecha crean que la opinión que vale es única y exclusivamente la del empleador. No he escuchado ningún argumento en contra de la filosofía del proyecto de ley, pero sí muchos en contra del principio de la igualdad, de la equidad, de la eficiencia y de la productividad. ¡En esos ámbitos queremos avanzar!
Me habría encantado -tal vez todavía hay tiempo- que los dirigentes sindicales que nos acompañan hubiesen invitado a los parlamentarios a salir a la calle.

¿Cuál es la manera de que el Congreso salga a la calle? Se nos hace presente que todos tenemos la misma representatividad. ¡Es cierto! Pero los colegas de derecha no dicen a la gente cómo votan. 

Por eso, sería bueno que, a través de las organizaciones sociales y gremiales, nos invitaran en nuestros respectivos distritos a debatir con los colegas de derecha para conocer por qué ellos creen que es bueno para el país que no se avance en equidad social. ¿Por qué creen que es bueno para el país mantener los conceptos del decreto ley N° 2.200?

No conozco a ningún trabajador del país que no quiera que su empresa se desarrolle y progrese. Pero digamos las cosas como son: cuando enfrentamos huelgas que se prolongan por más de 42 días, como en Prosegur, es porque el empresario está convencido de que podrá doblar la mano a los trabajadores. ¡Esa es la presión que ejercen, porque hoy no existen instrumentos que permitan mantener una relación de equilibrio que mejore la productividad; pero, sobre todo, que mejore la condición de nuestros trabajadores!

Por eso es bueno que discutamos estos temas con los parlamentarios de derecha en cada uno de los distritos; es bueno que la gente sepa qué se está votando hoy en la Sala; es bueno que la gente sepa que cuando el gobierno de la Presidenta Bachelet quiere avanzar en un proyecto que beneficia a los trabajadores, la derecha política lo votará en contra. ¡Hay que tener presente eso!

Vamos a ser capaces de avanzar en esta materia, pero no me gusta que los colegas de la derecha digan que esto se mejorará en el Senado. Espero que los senadores sean capaces de mantener también el compromiso para que tengamos en el país una legislación laboral más justa y equitativa, que vaya en beneficio de las empresas; pero, en particular, de los trabajadores.

Por esas razones, votaré a favor el proyecto de ley.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Fuenzalida.

El señor FUENZALIDA.- Señor Presidente, ayer escuché la profecía de que los sindicatos se van a fortalecer con esta futura ley. Esa profecía se va a cumplir de todas maneras con ella, pero se va a cumplir de manera forzada.

No puedo entender ni creer que en pleno siglo XXI todavía estemos obligando a los trabajadores a afiliarse a sindicatos, porque todo lo que implica forzar nuestra voluntad está viciado.

No me explico cómo estamos obligando a los trabajadores a pertenecer a un sindicato si quieren gozar de los beneficios económicos obtenidos en una negociación colectiva. Por la forma como lo dispone el proyecto, no se afiliarán voluntariamente a un sindicato. ¡Digamos las cosas como son! Muchos trabajadores no pertenecen a un sindicato porque no les dan confianza. Así como la gente no confía en los políticos, tampoco confía en los sindicatos, y por eso no se afilian. ¡Con el proyecto de reforma laboral los estamos obligando a afiliarse!

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Silencio en las tribunas, por favor.

El señor FUENZALIDA.- Señor Presidente, la iniciativa es antidemocrática y dictatorial. Me impresiona cómo la izquierda defiende el proyecto de ley con dientes y uñas con el argumento de que mejorará la equidad y no generará más desempleo.

Entiendo la postura del Partido Comunista, ya que le encanta obligar a la gente a hacer determinadas cosas. Incluso, recordemos que levantaron murallas en los países comunistas para que la gente no escapara de ellos.

Aclaremos que la iniciativa afecta a empresas privadas, no a empresas públicas. Entonces, cuando despachamos iniciativas que se convierten en leyes, determinamos las variables económicas con las que las empresas toman sus decisiones. ¡No podemos obligarlas por ley a tomar ciertas decisiones!

Ahora bien, cuando decimos que también vamos a incluir en esta negociación colectiva a los trabajadores con contrato de aprendiz, lo que estamos haciendo es subir el costo del contrato de aprendiz. En consecuencia, todos los jóvenes menores de 21 años no serán contratados como aprendices, pues se preferirá emplear a personas con mayor experiencia. Además, lo único que lograremos en el caso de los contratados por faena o por obra que también se incluyen en la negociación colectiva, es que se contrate a obreros por especialidad, que trabajen en determinadas faenas y que se muevan por obras.

En el fondo, lo que estamos haciendo es subir los costos laborales a los contratos de aprendiz y por faena.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Recuerdo a las personas que ocupan las tribunas que el debate del proyecto continuará en la sesión de esta tarde.

Asimismo, les solicito guardar el debido respeto y silencio para escuchar las intervenciones de los señores diputados, con el objeto de no obligar a la Mesa a desalojar las tribunas por esa demostración de intolerancia.

Señor diputado, puede continuar con el uso de la palabra.

El señor FUENZALIDA.- Señor Presidente, reitero, con el proyecto se sube el costo laboral a numerosos contratos, por lo que vamos a dejar fuera del mercado laboral a mucha gente.

Me hubiese encantado que en el proyecto se incluyeran incentivos para los jóvenes que están fuera del mercado laboral; que se establecieran contratos de tiempo parcial, que se incorporara una política pública de salas cuna para que las mujeres se incorporaran con mayor fuerza al mercado laboral, pero no hay nada de eso en esta reforma.

Esta discusión ya se produjo en muchos países en la década del 80, cuando se debatió si la maximización del empleo se lograba de manera mejor a través de negociaciones individuales o mediante negociaciones colectivas. En la mayoría de los países -los economistas han escrito sobre el tema- se estableció que la mejor forma de maximizar el empleo era a través de la negociación individual y no mediante la negociación colectiva, por una sencilla razón que la economía ya tiene determinada: efectivamente, los salarios reales van a subir en una primera etapa, porque se trata de negociaciones colectivas, que son negociaciones macro; pero, obviamente, las empresas van a traspasar ese costo al precio del producto o servicio que otorga, lo que afectará el consumo y, por ende, perjudicará la productividad, lo que, a su vez, generará mayor desempleo, porque le estamos subiendo el costo al insumo del trabajo. Eso es básico.

A muchos diputados les encanta proclamar discursos populares y demagógicos, como los muchos que hemos escuchado desde ayer, los que han sido respaldados por la barra de las tribunas; pero es necesario precisarles que anualmente habrá cerca de 9.000 empleos menos. En consecuencia, los parlamentarios que hoy votarán a favor el proyecto serán responsables de ese desempleo y tendrán que dar explicaciones en sus respectivos distritos. 

No estamos defendiendo la reforma laboral de José Piñera, lo que estamos debatiendo es la reforma sindical que promueve el gobierno y que está siendo respaldada por una minoría. 

Por lo tanto, votaremos en contra el proyecto de ley. Espero que en el Senado prime la cordura, para que no tengamos que ver que nuestra economía no crece y que el desempleo es mayor cada año.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Sergio Espejo.

El señor ESPEJO.- Señor Presidente, hay momentos en la historia de los países en los que tenemos la oportunidad de definir la forma en que nos vamos a relacionar unos con otros, el trato que nos debemos, los derechos y obligaciones que nacen de esas consideraciones. Este es uno de esos momentos. 

No puedo entender las relaciones laborales, las del mundo sindical, las que existen entre los trabajadores y los empleadores como relación de confrontación. Estoy convencido de que, como país, tenemos la posibilidad de establecer esas relaciones en condiciones de simetría de poder, en el marco de una relación justa y mediante el diálogo que nos permita hacernos cargo precisamente de todo lo que se ha planteado en esta Sala respecto de esta materia. 

Chile tiene que crecer económicamente, ya que si no lo hace, el empleo se verá afectado. Si los trabajadores y los empleadores se embarcan en una relación antagónica, es imposible que generemos empresas más competitivas, que mejoren las condiciones de trabajo y que logremos que al país le vaya bien. 

Pero no podemos quedarnos satisfechos solo con decir palabras de buena crianza, si no somos capaces de establecer en propiedad los derechos que corresponden a los trabajadores organizados. Lo que ha ocurrido sistemáticamente en nuestro país es que esos derechos y esa forma de entender el rol de los trabajadores han sido sistemáticamente dejados de lado o postergados; han perdido su valor.

Quiero ver, como ocurrió en los primeros años tras la vuelta a la democracia, al presidente de la Central Unitaria de Trabajadores y a los principales líderes sindicales sentados en la misma mesa con los ministros de Hacienda y del Trabajo, y con los principales líderes del empresariado, para discutir sobre el salario mínimo o sobre las condiciones laborales, porque Chile no tendrá futuro ni vamos a tener un espacio para quienes más lo necesitan, si no somos capaces de generar ese tipo de conversaciones o de diálogos para avanzar, no para el gatopardismo. 

Los democratacristianos apoyaremos esta reforma laboral y lo haremos teniendo muy fresco en nuestra mente el recuerdo de grandes líderes como Manuel Bustos y María Rozas.

(Aplausos)

Lo haremos con la más profunda convicción de que en el momento en que haya que elegir, accederán a ese derecho quienes estén ubicados en el lado más débil, quienes no han visto respetados sus derechos, quienes no tienen la capacidad de plantarse en condiciones de igualdad ante los titulares del capital.

Como bancada de la Democracia Cristiana, votaremos favorablemente la reforma laboral, que, más que emparejar la cancha, comienza a construir un nuevo Chile.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo restante de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en los cinco minutos que mi bancada me concedió ayer, traté de explicar claramente cómo el empresariado trató de formar la imagen de que el proyecto era pro sindical y de que iba en contra de la economía del país.

Lo que quiero explicar ahora en tres minutos se refiere a la discusión de cuatro artículos que tuvimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados. También quiero demostrar la distorsión comunicacional con que se ha tratado la reforma laboral. 

En los artículos 395, 398 y 399 del nuevo Libro IV del Código del Trabajo se establecen reglas especiales en materia de arbitraje, cuyo financiamiento, como señala la primera norma citada, será con cargo al fisco para las pequeñas empresas, pago que realizará la Dirección del Trabajo. Es decir, es mentira que estemos perjudicando a las medianas, pequeñas o microempresas. En cambio, las grandes empresas -se considera como tales a las que tienen más de doscientos trabajadores- tendrán que pagar la parte que les corresponda. 

En segundo lugar, en el artículo 398, que establece las reglas generales, se dispone que a la Dirección del Trabajo le corresponderá revisar el cumplimiento y mantención de los requisitos de quienes postulen a incorporarse en el Registro Nacional de Árbitros y pagar los honorarios correspondientes a las remuneraciones de los integrantes del Tribunal Arbitral. Vale decir, nuestros trabajadores, si llegan al arbitraje, tendrán un contrato del árbitro respectivo y lo va a pagar el Estado de Chile. 

Aunque existe el programa Escuela de Formación Sindical, ahora creamos el Fondo de Formación Sindical y de Relaciones Laborales Colaborativas, el que estará constituido por el aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos, las multas pagadas por prácticas desleales y antisindicales, las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, a través de la Subsecretaría del Trabajo, con beneficio del inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos. También se consideran los aportes que se reciban por vía de cooperación internacional, a cualquier título, y los demás recursos que se perciban por otros conceptos.

Vale decir, estamos en el camino correcto para hacer justicia social; trabajamos por la igualdad y por la no discriminación.

Por eso, aprobaremos el proyecto de ley con mucha fuerza.

He dicho.

-Aplausos.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el tiempo restante de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, por su intermedio saludo a la ministra y al subsecretario del Trabajo, y a los dirigentes; pero, sobre todo, a las personas que hoy están sin trabajo, a quienes aparentemente manifiestan ante el INE que ya ni siquiera tienen ganas de buscar pega, porque el país no está bien.

Nuevamente, nos encontramos ante una reforma ideológica impulsada por el Partido Comunista y sus dirigentes, que cuenta con el 5 por ciento de apoyo de parlamentarios.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Reiteramos, ¡silencio en las tribunas!

Señor diputado, puede continuar.

El señor COLOMA.- Gracias, Señor Presidente.

Espero que después no vayan a comer langostas, como lo hicieron un 21 de Mayo.

Esta reforma ideológica, aprobada y liderada por el Partido Comunista,…

(Manifestaciones en las tribunas)

¡Señor Presidente, pido respeto para intervenir!

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Se le descontará el tiempo al diputado señor Coloma.

Señor diputado, puede continuar.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ahora quizás no irán a comer langostas, sino que tratarán de arreglar los más de veinte juicios laborales que tiene la CUT. ¡Los grandes defensores de los trabajadores tienen más de veinte juicios laborales en cobranza! Incluso, han sufrido embargos de sus cuentas. 

Vamos al fondo.

No hay que olvidar que la CUT representa solo al 3,5 por ciento de los trabajadores privados en Chile y, sobre todo, no hay que olvidar que esta reforma excluye al 70 por ciento de los trabajadores de Chile, entre otros, a los trabajadores por cuenta propia, a quienes trabajan en las medianas, pequeñas y microempresas.

Además, esta reforma ha ido perdiendo el apoyo de la gente, ya que cuando se anunció tenía una aprobación del 41 por ciento y hoy es solo del 28 por ciento. ¡Cada vez tiene menos apoyo! Cuando se inició la reforma tenía un rechazo del 30 por ciento, hoy es del 50 por ciento.

 Estos porcentajes reflejan que la gente quiere reformas pro empleo, no quiere reformas pro sindicatos; que la gente no quiere que los sindicatos tengan la titularidad y terminen manejando todo el dinero y los beneficios. La gente quiere ver los beneficios.

(Manifestaciones en las tribunas)

Señor Presidente, parece que vamos a tener que quedarnos callados hasta que se vayan todas las personas que ocupan las tribunas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Puede continuar, señor diputado.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, espero que quienes hablan de tolerancia, sean tolerantes; que quienes hablan de prudencia, sean prudentes. Lo señalo, porque los mismos que hacen un discurso en un sentido, se contradicen en otro.

Para terminar, quiero decir que votaré en contra el proyecto de ley, porque no aborda el empleo y solo busca proteger a los sindicatos, en circunstancias de que durante años han logrado representar solo al 3,5 por ciento de los trabajadores del sector privado. Ahora, se quiere establecer por ley que representen a más trabajadores, no por las capacidades propias de los dirigentes sindicales.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.04 horas. 

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S. E. la Presidenta de la República por el cual da inicio a la tramitación del proyecto que “Crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala”. (boletín N° 10126-15)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley que tiene por objeto modificar el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, de 1964, y del decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas; y el decreto N°900, de 1996, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas.

I. 
ANTECEDENTES GENERALES.

Hace ya dos décadas el Estado chileno inició un ambicioso programa de concesiones de infraestructura, el cual, a través de la asociación público-privada, ha contribuido a disminuir significativamente la brecha existente entre necesidades y disponibilidad de infraestructura. Este sistema ha logrado una fuerte inversión nacional y extranjera, que en 20 años de funcionamiento ha significado un compromiso por más de 19.000 millones de dólares, de los cuales casi 15.000 millones de dólares ya han sido materializados. En la actualidad existen 64 proyectos concesionados vigentes y una ambiciosa cartera de proyectos en marcha, en distintas fases de desarrollo, que considera llamar a licitación proyectos por más de 13.000 millones de dólares al 2020. Es particularmente notorio el desarrollo que ha significado para el país la construcción de carreteras urbanas e interurbanas, que ha mejorado sustancialmente la conectividad del sistema vial en el país, además de la provisión de una red aeroportuaria de un alto estándar y edificación pública de gran calidad. 

Este mecanismo reviste gran relevancia dado que permite al Estado focalizar sus recursos en aquellos proyectos de mayor rentabilidad social, como caminos básicos o agua potable rural, delegando en la asociación público-privada el desarrollo de grandes obras de infraestructura, e impulsando beneficios de eficiencia en la provisión y mantención de sus obras. De esta forma, el mecanismo de concesiones pasó a constituir una política de Estado avalada transversalmente, la que ha contado con un marco legal que se ha ido perfeccionando en el tiempo. Sin embargo, la Ley de Concesiones no regula los aspectos orgánicos relativos al marco institucional del servicio encargado de desarrollar el sistema de concesiones. En la práctica, el acelerado crecimiento de esta actividad ha llevado a alcanzar, en un corto período de tiempo, importantes resultados en materia de provisión de infraestructura en nuestro país. No obstante, dicho crecimiento no se ha reflejado en el desarrollo y formalización necesarios de la institucionalidad responsable de la materia. 

Para implementar el programa de concesiones de manera ágil y flexible, surgió dentro del Ministerio de Obras Públicas la Coordinación General de Concesiones, actualmente Coordinación de Concesiones de Obras Públicas (CCOP), como una unidad administrativa funcional dependiente de la Dirección General de Obras Públicas (DGOP), con la finalidad de ser el organismo técnico encargado de ejecutar los procesos asociados a las concesiones, siendo responsable de, entre otras cosas, articular la generación y el diseño de proyectos susceptibles de operar bajo esta modalidad, llevar a cabo los procesos de licitación, y realizar el seguimiento de las distintas instancias de desarrollo de los proyectos ya concesionados, es decir, la gestión contractual tanto en la etapa de construcción como en la de explotación. Esta situación significa que, en la práctica, es el Director General de Obras Públicas quien sanciona todos los actos administrativos de la CCOP y sobre quien recaen las decisiones. 

La experiencia acumulada permite proponer los cambios institucionales para migrar desde una mirada de corto plazo a una de mediano y largo plazo, la que fue recogida en el Programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, y refrendado en su mensaje presidencial del 21 de mayo de 2014. El Ministerio de Obras Públicas se encuentra abocado en sacar adelante una ambiciosa y novedosa cartera de proyectos, por lo que el diseño de la nueva orgánica institucional y su implementación deben realizarse con la adecuada planificación, en cuanto a plazos y recursos, de manera de no afectar la ruta crítica para el éxito en la adjudicación y posterior ejecución de la nueva cartera ni a los proyectos actualmente en construcción y/o ejecución.

En concreto, los distintos cuerpos legales ya aludidos requieren abordar de manera sistémica y coordinada los nuevos retos de gobierno corporativo, junto a los desafíos relativos a la planificación de mediano y largo plazo, la transparencia y la probidad. Ello se manifiesta en distintas iniciativas. En lo principal, este proyecto de ley crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. De igual forma, se obliga al Ministerio a tener una planificación permanente con un horizonte a cinco años. 

Dentro de los lineamientos para este trabajo de fortalecimiento institucional, se encuentran la implementación de una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos para la nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización. Destacan las siguientes metas de fortalecimiento a la gestión:

1) Planificación permanente de mediano y largo plazo con horizonte a 5 años.

2) Fortalecimiento del modelo de gestión y fiscalización de los proyectos.

3) Perfeccionamiento del modelo de desarrollo y aprobación de nuevos proyectos, así como de renegociaciones de concesiones en etapas de construcción y de explotación.

4) Profundización de las capacidades para el análisis y estructuración financiera de los proyectos, desarrollando las funciones de estudio, monitoreo y evaluación del sistema de concesiones.

5) Fortalecimiento de la promoción del mecanismo y la cartera de proyectos entre inversionistas y financistas, nacionales y extranjeros.

6) Implementación de sistemas tecnológicos para la gestión interna y para la entrega de información a la ciudadanía sobre las obras concesionadas. En esa línea, se creará una plataforma que comunique las tarifas y/o las condiciones de uso de obras concesionadas a los usuarios. 

7) Profundización de la coordinación con otros organismos públicos, tanto aquellos vinculados al proceso de desarrollo de proyectos, como con los mandantes de una obra concesionada.

8) Desarrollo de mecanismos que permitan incorporar la participación de la ciudadanía en etapas tempranas del desarrollo de los proyectos.

9) Determinación de estándares de servicio y derechos de usuarios.

II. OBJETIVOS PRINCIPALES DEL PROYECTO

Ante todo, el proyecto de ley que someto a vuestra consideración tiene como objeto crear la “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas”, incorporándola dentro de la estructura formal del Ministerio de Obras Públicas. 

Del mismo modo, persigue adecuar y modificar algunos aspectos de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, ampliando las atribuciones del panel técnico.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

El presente proyecto de ley considera los siguientes aspectos:

1. Institucionalidad Orgánica

Se considera que lo más apropiado es la creación de un servicio centralizado, que adopta la categoría de Dirección General al interior del Ministerio de Obras Públicas, a cargo de un Director General, funcionario que será nombrado por el Presidente de la República y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas. 

2. Funciones y atribuciones de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas (DGCOP)

Para el fortalecimiento de los procesos de negocio asociados a las concesiones, se plantea que la institucionalidad orgánica recoja las buenas prácticas y procesos de la experiencia de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, alojando en la DGCOP las funciones y atribuciones que permitan desarrollar todo el proceso de la infraestructura concesionada, desde la evaluación de la idea hasta el término de la fase de explotación. Destacan, dentro de las funciones y atribuciones específicas de la DGCOP, la promoción de la inversión en obras concesionadas, la estructuración financiera de los proyectos, el desarrollo y licitación de los proyectos, y la fiscalización del cumplimiento de los contratos en las etapas de construcción y explotación. A su vez, se requiere desarrollar mecanismos que permitan incorporar la participación de la ciudadanía en etapas tempranas del desarrollo de los proyectos.

3. Régimen del Personal

La creación de una Dirección General como servicio centralizado considera dotar a este órgano de una planta de personal regida por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos establecida en el decreto ley N° 249, de 1974. La propuesta considera que, una vez aprobada la presente iniciativa, el Presidente de la República fijará la estructura y planta de dicho organismo mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, los que serán dictados dentro del plazo constitucional de un año. Se propone además que el personal actual de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas forme parte de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas manteniendo su actual nivel de remuneraciones. 

4. Adecuaciones de la Ley de Concesiones

El presente proyecto está abierto a considerar las recomendaciones realizadas por el informe emitido por la Comisión Asesora Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción en materia de concesiones. 

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, del siguiente modo:

1) Elimínase la letra g) del artículo 14, adecuando la ordenación de los restantes literales.

2) Intercálanse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87 de la presente ley, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el Decreto Supremo N° 900, de 1996, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un Servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, el que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, quien estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 de la presente ley y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta antes señalada, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad, podrá requerir a las demás Direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales, tanto en el ámbito legal como extrajudicial, a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su Reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también las demás leyes y reglamentos que le fuesen aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, para su aprobación, el Plan de Concesiones, con una proyección de 5 años de plazo. Este Plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el Ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87 de esta ley, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, así como contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87 de la presente ley. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando éstos deban llevarse a cabo en distintos Servicios de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su Reglamento y al contrato de concesión, como asimismo en las demás leyes y reglamentos que le fuesen aplicables. 

n) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas rendirá cuenta de su gestión en la Dirección General en el mes de abril de cada año, en audiencia pública.

En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados, las dificultades que se hubieren presentado y dará a conocer las actuaciones de la Dirección General que se realizarán durante el período siguiente.”.

Artículo 2°.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas dispuestas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 850 de 1998, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.

Asimismo, se remplaza, en el Decreto Supremo N° 900 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, según corresponda, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de concesiones de Obra Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.

Artículo 3°.-
Modifícase el artículo 36 del Decreto Supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 

1) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:

“Asimismo, tanto el Ministerio de Obras Públicas como las sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar al Panel Técnico consultas sobre las materias mencionadas anteriormente.”.

2) Intercálase en el inciso cuarto, entre las frases “discrepancias” y “que se produzcan”, la siguiente frase: “y consultas”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ésta. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas.

2) Disponer el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3) Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4) Determinar la fecha para la entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el numeral 1) de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Artículo segundo transitorio.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo tercero transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley 


de presupuestos del sector público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; ALBERTO UNDURRAGA VICUÑA, Ministro de Obras Públicas”.
Informe Financiero

Proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, y perfecciona el marco institucional del decreto N° 900, de 1996

Mensaje N° 369-363
I. Antecedentes.
Hace ya dos décadas, el Estado chileno comenzó un ambicioso programa de concesiones de infraestructura, el cual, a través de la asociación público-privada, ha contribuido a disminuir significativamente la brecha existente entre necesidades y disponibilidad de infraestructura.

Para implementar el programa de concesiones de manera ágil y flexibles, surgió, dentro del Ministerio de Obras Públicas, la Coordinación General de Concesiones, actualmente Coordinación de Concesiones de Obras Públicas (CCOP), como una unidad administrativa funcional, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas (DGOP).

La experiencia acumulada aconseja proponer cambios institucionales que permitan avanzar desde una mirada de corto plazo, a una de mediano y largo plazo; proceso que obliga a desarrollar el diseño de la nueva orgánica institucional, así como su implementación, con la adecuada planificación, en cuanto a plazos y recursos. en este contexto, además de la creación de una Dirección General como servicio centralizado, con una planta de personal regida por el Estatuto Administrativo y adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos, el proceso de Institucionalización requiere también del fortalecimiento de una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos de la nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización.
Para esos efectos se propone que, una vez aprobada la presente iniciativa, el Presidente de la República proceda a fijar la estructura y planta de dicho organismo mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, que serán dictados dentro del plazo constitucional de un año. asimismo, se propone que por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, se conforme el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, pudiendo al efecto formular las modificaciones presupuestarias que sean pertinentes.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Consecuentemente con lo que dispone la presente iniciatva, para los fines de conformar su estructura y planta de perseonal durante su primer año presupuestario, la implementación de esta Ley se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones. Para los años posteriores, el mayor gasto fiscal que pudiere representar su nueva estructura de cargos y dotación, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.
Adicionalmente, se plantea que en función del nivel de actividad del nuevo Servicio, en cuanto a sus labores de Análisis Financiero de las Concesiones y de Inspección Fiscal de las mismas, tanto en etapas de construcción como de explotación, se podrá incrementar la dotación hasta en 15 personas en el período 2015-2016, con un costo adicional anual estimado en $ 650 Millones, que se financiará con cargo a los recursos que se asignen en las respectivas leyes de presupuesto.

(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.

2. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 8265-07)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto que Fortalece el Ministerio Público. (boletín N° 8265-07).

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
3. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10007-15)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que Introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica. (boletín N° 10007-15)

Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el 


proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
4. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9973-11)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que Concede beneficios al personal de la atención primaria de salud. (boletín N° 9973-11).

Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
5. Oficio de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 7616-06)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de Probidad en la Función Pública. (boletín N° 7616-06)

Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el 


proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
6. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9890-08)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que Modifica la ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica. (boletín N° 9890-08).

Al mismo tiempo, y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
7. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 8132-26)
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que Modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas. (boletín N° 8132-26).
Dios guarde a V.E.,
(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”.
8. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10007-15)
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO

1) Para reemplazar en el literal a) de su numeral 1), la expresión “índice de precio por kilómetro”, por “índice de pasajeros por kilómetro”.

2) Para reemplazar su numeral 5) por el siguiente: 

“5) Intercálase en el artículo 18 entre la frase “30 unidades tributarias mensuales” y el punto seguido (.), la siguiente frase: “como base, más 20 unidades tributarias mensuales por cada sesión, con un tope total de 70 unidades tributarias mensuales, no pudiendo percibir en total más de 70 unidades tributarias mensuales, considerando la dieta proporcional al período y el pago por asistencia a sesiones”.”.

3) Para eliminar en el inciso cuarto que se incorpora por el numeral 6), el siguiente texto: “Para ello, se declaran de utilidad pública los bienes inmuebles necesarios para la ejecución, operación o instalación de terminales de buses e intermodales, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para ordenar las expropiaciones correspondientes, a solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO

4) Para reemplazar el numeral 1) por el siguiente: 

“1) Intercálase en el artículo 1°, entre la palabra “complementarios” y la frase “y servicios anexos”, la siguiente oración: “; y mediante buses o taxibuses, de cualquier tecnología, que presten servicios de transporte público de pasajeros en superficie;”. 
5) Para reemplazar el numeral 2) por el siguiente:

“2) Agrégase al artículo 2° el siguiente inciso tercero, nuevo:

“En el caso de transporte de superficie mediante buses u otros vehículos de cualquier tecnología, la sociedad podrá prestar los servicios de transporte público de pasajeros bajo un régimen de concesión de uso de vías de conformidad a la ley N° 18.696 u otra modalidad.”.”. 
AL ARTÍCULO CUARTO

6) Para eliminar en el literal a) del numeral 1), la siguiente expresión: “, tales como paradas y terminales”.

7) Para reemplazar el numeral 2), por el siguiente: 

“2) Reemplázase el artículo 3° sexies por el siguiente: 

“Artículo 3º sexies.- De los principios de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros. Los principios que inspiran la celebración y ejecución de los contratos de concesión en los casos indicados en el inciso segundo del artículo 3º o de las resoluciones que establezcan perímetros de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente, tendrán por finalidad satisfacer el interés público y deberán propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad y garantizarán la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.

La prestación de los servicios de transporte podrá comprender, asimismo, la contratación de los servicios complementarios para su operación que resulten necesarios para cumplir con dicha finalidad, tales como los servicios tecnológicos; de administración financiera; de asistencia operacional; de información y atención de usuarios; provisión de buses para que sean prestados por un tercero, entre otros. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complemen-tarios. Por su parte, los prestadores de servicios de transporte público remunerado de pasajeros podrán contratar los servicios complementarios a que se refiere el presente artículo, de conformidad a los requisitos y condiciones que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

8) Para intercalar en el inciso primero del artículo 3 nonies que se incorpora por el literal a) del numeral 4), entre la frase “prestación básica de los servicios” y la coma (,), la siguiente oración: “que operen en las zonas a que se refiere el literal i) del artículo 2° de la ley N° 20.378 o en las demás en que el sistema de transporte público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto se extienda, o se integre tarifaria o tecnológicamente con servicios de transporte público mayor cuyo origen esté en dichas comunas o regiones”. 

ARTÍCULO QUINTO, NUEVO

9) Para agregar el siguiente artículo quinto, nuevo:

“Artículo quinto.-
Intercálase en el inciso primero del artículo Cuarto transitorio de la ley N° 20.696, que Modifica la ley N° 20.378, que Crea un Subsidio Nacional al Transporte Público Remunerado de pasajeros, Incrementando los Recursos del Subsidio y Creando el Fondo de Apoyo Regional (FAR), entre la frase “respectiva zona,” y la frase “a procesos previos”, la siguiente frase: “rural o urbana,”. 

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; ANDRÉS GÓMEZ-LOBO ECHENIQUE, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones”.
Informe Financiero
Formula indicaciones al proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros modificando las disposiciones legales que indica

(boletín N° 10.007-15)

Mensaje N° 501-363
I. Antecedentes

Las presentes indicaciones, en sus números 1), 2) y 3), complementan y corrigen el Artículo Primero del proyecto de ley, siendo lo más relevante de éstas el precisar la intención del ejecutivo respecto del incremento de la dieta de los miembros del Panel Técnico, no de sus reemplazantes.

Del mismo modo, las indicaciones contenidas en los numerales 4) al 8), precisan la voluntad del Ejecutivo contenida en los Artículos Segundo y Cuarto, respectivamente, en relación a la posibilidad de que Metro S.A. pueda operar además de trenese, buses o taxibuses; eliminar la facultad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de expropiar los terrenos de los terminales de los buses de transporte público y, afinar los alcances, principios y facultades del mismo Ministerio respectivo de los servicios de transporte público y servicios complementarios.

Finalmente, en la indicación número 9), formulada al Artículo Quinto, se precisa el alcance respecto a las zonas en las que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá ejercer la facultad de convocar a procesos de negociación destinados a modificar las tarifas y, o estándares de servicio, con el objeto de incorporar los efectos de los recursos resultantes de aplicar el mecanismo de subsidio.
II. Efectos Financieros Fiscales

Analizadas las indicaciones, es posible señalar que éstas no implican costos adicionales a los reportados en el Informe Financiero N° 51, de fecha 20 de abril de 2015, que acompaña el inicio de la tramitación del proyecto de ley en comento.

(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos”.

9. Oficio de S. E. el Vicepresidente de la República. (boletín N° 10055-07)
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de reforma constitucional del rubro, a fin que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO ÚNICO

1) Para intercalar un nuevo numeral 2), nuevo, reordenándose la numeración correlativa de los siguientes:

“2) Agrégase, en la letra c) del número 2) del artículo 52, a continuación de la expresión “magistrados de los tribunales superiores de justicia” una coma (,) y, a continuación, la expresión: “los consejeros del Servicio Electoral”.”.

2) Para efectuar las siguientes modificaciones en el artículo 97 bis que propone su actual numeral 3), que pasa a ser 4):

a) Intercálase, en su primer inciso, a continuación de la frase “Servicio Electoral,” la expresión: “cuya dirección superior estará a cargo de un Consejo”.

b) Sustitúyese al inicio del inciso segundo la expresión “El” por “La organización, el”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero:

“Los miembros del Consejo del Servicio Electoral deberán someterse a un estatuto especial y reunir las calidades que señale la ley.”

d) Agrégase el siguiente inciso cuarto:

“El Servicio Electoral y los miembros de su Consejo estarán sometidos a las responsabilidades y controles que establezca la ley, sin perjuicio del control de sus actos por los tribunales, según corresponda.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): JORGE BURGOS VARELA Vicepresidente de la República; MAHMUD ALEUY PEÑA Y LILLO, Ministro del Interior y Seguridad Pública (S); RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; PATRICIA SILVA MELÉNDEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)”

10. Oficio del Senado. (boletín N° 8132-26)

“Valparaíso, 16 de junio de 2015.

Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, correspondiente al Boletín 
Nº 8132-26, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

Ha pasado a ser artículo primero, modificado en los siguientes términos:

-o-

Ha incorporado los siguientes números 1) y 2), nuevos:

“1) Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente inciso final:

“Deben también tender a la inclusión, como asimismo, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”.

2) Incorpórase, en el artículo 4°, el siguiente inciso segundo:

“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones realizados entre aquellas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.”.

-o-

Números 1), 2) y 3)

Han pasado a ser números 3), 4) y 5), respectivamente, sin modificaciones.

Número 4)

Ha pasado a ser número 6), reemplazado por el siguiente:

“6) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 13, el vocablo “diez” por “cinco”.”.

Número 5)

Ha pasado a ser número 7), modificándose el artículo 19 que contiene, del modo que sigue:

Inciso segundo

Ha reemplazado la frase “a la fecha de presentación de la solicitud respectiva”, por la siguiente: “al cierre del ejercicio precedente”.

Inciso sexto

Lo ha sustituido por el siguiente:

“Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.”.

-o-

Ha incorporado un número 8), nuevo, del siguiente tenor:

“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:

“Artículo 19 bis.- Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrán devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que las haga exigibles o procedentes. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que los causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.

La cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por sus socios a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.”.

-o-

Números 6) y 7)

Han pasado a ser números 9) y 10), respectivamente, sin modificaciones.

Número 8)

Ha pasado a ser número 11), con las siguientes enmiendas:

Letra b)

- Ha reemplazado su encabezamiento por el siguiente:

“b) Agréganse los siguientes incisos octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo:”.

-o-

- Ha incorporado, a continuación de los incisos octavo y noveno que este literal propone para el artículo 24, los siguientes incisos décimo, undécimo y duodécimo, nuevos:

 “Los órganos colegiados de las cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socios y socias. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.

Los trabajadores, tanto del sector público como del sector privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la ley Nº 19.296 para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.

-o-

Números 9) y 10)

Han pasado a ser números 12) y 13), respectivamente, sin modificaciones.

Número 11)

Lo ha eliminado.

Número 12)

Ha pasado a ser número 14), sin enmiendas.

-o-

Ha agregado un número 15), nuevo, del siguiente tenor:

“15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, la palabra inicial “Las”, por la locución “Para los efectos tributarios, las”.”.

-o-

Número 13)

Ha pasado a ser número 16), con las enmiendas que siguen:

-Ha modificado el inciso cuarto que propone para el artículo 38, del siguiente modo:

-Ha reemplazado, en su encabezamiento, la expresión “las que estarán obligadas a”, por la frase “las que podrán, por acuerdo de la Junta General de Socios,”.

-Ha sustituido, en la letra a), el punto y coma final (;), por un punto aparte (.).

-Ha reemplazado, en la letra b), la expresión “, y”, por un punto final (.).

-Ha suprimido la letra c).

-Ha sustituido el inciso sexto que sugiere para el artículo 38, por otro del siguiente tenor:

“En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios se podrá dar este tratamiento hasta al 100% del remanente del ejercicio.”.

-o-

-Ha incorporado como inciso final, nuevo, el siguiente:

“La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años contado desde la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.

-o-

Números 14) y 15)

Han pasado a ser números 17) y 18), respectivamente, sin modificaciones.

-o-

Ha consultado como números 19), 20) y 21), nuevos, los que se transcriben a continuación:

“19) Modifícase el artículo 54 del siguiente modo:

a) Reemplázase la referencia al “inciso segundo”, por otra al “inciso tercero”.

b) Suprímese la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.

20) Agrégase el siguiente artículo 54 bis:

“Artículo 54 bis.- Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.

Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio.”.

21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente”, por la siguiente: “en los artículos precedentes”.”.

-o-

Número 16)

Ha pasado a ser número 22), intercalándose, en la letra a) del artículo 58 que propone, a continuación del vocablo “impedir”, la palabra “arbitrariamente”.

Número 17)

Ha pasado a ser número 23), modificándose el artículo 58 bis que sugiere, de la siguiente manera:

-o-

- Ha contemplado como inciso tercero, nuevo, el siguiente:

“En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.”.

-o-

Inciso tercero

- Ha pasado a ser inciso cuarto, sustituido por el que sigue:

“Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.”.

Incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo

- Han pasado a ser incisos quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo, respectivamente, sin enmiendas.

Números 18), 19) y 20)

Han pasado a ser números 24), 25) y 26), respectivamente, sin modificaciones.

Número 21)

Ha pasado a ser número 27), modificado como sigue:

Letra a)

Ha sustituido, en la letra o) que este literal contiene, el punto y coma final (;) por un punto aparte (.), y ha agregado el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“La resolución a que hace mención el artículo 73 de la señalada Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del citado artículo 73.”.

Número 22)

Ha pasado a ser número 28), incorporándose, en el artículo 87 bis que sugiere, un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”.

-o-
Ha incorporado el siguiente número 29), nuevo:

“29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:

“Artículo 87 ter.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.

La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.”.

-o-
Números 23), 24) y 25)

Han pasado a ser números 30), 31) y 32), respectivamente, sin modificaciones.

-o-
Ha consultado como número 33), nuevo, el que se indica a continuación:

“33) Reemplázase el artículo 102, por el siguiente:

“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, en todos aquellos casos en que este tipo de asociaciones desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o de terceros.

En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas sólo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.”.

-o-
Números 26), 27), 28) y 29)

Han pasado a ser números 34), 35), 36) y 37) respectivamente, sin enmiendas.

-o-
Ha contemplado los siguientes números 38) y 39), nuevos:

“38) Suprímese el artículo 115.

39) Modifícase el artículo 116, del siguiente modo:

a) Sustitúyese el inciso segundo, por el que sigue:

“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos.”.

b) Suprímese el inciso tercero.”.

-o-
Números 30) y 31)

Han pasado a ser números 40) y 41), respectivamente, sin modificaciones.

-o-
Ha agregado los siguientes artículos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio”, por la expresión “14 de noviembre”.

Artículo tercero.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, la expresión “de consumo o de vivienda”, por una coma (,).

Artículo cuarto.- Suprímese, en el artículo 169 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado y publicado el año 1997, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, la expresión “de consumo o de vivienda”.”.

-o-
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo tercero
Lo ha eliminado.

-o-
Ha contemplado como artículos tercero y cuarto, transitorios, nuevos, los siguientes:

“Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años, contado desde la promulgación de esta ley, para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso décimo del artículo 24 de la Ley General de Cooperativas, cuyo texto refundido, concordado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2003 y publicado el año 2004.

Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley en la reserva del artículo 6° transitorio del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2003 y publicado el año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, se deberán traspasar al fondo de reserva legal contenido en el artículo 38 de dicho cuerpo legal.”.

-o-
Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.682, de 17 de abril de 2013.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
11. Oficio del Senado. (boletín N° 8265-07)
“Valparaíso, 16 de junio de 2015.

Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que fortalece el Ministerio Público, correspondiente al Boletín Nº 8.265-07, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1º

Ha pasado a ser artículo único, modificado en los siguientes términos:

-o-

Ha incorporado el siguiente número 1), nuevo:

“1) Agréganse, en el artículo 2°, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales. 

El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará la forma en que se delegará esta facultad.

A los abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad aplicables a los fiscales.”.”. 

-o-

Número 1

Ha pasado a ser número 2), sin enmiendas. 

-o-

Ha incorporado los siguientes números 3), 4) y 5), nuevos:

“3) Intercálanse, en el Título II, el siguiente Párrafo 4° Bis y el artículo 37 bis que lo integra:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS
Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.

El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.

Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:

a) Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada.

b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica.

c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.

Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.

Las unidades de focos investigativos del Sistema dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región, y estarán compuestas por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”. 

4) Modifícase el artículo 40 del modo que sigue:

a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa será subrogado, por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”.

b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser sexto: 

“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.

En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento por más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.

Si un cargo de fiscal adjunto se encontrare vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. 

5) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 48, la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”, por la siguiente: “el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.”.

-o-

Número 2

Ha pasado a ser número 6), reemplazado por otro del siguiente tenor:

 “6) Introdúcense, en el artículo 55, las siguientes enmiendas:

a) Agrégase, en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.

b) Intercálase, en el número 3º, después del término “cónyuge”, la locución “, conviviente civil,”.

c) Agrégase, en el número 5º, luego de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.

d) Intercálase, en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.

e) Agrégase, en el párrafo primero del número 8º, después de “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.

f) Intercálase, en el número 9º, luego de la palabra “cónyuge”, la locución “, conviviente civil,”.

g) Agrégase, en el número 11, a continuación de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.

h) Intercálase, en el número 13, después de “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.

i) Agrégase, en el número 14, luego de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.

j) Modifícase el número 16 como sigue:

1. Agrégase, en el párrafo primero, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.

2. Reemplázanse, en el párrafo segundo, la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y la locución “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.”.

Número 3

Ha pasado a ser número 7), sin modificaciones. 

-o-

Ha consultado los siguientes números 8), 9) y 10), nuevos:

 “8) Introdúcense, en el artículo 61, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.

b) Intercálase, en el inciso segundo, después del término “cónyuges”, la locución “o convivientes civiles”.

9) Modifícase el artículo 63, como sigue:

a) Agrégase, en la letra a), a continuación de la expresión “cónyuge,”, lo que sigue: “conviviente civil,”.

b) Intercálase, en la letra b), después de la locución “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.

c) Agrégase, en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.

10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70, por los siguientes incisos segundo y tercero:

 “Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.

En el caso de los concursos internos de funcionarios, éstos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.”.

-o-
Número 4

Ha pasado a ser número 11), sustituido por el que sigue:

“11) Modifícase el artículo 72, de la siguiente manera:

a) Efectúanse las siguientes enmiendas en la tabla del inciso primero:

i) Reemplázanse, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el número “647” por “769”, y el guarismo “IX” por “VIII”.

ii) Sustitúyese, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo “975” por “1.178”.

iii) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo “529” por “611”.

iv) Sustitúyese, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo “1.136” por “1.306”.

v) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el VIII y el XI.”.”. 

-o-
Ha contemplado como números 12), 13), 14) y 15), nuevos, los que se transcriben a continuación:

“12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”.

13) Agréganse los siguientes artículos 75 bis y 75 ter: 

“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive, de acuerdo al presente artículo.

Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:

1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6


2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con alguna medida disciplinaria o administrativa.

3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 

4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional. 

En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la institución.

La promoción de los fiscales adjuntos antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo.

Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 

Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:

1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	PROFESIONAL
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4

	TÉCNICO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4

	ADMINISTRATIVO
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4

	AUXILIAR
	Grado
	Antigüedad en el cargo

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6


2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con alguna medida disciplinaria o administrativa.

3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 

4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional. 

En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la institución. 

La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas de este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.

14) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 76, en el apartado “Nivel 5, Auxiliares:”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.

15) Incorpóranse el siguiente Título IX y el artículo 91 que lo compone:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL
Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño o elementos de similar naturaleza que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción, y por región, dando cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es, la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 

Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia del presente Título, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.

El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.”.

-o-
ARTÍCULO 2°

Lo ha eliminado.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero
Lo ha sustituido por el siguiente:

“Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.

El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez, a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, y las mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, e incluirse en la cuenta pública del año que corresponda.”. 

-o-
Ha consultado como artículos segundo, tercero y cuarto, transitorios, nuevos, los siguientes: 

“Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley 
N° 19.640 deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de la presente ley. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso.

Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley 
N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento, debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la mencionada institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de la presente ley. Esta vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope, según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.

Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley 
N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 

Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.”.

-o-
Artículo segundo

Ha pasado a ser artículo quinto, transitorio, reemplazado por el que sigue:

“Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

-o-
Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto favorable de 35 Senadores, de un total de 38 Senadores en ejercicio.

En particular, los números 1), 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8), 9), 10), 13) y 15) del artículo único, y los artículos primero y segundo transitorios del proyecto de ley despachado por el Senado también fueron aprobados con el voto a favor de 35 Senadores, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.061, de 18 de diciembre de 2013.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.
12. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “simple”, que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia. (boletín N° 9896-07)
Honorable cámara:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “simple” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de 30 días para afinar su tramitación, término que vence el día 3 de julio próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 3 de junio, recién pasado.

Durante la discusión de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia de la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco; del Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez; del asesor legislativo de dicha cartera de Estado, señor Felipe Rayo; de la Directora y la Secretaria General de la Asociación Nacional de Magistrados, señoras Leonor Cohen y Vania Boutaud, respectivamente, y del Director(S) de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Zvonimir Koporcic.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) La idea matriz o fundamental del proyecto es favorecer el mejor funcionamiento del servicio judicial en lugares cuya demanda lo exige, para lo cual se suprimen cargos no provistos de Jueces de Garantía y del Tribunal del Juicio Oral en lo Penal en los tribunales de la Región Metropolitana, se redistribuyen los recursos destinados a ellos y se crean nuevos juzgados en el resto del país.

2) Normas de carácter orgánico constitucional.

Revisten este carácter los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 1° transitorio.

Cabe hacer presente que el Tribunal Constitucional ha estimado que la organización y atribuciones de los tribunales, a que alude el artículo 77 de la Constitución Política de la República y que define su carácter de orgánica constitucional, se refiere a la estructura básica del Poder Judicial en cuanto ella no está reglada por la propia Carta Fundamental, pues dice relación con lo necesario para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.1 

En ese sentido, dicho Tribunal ha establecido, a través de su jurisprudencia, las materias que conforman la referida organización y atribuciones. Ellas son:

1. La creación de nuevos tribunales o el otorgamiento de atribuciones a otros tribunales ya existentes.

2. Las modificaciones legales al Código Orgánico de Tribunales, como aquellas relativas a la cuantía, la supresión del fuero, determinación del tribunal competente y causas de implicancias.

3. Las normas que crean cargos en Cortes de Apelaciones, crean nuevos juzgados, fijan plantas y las normas sobre el servicio judicial.

4. Las normas que regulen la integración y atribuciones de un tribunal, como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. 

5. Las normas que establezcan procedimientos de supresión de tribunales.

6. Las normas sobre composición y funcionamiento de las Cortes de Apelaciones; las disposiciones que regulan la facultad del pleno de las Cortes de Apelaciones para acordar el funcionamiento y la forma de integrar sus salas, la determinación de las circunstancias de funcionamiento extraordinario, por razones de buen servicio.

7. Otros ejemplos:

a) La norma que da competencia a un Tribunal Arbitral para conocer de las reclamaciones que se presenten en contra de las decisiones del Jefe del Departamento de Propiedad Industrial.

b) Las normas que se refieren a la organización y atribuciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

c) La norma que constituye un nuevo tribunal, como el de Contratación Pública, definiendo su organización y existencia.

d) Las normas que constituyen o entregan nuevas competencias a los tribunales arbitrales y las que establecen materias de arbitraje forzoso.

e) Las normas que regulan el funcionamiento e instalación de los Tribunales Ambientales; las normas que versan sobre los requisitos para ser elegido, las inhabilidades, las incompatibilidades, la subrogación, las prohibiciones y las causales de cesación en sus cargos de los Ministros de los Tribunales Ambientales; las normas que regulan las contiendas de competencia entre Tribunales Ambientales; las normas que regulan el sistema de recursos procedentes contra sus resoluciones, y la que le otorga competencia para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por daño ambiental.

f) Las normas que incorporan a funcionarios al escalafón primario del poder judicial.

g) La normativa que eliminan el feriado judicial.

3) Normas de quórum calificado.

No hay.

4) Requiere trámite de Hacienda.

Si.

5) Comunicación a la Corte Suprema de las disposiciones incorporadas en este trámite o que han sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las ya conocidas por la Corte.

La Cámara de Diputados, a través de oficio N°11.725, de 3 de marzo de 2015, consultó su opinión a la Corte Suprema, acerca del proyecto de ley en informe, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

Ella respondió, mediante oficio N°43-2015, de 15 de abril de 2015.

6) El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad.

En sesión 96ª, de 13 de mayo de 2015, se aprobó en general por unanimidad.

Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

7) Se designó Diputado Informante al señor Trisotti, don Renzo.

-o-

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Consideraciones previas.

Señala el mensaje que los cambios que ha experimentado nuestro ordenamiento judicial en las últimas décadas son una demostración del proceso evolutivo que ha materializado institucionalmente el entendimiento consensuado sobre la necesidad de una justicia especializada.
Ha sido esta visión la que ha impulsado la instauración de jurisdicciones dedicadas a materias específicas. Es así como este proceso estrenó su formalización con la reforma procesal penal, separando la labor investigativa de la judicial y distinguiendo, dentro de esta última, la labor de un juez encargado de fiscalizar el correcto desempeño de la investigación con apego a los derechos del afectado y la de un tribunal colegiado a cargo de conocer el juicio penal. Dicha reforma consagró, además, la creación de órganos independientes a cargo de la persecución penal y la defensa del imputado. En definitiva, la reforma procesal penal implicó la generación de una nueva institucionalidad de enjuiciamiento penal, superando el antiguo sistema que unificaba la labor de investigación, persecución y juzgamiento.

Uno de los desafíos más relevantes que significó dicha reforma fue el diseño orgánico de los nuevos entes jurisdiccionales que se crearon para abordar una demanda de justicia criminal. Ello, sumado a la separación entre investigación y jurisdicción, así como el fortalecimiento de la labor persecutoria, puso a los encargados de la planificación de la reforma en la difícil tarea de proyectar la demanda de justicia en sede criminal conforme a las nuevas expectativas y diseñar la correspondiente estructura física y dotacional destinada a absorberla. 

Tal desafío, en lo que a estimaciones jurisdiccionales se refiere, implicó la tarea de calcular, conforme a una pluralidad de estudios e informes técnicos, la cantidad de causas que serían ventiladas en sede de juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal, considerando la diversa complejidad que ostentarían y sus tiempos de tramitación, así como la cantidad de juzgados, tribunales y jueces a cargo de atender debidamente esa demanda.

Esta tarea se materializó, en términos normativos, en la aprobación de la ley N° 19.665, que creó los juzgados de garantía y los tribunales de juicio oral en lo penal, distribuidos a lo largo del territorio nacional, fijando su planta y estableciendo las modificaciones respectivas en el Código Orgánico de Tribunales, a fin de incorporar en este último cuerpo legal la nueva judicatura. 

El referido texto normativo, que en forma detallada sentó la tipología de tribunales en cuanto al número de jueces y personal de apoyo necesario para la labor jurisdiccional, dedicó su artículo 1° transitorio a regular en forma minuciosa la instalación de los nuevos juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal, armonizando la supresión progresiva de la jurisdicción del crimen que se dejaba atrás, con la implementación de la nueva judicatura. Ello, a través de un cronograma de instalación configurado con arreglo a la gradualidad prevista para la entrada en vigencia de la reforma. Para tal efecto, el cronograma previó la implementación paulatina del nuevo sistema de justicia penal en las distintas regiones del país, contemplando la obligación de llamar a concursos públicos para proveer los cargos de jueces, con la debida antelación a la época en que, respectivamente, correspondía poner en marcha la reforma procesal penal en cada región o grupos de regiones.

En tal contexto, por la magnitud que representa a nivel nacional su actividad y atendida la complejidad de las causas que, a menudo, en ella se ventilan, la Región Metropolitana fue la última en implementar la nueva justicia penal, para cuyos efectos se fijó un cronograma especial de nombramiento de los cargos de jueces de garantía y de juicio oral en lo penal. 

No obstante que la progresión de la implementación de la reforma procesal penal fue considerada una decisión acertada, la experiencia demostró que en el territorio jurisdiccional de Santiago y San Miguel, la carga de trabajo proyectada para sus tribunales con competencia penal difería de la carga efectivamente recibida, siendo ésta inferior a aquélla. Dicha constatación obligó a hacer ajustes al cronograma de nombramiento de jueces concebido originalmente, para efectos de lo cual se modificó la ley N°19.665, consagrando en ella una norma que permitiera diferir el nombramiento de un número de magistrados con arreglo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales (artículo 2°, letra c) de la ley 
N° 20.628).

La información recabada revela que a partir de esa última modificación legal no han existido cambios significativos en la demanda por justicia penal de la Región Metropolitana, lo que obliga a replantearse la necesidad de nombramiento de jueces. A la fecha de este proyecto de ley, del total de jueces cuyo nombramiento quedó diferido por la ley N°19.665 -el que alcanzaba a 131 jueces-, modificada por la ley N°20.628, de 2012, se han nombrado 54, lo que deja un saldo pendiente de 77 jueces que aún no entran en funciones. Sin embargo, a la fecha, la demanda por justicia penal en la Región Metropolitana se encuentra suficientemente cubierta en lo que a número de tribunales y magistrados se refiere.

No ocurre lo mismo en otras ciudades, donde la planta de personal de jueces se revela deficitaria a la luz del volumen de causas que ingresa a los tribunales con competencia penal, laboral, de cobranza laboral y previsional o de letras.

Ese contraste debe ser corregido, máxime cuando como país hemos comprometido esfuerzos tendientes a la descentralización, lo que implica, entre otras cosas, mejorar los niveles de eficacia y eficiencia de nuestra justicia en todas las regiones de Chile.

Menciona la iniciativa que el Gobierno ha puesto especial énfasis en cuidar que los recursos del país sean destinados allí donde reciban un mejor uso, y en materia de justicia, ello significa entregar más y mejor cobertura.

2.- Objetivos del mensaje.

Los objetivos perseguidos por la presente iniciativa, consisten en suprimir los cargos de Jueces de Garantía y del Tribunal del Juicio Oral en lo Penal en los tribunales de la Región Metropolitana que no han sido provistos conforme al cronograma de la ley N° 19.665.

Según la carga actual de trabajo en los tribunales que se suprimen, la demanda por justicia se encuentra debidamente cubierta, motivo por el cual no se justifica nombrar aquellos cargos previstos de forma inicial.

En segundo lugar, se pretende utilizar los cargos de jueces que se suprimen para cubrir la demanda creciente de otros tribunales del país. 

En tal sentido, se busca el más eficiente aprovechamiento de recursos económicos que ya se encuentran disponibles, para dar respuesta adecuada a las cargas de trabajo que se aprecian en otros tribunales de competencia penal, común, laboral y de cobranza laboral y previsional. 

Para ello, se dispone la redistribución de una parte importante de los recursos disponibles para los 77 jueces penales de la Región Metropolitana que no han sido nombrados.

Por último, el proyecto propone la creación de nuevos tribunales, respondiendo a la necesidad de justicia que deriva de la explosión demográfica en zonas determinadas o las distancias existentes entre la población que demanda el servicio judicial y el actual órgano jurisdiccional competente, el proyecto crea un tribunal en Alto Hospicio, con competencia en materia de garantía, laboral y de familia; un juzgado con competencia común en la comuna de Mejillones; y, un Juzgado con igual competencia en la comuna de Cabo de Hornos, que se radicará en la localidad de Puerto Williams.

3.- Contenido del proyecto.

Menciona el mensaje los siguientes contenidos:

a) Supresión de cargos de Jueces de Garantía y de Tribunal de Juicio Oral en lo Penal en los tribunales de la Región Metropolitana que no han sido provistos conforme al cronograma de la ley N° 19.665.

En función de encontrarse cubiertas las necesidades de justicia en materia penal en la Región Metropolitana con la planta de personal provista a la fecha, la iniciativa sugiere la eliminación del numeral 4 ter) del artículo 1° transitorio de la ley N° 19.665, que prevé el cronograma de nombramientos diferido de jueces penales en la Región Metropolitana. 

En función de las actuales necesidades por carga de trabajo, los restantes 77 jueces, no han sido designados, razón por la cual el proyecto propone la eliminación del precepto.

En tal sentido, cabe señalar que los cargos de jueces de tribunales de juicio oral en lo penal de la Región Metropolitana que no han sido nombrados y que consecuencialmente se suprimen son los siguientes: seis jueces en el Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, cinco jueces en el Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, nueve jueces en el Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago y catorce jueces en el Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago.

Por su parte, los cargos de jueces de Juzgados de Garantía de la Región Metropolitana que no han sido nombrados y, por tanto, se suprimen, son los siguientes: un juez en el Primer Juzgado de Garantía de Santiago, cinco jueces en el Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, dos jueces en el Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, seis jueces en el Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, cinco jueces en el Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, un juez en el Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, un juez en el Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, nueve jueces en el Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, cinco jueces en el Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, seis jueces en el Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago y, un juez en el Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago. A ello se agrega un juez del Juzgado de Garantía de Talagante.

b) Utilización de los cargos de jueces que se suprimen para cubrir la demanda creciente de otros tribunales del país.

A fin de aprovechar los recursos disponibles relativos a los cargos de jueces no nombrados que se suprimen, la iniciativa redistribuye una proporción importante de los 77 cargos, esto es, 71 de ellos, entre diversos tribunales que requieren un aumento de jueces atendida sus necesidades.

Los juzgados cuya planta de personal de jueces se ve reforzada por este proyecto son los siguientes:

-Juzgado de Garantía de Iquique (2 jueces)

-Juzgado de Garantía de Calama (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Viña del Mar (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Quilpué (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Rancagua (1 juez)

-Juzgado de Garantía de San Fernando (1 juez)

-Juzgado de Garantía de San Vicente (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Graneros (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Talca (1 juez)

-Juzgado de Garantía de Puerto Montt (2 jueces)

-Juzgado de Garantía de Puerto Varas (1 juez)

-7° Juzgado de Garantía de Santiago (2 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Arica (4 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Iquique (2 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Antofagasta (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Calama (3 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Ovalle (2 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Valparaíso (3 jueces)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Viña del Mar (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de San Felipe (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Los Andes (1 juez)

Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de San Fernando (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santa Cruz (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Cauquenes (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Villarrica (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Castro (1 juez)

-Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Coihaique (1 juez)

-Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Valparaíso (1 juez)

-Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Concepción (1 juez)

-Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de Santiago (2 jueces)

-Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional de San Miguel (1 juez)

-Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta (1 juez)

-Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso (2 jueces)

-Juzgado de Letras del Trabajo de Concepción (2 jueces)

-1° Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago (3 jueces)

-2° Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago (3 jueces)

-Juzgado de Letras de competencia común de Bulnes (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Río Bueno (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de San Vicente (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Lebu (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Pucón (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Molina (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Panguipulli (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Peumo (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de San Javier (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Calbuco (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Cabrero (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Peralillo (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Nueva Imperial (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Quintero (1 juez)

-Juzgado de Letras de competencia común de Quellón (1 juez)

c) Creación de nuevos tribunales.

En vista del exponencial aumento poblacional que ha vivido la localidad de Alto Hospicio, que en el año 2004 justificó su reconocimiento como comuna autónoma de Iquique, se ha estimado necesario constituir en la presente iniciativa, un nuevo tribunal para dicha localidad, que hoy cuenta con cerca de cien mil habitantes.

Este tribunal, que contará con tres jueces, reunirá las competencias especiales de los juzgados de garantía, así como las materias laborales y de familia, satisfaciendo la alta demanda que la comuna actualmente evidencia. 

Del mismo modo, por razones geográficas, así como la distancia existente entre la localidad de Mejillones y el órgano jurisdiccional que actualmente conoce y resuelve los conflictos jurídicos de su población, el proyecto promueve la creación de un juzgado para Mejillones, con dos jueces, con competencia común. 

Finalmente, por similares razones que en el caso anterior, se ha estimado pertinente crear un órgano jurisdiccional unipersonal en la comuna de Cabo de Hornos, con competencia común, a fin de satisfacer la demanda de este tipo de asuntos judiciales en la localidad de Puerto Williams, lugar en que es más evidente aun la dificultad geográfica para acceder al tribunal competente en estas materias, ubicado en Punta Arenas. 

d) Adecuaciones a cuerpos legales

Como consecuencia de la creación de tribunales en las zonas aludidas, la iniciativa se hace cargo de las adecuaciones respectivas, tanto en el Código Orgánico de Tribunales, en lo que a la justicia civil, común y penal se refiere, como en el Código del Trabajo y en la ley que Crea los Tribunales de Familia.

II. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.

1.- Discusión General.

El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión 96ª de fecha 13 de mayo del 2015, por unanimidad.

Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Durante la discusión general la ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, se refirió a la ley N°19.665, de 2000, que reforma el Código Orgánico de Tribunales, crea los juzgados de garantía y los tribunales de juicio oral (TOP), distribuidos a lo largo del territorio nacional, fijando su planta y estableciendo las modificaciones respectivas en el Código Orgánico de Tribunales.

Dicha ley, en su artículo 1° transitorio regula en forma minuciosa su instalación, armonizando la supresión progresiva de la jurisdicción del crimen que se dejaba atrás, con la implementación de la nueva judicatura. Para tal efecto se previó la implementación paulatina del nuevo sistema de justicia penal en las distintas regiones del país, que terminó con la Región Metropolitana. En esta última, el numeral 4 ter) del artículo 1° transitorio antes señalado fijó un cronograma especial de nombramiento de los cargos de jueces de garantía y de jueces del Tribunal Oral en lo Penal correspondientes a los territorios jurisdiccionales de las Corte de Apelaciones de Santiago y San Miguel.

No obstante que la progresión de la implementación de la reforma procesal penal fue considerada una decisión acertada, la experiencia demostró que en el territorio jurisdiccional de Santiago y San Miguel la carga de trabajo proyectada para sus tribunales con competencia penal difería de la carga efectivamente recibida, siendo esta inferior a aquélla.

Según la información recabada, a estas alturas la demanda por justicia penal en la Región Metropolitana se encuentra suficientemente cubierta en lo que a número de tribunales y magistrados se refiere. No ocurre lo mismo en otras ciudades, donde la dotación de jueces se revela deficitaria a la luz del volumen de causas que ingresa a los tribunales con competencia penal, laboral, de cobranza laboral y previsional o de letras. Indicó que lo anterior obliga a replantearse la necesidad de realizar los nombramientos de jueces que actualmente se encuentran pendientes para la Región Metropolitana.

A la fecha del presente proyecto de ley, del total de jueces cuyo nombramiento quedó diferido por la ley N°19.665 -el que alcanzaba a 131 jueces-, modificada por la Ley N°20.628, se han nombrado 54, lo que deja un saldo pendiente de 77 jueces que aún no entran en funciones. 

El artículo 1° Transitorio numeral 4 ter) de la ley N°19.665 dispone lo siguiente: “Excepcionalmente, se diferirá el nombramiento de 131 cargos de jueces de garantía y de jueces de tribunal de juicio oral en lo penal en los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel. Sus nombramientos serán realizados de acuerdo a las necesidades derivadas de las cargas de trabajo de los tribunales de estas jurisdicciones, conforme a las siguientes reglas generales: hasta 24 cargos serán nombrados en el período comprendido entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre del mismo año; hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de diciembre del mismo año; y hasta 30 cargos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año. 

La Corte Suprema, previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, determinará, de entre los jueces señalados en este numeral, las cantidades que correspondan a jueces de garantía y a jueces de tribunal oral en lo penal en cada período.”

El asesor jurídico del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo afirmó que entre los objetivos del proyecto se cuentan los siguientes:

1. Reforzamiento de tribunales existentes: El proyecto propone suprimir los 77 cargos de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal en los tribunales de la Región Metropolitana que no han sido provistos conforme al cronograma de la Ley N° 19.665 y utilizar 71 de los cargos de jueces que se suprimen para cubrir la demanda creciente de otros tribunales del país. 

2. Creación de nuevos tribunales: El proyecto crea tres nuevos tribunales para las comunas de Alto Hospicio, Mejillones y Cabo de Hornos (Puerto Williams). Informó que en estos tribunales aprovechan los 6 cargos de jueces restantes.

En relación con el primero de los objetivos mencionados, sostuvo que se trata de corregir el contraste que actualmente se produce, en general, entre la judicatura penal de la Región Metropolitana, cuya demanda por justicia se encuentra suficientemente cubierta y la judicatura penal, laboral, de cobranza laboral y previsional o de letras, de otras ciudades del país, cuya dotación de jueces es deficitaria en razón del volumen de causas que ingresan.

Recalcó que ese contraste debe ser corregido, máxime cuando como país se han comprometido esfuerzos tendientes a la descentralización, lo que implica, entre otras cosas, mejorar los niveles de eficacia y eficiencia de nuestra justicia en todas las regiones de Chile.

Manifestó que este Gobierno ha puesto especial énfasis en cuidar que los recursos del país sean destinados allí donde reciban un mejor uso y en materia de justicia, ello significa entregar más y mejor cobertura a las necesidades de los justiciables. Lo contrario implica un derroche de recursos inadmisible.

Informó que la distribución específica de los jueces se efectuó en base a la información que el propio Poder Judicial proporcionó.

Respecto de la estructura del proyecto, indicó que los cuatro primeros artículos están referidos a la creación, determinación de competencia y dotación de los tres tribunales cuya instauración promueve la iniciativa, esto es, el Juzgado de Familia, Garantía y del Trabajo de Alto Hospicio; el Juzgado de Letras de competencia común de Mejillones; y el tribunal de la misma naturaleza que tendrá su asiento en la comuna de Cabo de Hornos (Puerto Williams).

Destacó que el tribunal de Alto Hospicio tiene características especiales, dado que reunirá en él las tres competencias especiales, esto es, garantía, familia y laboral. El fundamento de la creación de este tribunal radica en el crecimiento exponencial que ha tenido la población de esa comuna. En el censo del año 2002 Alto Hospicio registraba una población cercana a los cincuenta mil habitantes. En el censo del 2012 se llega a una cifra cercana a los cien mil habitantes. Además en dicha comuna se registra un problema de conectividad, por lo que pese a que la distancia con Iquique no es mucha, por la congestión que se registra en el camino que une ambas ciudades el tiempo en cubrir ese tramo resulta excesivo.

En relación con el tribunal de la comuna de Mejillones explicó que en esa ciudad hoy se registra una fuerte actividad portuaria. Hoy los vecinos de esa comuna deben trasladarse al tribunal de Antofagasta, viaje que demora alrededor de una hora y media. 

Por último, en el tribunal más austral del país, el de Cabo Hornos, existirá un juez común, que tendrá competencia sobre esa ciudad y sobre la Antártica de Chile. Hoy las personas que residen en Cabo de Hornos se encuentran sometidas a la jurisdicción del tribunal de Punta Arenas, ciudad que se encuentra a 500 kilómetros de la primera.

Los artículos 5°, 6°, 7°, 8° y 9° modifican, pormenorizadamente, las disposiciones del Código Orgánico de Tribunales, del Código del Trabajo, de la ley N° 19.968, de la Ley 
N° 19.665 y de la Ley N° 20.022 que resultan pertinentes para adecuar los referidos textos legales a la disminución y aumento de dotación de jueces que el proyecto propugna.

Los artículos 10, 11, 12 y 13 de la iniciativa señalan las reglas de aumento o disminución de la dotación de funcionarios de los tribunales del Juicio Oral en lo Penal, de Garantía, de Letras y de Letras del Trabajo, respectivamente, que en función de la alteración de jueces de cada ente jurisdiccional se producirán.

En las disposiciones transitorias se establecen las reglas de entrada en vigencia del proyecto, normas para adscripción de los cargos que se suprimen y al traspaso de funciones de aquellas personas que actualmente se desempeñan en los tribunales cuyos cargos son suprimidos, así como el financiamiento de esta iniciativa.

Respecto de la creación de tribunales, detalló lo siguiente:

Alto Hospicio: 3 jueces.

Competencia territorial: Comuna de Alto Hospicio.

Competencia material: Reunirá las competencias especiales de los juzgados de garantía, laboral y de familia, satisfaciendo la alta demanda que la comuna actualmente evidencia. 

Mejillones: 2 jueces.

Competencia Territorial: Comuna de Mejillones.

Competencia Material: común, incluida la de los juzgados de garantía.

Cabo de Hornos (Puerto Williams): 1 juez.

Competencia Territorial: Provincia de la Antártica Chilena (Comunas de Cabo de Hornos -ex Navarino- y Antártica).

Competencia Material: común, incluida la de los juzgados de garantía.

A continuación informó que la dotación de los nuevos tribunales se compondrá de la siguiente forma:
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ADMINISTRADORES,

comITE
TRIBUNAL JUECES | reonico JEFSEECI';EE.ITJANRI:LASD Y | empLeapos [ TOTAL
Juzgado de Letras Mejillones 2 1 2 14 19
Juzgado de Letras Alto Hospi 3 1 2 16 22
Juzgado de Letras Puerto Williams 1 1 1 7 10
TOTAL| 6 3 5 37 51





Respecto de los cargos de jueces de garantía y del tribunal oral en lo penal que no se proveerán, explicó la siguiente lámina:

[image: image3.png]Disminucion de jueces Juzgados de Garantia y TOP Regién Metropolitana.

[ I T— —

Detalle de disminucion de jueces TOP.

1~ Tribunal de Juicio Oral en lo Penal | Santiago
5 Tribunal de Juicio Oral en lo Penal | Santiago
S Tribunal de Juicio Oral en 1o Penal | Santiago
7 Tribunal de Juicio Oral en lo Penal | Santiago





Informó que el detalle de la disminución de jueces de garantía es el siguiente:

[image: image4.png]Detalle de disminucién de jueces Juzgado de Garantia.

TRIBUNAL Dotacién | Dotacién | Jueces
prevista final

1° Juzgado de Garantia | Santiago 6 5 -1
2° Juzgado de Garantia | Santiago 15 10 5
3° Juzgado de Garantia | Santiago 8 6 2
4° Juzgado de Garantia_| Santiago 18 12 6
5° Juzgado de Garantia_| Santiago 10 5 5
6° Juzgado de Garantia | Santiago 8 7 1
8° Juzgado de Garantia | Santiago 10 9 1
9° Juzgado de Garantia_| Santiago 18 9 9
13° Juzgado de Garantia | Santiago 12 7 5
14° Juzgado de Garantia | Santiago 15 9 6
15° Juzgado de Garantia | Santiago 8 7 1
Juzgado de Garantia Talagante 7 6 -1
TOTAL -a3





Por su parte, el aumento de los jueces en los tribunales que se señala, es el siguiente:
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Por su parte, indicó que el detalle del aumento de jueces en Juzgados de Garantía es el siguiente:
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El detalle del aumento de jueces en tribunales orales en lo penal es el siguiente:
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El detalle del aumento de jueces en Juzgados de Cobranza y en Juzgados de Letras del Trabajo es el siguiente:
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[image: image9.png]Detalle de aumento de jueces Juzgados de Letras del Trabajo.
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Por último, informó que el detalle del aumento de jueces en Juzgados de Letras es el siguiente:
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La señora Blanco destacó que esta iniciativa no irroga gastos, porque la creación de los nuevos tribunales será solventada con el presupuesto del Poder Judicial.

El diputado señor Chahin valoró la iniciativa, dado que permitirá racionalizar la carga de trabajo de mejor forma. 

Preguntó por qué razón no se ha otorgado competencia en lo civil al nuevo tribunal que se crea en la comuna de Alto Hospicio, tal como lo plantea la Corte Suprema en su informe.

Por otra parte, hizo presente que existe una moción parlamentaria que modifica la competencia de los tribunales que conocen de las causas referidas a la población de la comuna de Teodoro Schmidt. La mitad de la comuna desea que se mantenga la competencia en el tribunal de Nueva Imperial y la otra mitad desea trasladarla al tribunal de Toltén. Sin embargo, existe consenso en que la mejor solución consistiría en crear un nuevo tribunal en la comuna de Teodoro Schmidt.

En vez de aumentar en un juez el tribunal de Nueva Imperial, podría crearse un nuevo tribunal en la comuna de Teodoro Schmidt, acercando de esta forma la justicia a la población.

El diputado señor Saffirio compartió la inquietud formulada por el diputado Chahin.

El diputado señor Trisotti coincidió con la observación efectuada por el diputado Chahin, respecto de la exclusión de la competencia civil del nuevo tribunal que se crea en la comuna de Alto Hospicio, a diferencia de lo que sucede con los nuevos tribunales de Puerto Williams y Mejillones, que se crean con competencia común, incluyendo la civil.

Preguntó si se efectuó un estudio de los volúmenes de trabajo que significaría para el nuevo tribunal de Alto Hospicio el incorporar los asuntos civiles a su competencia.

La señora Blanco informó que estudiará la sugerencia efectuada por los diputados Chahin y Saffirio. Sin embargo, advirtió que la creación de un nuevo tribunal irrogará gastos que no están considerados en esta iniciativa.

De ser viable la propuesta de los parlamentarios, se hará la indicación en la Sala.

El señor Rayo informó que esta iniciativa fue elaborada conjuntamente con el Poder Judicial. Si ahora la Corte Suprema considera que en Alto Hospicio debe existir un tribunal con competencia común, el Gobierno está dispuesto a acoger esa sugerencia. Con todo, hizo presente que ello podría significar revisar la composición del tribunal. Como se trata de uno con competencias especiales su integración es distinta. En los tribunales de competencia común la administración del tribunal corresponde al juez y al secretario. En los tribunales con competencias especiales la administración se encuentra profesionalizada. Además el tránsito a un tribunal de competencia común supone revisar el número de jueces que lo integran. Como en el proyecto se contempla un tribunal con competencia en materia laboral, familia y de garan-
tía se propone que esté integrado por tres jueces. De aprobarse la sugerencia de la Corte Suprema sin revisar el número de jueces, se trataría del único tribunal del país con competencia común integrado por tres jueces.

La diputada señora Turres propuso invitar a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

El diputado señor Trisotti sugirió invitar a la Asociación Nacional de Magistrados.

El diputado señor Chahin destacó que la eventual creación del tribunal de Teodoro Schmidt tampoco debiera significar mayor gasto al erario fiscal, ya que, de acuerdo a lo señalado en el informe financiero, este proyecto se financiará con cargo al presupuesto del Poder Judicial.

Solicitó que la indicación anunciada por la ministra se presente en la Cámara, ya sea en Comisión o en la Sala.

La señora Blanco advirtió que también deben solventarse los gastos en infraestructura que suponen la creación de tres nuevos tribunales, a lo que se añadiría eventualmente un cuarto tribunal.

La Directora de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Leonor Cohen, expresó que su Asociación luego de recabar la opinión de los representantes regionales, aprueba en términos generales el proyecto que suprime los 77 cargos de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal en los tribunales de la Región Metropolitana, utilizando 71 de los cargos de jueces que se suprimen para cubrir la demanda creciente de otros tribunales del país y creando además tres nuevos tribunales para las comunas de Alto Hospicio, Mejillones y Cabo de Hornos.

Manifestó que el proyecto es paliativo de la necesidad general de dotación, pero no satisface las necesidades orgánicas de jueces en diversas materias y jurisdicciones del país. En este sentido coincidió con la opinión manifestada por la Corte Suprema.

Explicó que lo aprobaban en términos generales, porque bajo la lógica del proyecto cualquier propuesta, desde su asociación, en orden a sumar jueces respecto de un determinado tribunal, significaría reducir jueces asignados por el presente proyecto a otros tribunales, lo cual escapa a la razonabilidad en el contexto de necesidades complementarias y que no compiten entre sí. Así puede observarse de las posturas de las asociaciones regionales que apuntan a aumentar aún más sus respectivas dotaciones y no a disminuirlas, en un número total que excede lo que el proyecto puede proveer. Respecto a este punto preguntó por qué se aumenta en algunos lugares y no en otros. Así por ejemplo indicó que extrañaba que respecto de la Tercera Región no se haga concesión alguna con sus necesidades, en circunstancias que es un hecho notorio el aumento de su población y de su actividad económica en el último tiempo, generado por la creciente actividad minera.

Añadió que la Comisión de Tribunales Mixtos o de Competencias Múltiples de su Asociación se encuentra elaborando un catastro relativo a la necesidad de instar próximamente por una reforma legislativa que avance hacia la profesionalización total de la magistratura desde la lógica de la extensión de los tribunales bicéfalos o tricéfalos, incluyendo la profesionalización -con las particularidades que amerite el caso- en los tribunales unipersonales que debieran residualmente mantenerse. En otras palabras, recalcó que cada vez es más difícil y problemático continuar con la existencia de juzgados mixtos con un solo juez que debe atender audiencias orales en diversas materias y procedimientos, siendo indispensable que ellos prontamente se transformen en tribunales con dos o tres jueces.

Hizo presente además que no es inusual que las cifras de la Dirección de Desarrollo Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial sean objeto de críticas por omisión en sus cálculos, de variables que debieran ser incorporadas para una correcta traducción a números de lo que significan las cargas de trabajo en relación a las necesidades de más tribunales. 

A continuación, la Secretaria General de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Vania Boutaud dio a conocer los informes recibidos por las asociaciones regionales en relación a sus necesidades:

Arica: no tienen observaciones.

Iquique: muestra conformidad con la creación de un nuevo tribunal en Alto Hospicio, sin embargo señala que no debiera mantener competencia penal, atendido que la mayoría de los delitos se cometen igualmente en territorio de la jurisdicción de Iquique, siendo imprescindible aumentar la dotación del juzgado de garantía de Iquique en 4 jueces y no dos como lo considera el proyecto. Respecto del Tribunal Oral de Iquique se consideran dos nuevos jueces en el proyecto, lo cual estiman insuficiente ya que no se logra formar una nueva sala, por lo cual proponen que el aumento alcance a tres jueces.

Antofagasta: 1) En relación a la creación del Juzgado Mixto de Mejillones, cuya urgencia es patente no sólo porque hace más de once años que viene solicitándose su instauración, sino especialmente porque se trata de una comuna muy alejada, que requiere de una locomoción costosa, que si bien es permanente, tiene horarios reducidos. Añaden que, independientemente de la población que figura en las cifras oficiales existe una cantidad de habitantes que ingresan y salen de la comuna, que no son considerados en los censos. En los fundamentos se establece además que la carga de trabajo proyectada para este juzgado es superior a la que actualmente tiene hoy el juzgado mixto de Taltal. Añaden que además contribuirá a la descongestión de las causas en la comuna de Antofagasta, que según estudios van entre el 7% y 12%, para los Juzgados Civiles, Familia, Garantía y Laboral. Añaden que la población a través de las juntas de vecinos ha estado presionando permanentemente, porque esta situación significa una grave dificultad de acceso a la justicia. El sólo pasaje para esta ciudad tiene un costo entre $2.000 y $3.000. Por último, hacen presente el ingreso per cápita de la región, porque ello refleja un número mayor de conflictos y como se sostiene en el fundamento acompañado al Ministerio de Justicia, la comuna de Punta Arenas, teniendo una población similar a Villa Alemana tiene casi el triple de juzgados, justamente por el número de conflictos.

2) La creación de la Segunda Sala para el Tribunal Oral en lo Penal de la comuna de Calama, se justifica porque es el tribunal que tiene el mayor índice de sentencias por Salas en Chile. Está absolutamente colapsado y, actualmente, se le ha apoyado con dos jueces destinados que trabajan incluso los sábados en juicios agendados. 
3) Finalmente, el aumento de un cargo para el Tribunal Oral en lo Penal de Antofagasta y otro para el Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta, se explican por los mismos parámetros ya aludidos respecto del ingreso per cápita; el progresivo aumento del ingreso de causas debido al desarrollo de la actividad minera, el creciente número de extranjeros producto del fenómeno migratorio (actualmente 47.000 personas, según estudio de la Intendencia Regional) y por la crisis económica que elevó las tasas de cesantía. 

4) En relación al Juzgado de Letras del Trabajo de Antofagasta hacen presente lo siguiente:

a) Este Juzgado tiene un ingreso de 13.556 causas. Ellas se deben sumar al ingreso por causas de cobranza laboral, lo que da un total de 15.618 ingresos al año. Por tipología, los tribunales de 3 jueces tienen la misma dotación que los de 4, por lo tanto, la inclusión de un cuarto Juez, no significa la agregación de personal de apoyo. Hizo presente que al 2° Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago se asignaron cuatro funcionarios, al 2° Juzgado de Letras de Valparaíso, siete funcionarios y al de Concepción, siete funcionarios. En virtud de lo expuesto, solicitan se asignen al menos dos funcionarios titulares más.

b) Por ingreso, este tribunal está en condiciones de aspirar a 5 jueces y con ello aumentar de pleno derecho la dotación hasta en 7 funcionarios. Considerando que ello no es posible, ni tampoco es parte de su aspiración real, en estas circunstancias aceptan y agradecen la incorporación de un 4° Juez Titular, pero considerando sus especiales circunstancias, solicitan por vía excepcional se les agreguen dos o un administrativo de apoyo al cuarto juez.

c) Los gráficos y cálculos de ingresos comparativos, permiten concluir que en esta jurisdicción -incluso- se podría aspirar a escindir el Tribunal Laboral con el de Cobranza, ya que ambos, por separado, poseen ingresos suficientes y equiparables solo a los tribunales más grandes de este tipo (excluido Santiago por su gigante estructura). 

Copiapó: Se encuentra disconforme con el proyecto, atendido que no promueve la creación de un Juzgado de Garantía en la ciudad de Caldera, o bien la transformación del actual en bicéfalo. Además estiman que se debe crear un tribunal en la localidad de Alto del Carmen para asegurar el acceso a la justicia de los poblados originarios que habitan allí. Asimismo, afirman que no se acogió la solicitud de supresión del juzgado de garantía de Diego de Almagro o su fusión o unión con el juzgado de letras de la misma localidad, haciéndolo bicéfalo, lo que no significaría costo alguno y superaría la desigual diferencia de trabajo entre ambos tribunales. 

La Serena: Estiman que no fueron analizadas correctamente las cargas de trabajo, instando por un mejor estudio de ellas.

Valparaíso: ha mostrado conformidad con el proyecto en relación a los tribunales orales de Valparaíso, Viña del Mar y juzgado de cobranza laboral y previsional. 

Sin embargo, estiman que se debiera asignar un juez más para el Juzgado de Garantía de San Felipe por su alta carga de audiencias, que supera las 5.000 al año. 

En relación al Tribunal de Familia de Viña del Mar, el proyecto alude una composición actual de 7 jueces, lo cual es erróneo ya que dicho tribunal mantiene una dotación actual de 8 jueces. 

Creen además que se debe nombrar un juez adicional para el Tribunal Oral en lo Penal de San Antonio.

Santiago: Se muestra disconforme con el proyecto; estiman que no se consideran las cargas de trabajo reales y el aumento efectivo de un 43% en materia penal que lleva el presente año 2015. Tampoco tienen presente el incremento de causas en juicio oral que traerá consigo la modificación a la ley de control de armas y el proyecto de modificación del Código Penal. No obstante, proponen destinar igualmente un 50% de los jueces con nombramiento pendiente.

San Miguel: no tienen observaciones.

Rancagua: Se encuentra conforme con el proyecto.

Talca: se encuentra conforme con el proyecto.

Chillán: no tienen observaciones.

Concepción: Estiman que para el Juzgado de Letras del Trabajo se requieren 3 jueces adicionales y no solo dos como los contempla el proyecto, lo que se podría superar sin costo con la eliminación del juez de cobranza adicional que se pretende crear. Creen que se requerirían además tres jueces para el tribunal oral en lo penal y uno para el juzgado de Garantía de Concepción. Se manifiestan de acuerdo en mejorar la situación de los juzgados de letras de Lebu y Cabrero, pero no se explican porque no se aumenta también la dotación de Curanilahue y Mulchén con cargas similares. Además creen innecesario un nuevo juez de Cobranza por no existir problemas en dicho tribunal.

Temuco: Si bien están conformes con el proyecto, creen que no es proporcional al alto ingreso de causas que presentan. Estiman que se hace necesario en relación a las cargas de trabajo considerar un nuevo juez para los Juzgados de composición múltiple de Collipulli, Traiguén, Lautaro y Carahue.

Valdivia: no tienen observaciones.

Puerto Montt: se encuentra de acuerdo con el proyecto.

Coyhaique: no tienen observaciones.

Punta Arenas: no tienen observaciones.

Concluyó que en su mayoría, existe conformidad con la distribución de jueces y creación de nuevos tribunales, existiendo disconformidad sólo en cuanto a la necesidad de aumentar aún más las dotaciones. Destacó que su Asociación no se encuentra en condiciones de determinar a qué tribunales debiera suprimírsele un juez a objeto de aumentar la dotación de otro tribunal. 

Manifestó que se debe instar por futuros proyectos de ley que tengan por objeto aumentar las dotaciones en forma equitativa con el objeto de procurar una justicia oportuna y de calidad. Sin perjuicio de lo anterior, compartió algunas aprensiones en cuanto a la forma de medición de las cargas de trabajo y de los elementos que se consideran para su determinación.

El diputado señor Trisotti preguntó si la Asociación Nacional de Magistrados ha elaborado una propuesta diversa de distribución de los 71 jueces que se suprimen en la Región Metropolitana, descontados los seis que se asignan a los nuevos tribunales que se crean.

El diputado señor Chahin afirmó que las representantes de la Asociación Nacional de Magistrados señalaron que respecto de la IX región estiman necesario considerar un nuevo juez para los Juzgados de composición múltiple de Collipulli, Traiguén, Lautaro y Carahue. Preguntó si esos juzgados tienen más necesidades que otros a los cuales si se les están asignando nuevos jueces. Afirmó que sería inaceptable que a otros tribunales con una menor carga de trabajo si se les asigne un nuevo juez.

Por otra parte, hizo presente que en esta Comisión se ha debatido largamente sobre los tribunales que tienen competencia sobre los asuntos que se susciten en la comuna de Teodoro Schmidt. Una parte de la población de la comuna, por hallarse geográficamente más cerca de la comuna de Nueva Imperial desea que los tribunales de esta última comuna continúen conociendo de los asuntos judiciales de los vecinos de Teodoro Schmidt. Sin embargo, otro sector de la comuna, más cercana a Toltén, prefiere que sean los tribunales de esta ciudad los que conozcan de sus asuntos o contiendas judiciales.

Preguntó si se ha estudiado la posibilidad de crear un nuevo tribunal en Teodoro Schmidt, en vez de destinar un nuevo juez al tribunal de Nueva Imperial.

La diputada señora Turres, doña Marisol, preguntó qué nexo han tenido con el Ejecutivo o con la Corte Suprema en la elaboración de esta iniciativa.

El diputado señor Rincón solicitó al Ejecutivo que estudie la posibilidad de facilitar la designación de un reemplazante de los Secretarios de tribunales, dado que hoy el mecanismo resulta demasiado engorroso. Cuando se ha tramitado totalmente el decreto de la suplencia, el titular ya ha regresado de su licencia. Consideró que el juez o la Corte debieran estar facultados para resolver sobre esta materia. 

El diputado señor Andrade manifestó que la Asociación de Magistrados ha señalado su acuerdo con el proyecto, lo que no obsta a que hagan presente algunas necesidades de tribunales de algunas comunas.

Por otra parte, sostuvo que se han presentado dificultades respecto del cumplimiento ejecutivo de las sentencias en materia laboral. Preguntó si ello ocurre por insuficiencias de nuestra legislación o bien por problemas imputables a los tribunales. Informó que suelen llegar a oficinas de los parlamentarios trabajadores que cuentan con sentencias favorables en materia laboral, pero que al mismo tiempo no tienen posibilidad alguna de hacerlas efectivas.

La señora Cohen aclaró que comparten la idea de legislar y apoyan su contenido. Solo recibieron la opinión desfavorable de sus asociados de Concepción, quienes no comparten la propuesta de incorporar un juez de cobranza adicional. Todas las regionales comparten el contenido del proyecto. Solo han dado cuenta de necesidades adicionales a las que el proyecto satisface. 

Informó que sus asociados de la IX región se han manifestado de acuerdo con incorporar un nuevo juez al tribunal de Nueva Imperial.

Por último, informó que tienen una buena comunicación con las autoridades de Gobierno, no así con la Corte Suprema, tribunal que ha optado por recibir a sus asociados por estamento, decisión que la Asociación Nacional de Magistrados ha rechazado.

En relación con la propuesta de flexibilizar el mecanismo de suplencias de Secretarios de tribunal, indicó que compartían la inquietud del diputado Rincón. Con todo, hizo presente que el impedimento para ello se encuentra en una norma constitucional. El artículo 78 de la Carta Fundamental dispone que “cuando se trate del nombramiento de ministros de Corte suplentes, la designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de los jueces, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas designaciones no podrán durar más de sesenta días y no serán prorrogables”. La Corte ha entendido que su facultad se limita para nombrar ministros y jueces suplentes, no secretarios.

Respecto de la consulta formulada por el diputado Andrade señaló que participaron como Asociación en una mesa de trabajo que se encuentra elaborando un proyecto de ley sobre cobranza ejecutiva y laboral, instancia donde se abordó la dificultad de ejecutar algunas sentencias en materia laboral. Indicó que algunas de las dificultades que se aprecian en esta materia dicen relación con la redacción de la parte resolutiva de los fallos, con la distracción de los bienes de parte de los empleadores que han sido condenados, a un cierto temor de algunos jueces laborales a la hora de decretar medidas precautorias y a la sobrecarga laboral de los tribunales.

El Director (S) de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Zvonimir Koporcic, explicó que a la Corporación le corresponde la administración de los recursos humanos, financieros y tecnológicos del Poder Judicial. 

Informó que la distribución de los 77 jueces se efectuó en base a modelos estadísticos.

Hizo presente que sus estándares constatan que se necesitan 186 nuevos jueces a nivel nacional. Por ello resulta entendible que la Asociación Nacional de Magistrados sostenga que exista una demanda insatisfecha. Este proyecto de ley distribuye 77 jueces que se encuentran disponibles a partir de vacantes no cubiertas de la reforma procesal en la Región Metropolitana. Por tanto solo se cubre el 40% de los requerimientos del Poder Judicial.

Añadió que desde la implementación de la reforma procesal penal, de familia y laboral se ha registrado un aumento sostenido en el número de ingreso de causas. En materia penal, entre el año 2006 y 2014 el número de causas judicializadas han aumentado en un 39%, sin contar aquellas causas que terminan en el Ministerio Público sin que lleguen a tribunales; en materia de familia han aumentado en un 37%; en materia laboral, entre los años 2010 y 2014 el ingreso de causas ha aumentado en un 31% y en materia de cobranza, entre los años 2006 y 2014 el ingreso de causas ha aumentado en un 560%.

Explicó que para determinar el número de jueces que se requieren elaboraron un modelo que contempla seis criterios, a saber:

a) La necesidad de reforzar por carga de trabajo; 

b) Tribunales que ya han recibido ayuda mediante la figura del juez destinado;

c) Los tribunales que han aplicado el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, en virtud del cual se permite al Secretario actuar como juez. Dicho artículo dispone que: “Tratándose de juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, las Cortes de Apelaciones podrán ordenar que los jueces se aboquen de un modo exclusivo a la tramitación de una o más materias determinadas, de competencia de su tribunal, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.

La Corporación Administrativa del Poder Judicial informará anualmente a las Cortes de Apelaciones y al Ministerio de Justicia respecto de la aplicación que hubiese tenido el sistema de funcionamiento extraordinario y de las disponibilidades presupuestarias para el año siguiente.”

d) Necesidad de reforzamiento por juez alterno, que se aplica a aquellos tribunales orales en lo penal, en caso de ausencia de uno de los magistrados.

e) Necesidad de nuevos juzgados, como sucede en Mejillones, Alto Hospicio y Puerto Williams. 

f) Que la infraestructura del tribunal permita recibir al nuevo juez que se destina en forma inmediata.

Respecto del primer criterio o indicador, expresó que se consideró la cantidad de ingresos por causas en un período de doce meses. A partir de tales cifras se fijó un estándar. En Garantía 1800 causas ingresadas en un año; en tribunales orales en lo penal, para una Sala de tres jueces, 95 causas; en tribunales de familia 1600 causas; en materia laboral 500 causas; en cobranzas 10600 causas, en materia civil 8000 causas. 

La medición de esta carga de trabajo se hizo durante el año 2013, y posteriormente, de junio de 2013 a junio de 2014.

Se informó que se requería de jueces adicionales cada vez que el número de ingresos superaba en un 25% el estándar antes mencionado.

Hizo presente la dificultad que significa que un solo juez conozca materias penales, civiles, de familia y laboral.

Otro criterio relevante se vincula con el reforzamiento por juez alterno, que dice relación con la necesidad de la presencia de un cuarto juez en tribunales orales en lo penal que tienen tres jueces. Con ello se evitan gastos en suplencia y permite asegurar el agendamiento de juicios orales durante todo el año. 

Por otra parte, explicó que en Alto Hospicio y Mejillones se justifica un nuevo tribunal por el crecimiento demográfico que han experimentado esas comunas. En Puerto Williams la justificación se funda en el aislamiento geográfico de la comuna. Se encuentra a 33 horas de navegación de Porvenir, que es el tribunal que les corresponde hoy.

Reiteró que este proyecto solo satisface el 40% de la demanda real de jueces adicionales.

El Subsecretario de Justicia, señor Ignacio Suárez sostuvo que este proyecto acerca la justicia a la ciudadanía creando nuevos tribunales y ampliando la planta de jueces. Explicó que como Ejecutivo se han ceñido al informe técnico proporcionado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

Respecto de la observación formulada por el diputado Rincón reconoció que existe una falencia en la celeridad del proceso de designación de suplencias en el Poder Judicial. Con todo, indicó que esa materia excede los ámbitos de esta iniciativa.

En relación a la observación formulada por el diputado Andrade informó que se encuentran estudiando la ejecución de las sentencias en materia civil y laboral. Se comprometió a estudiar esta materia en el futuro.

El diputado señor Trisotti señaló que, tal como hizo presente la Corte Suprema, llama la atención que no se haya traído toda la competencia territorial al considerar el nuevo tribunal en la comuna de Alto Hospicio, dejando fuera la competencia en lo civil.

Asimismo, preguntó cuál fue la razón de que solo en el caso de Alto Hospicio se haya adoptado esta medida y no en los tribunales de Puerto Williams y Mejillones.

El diputado señor Coloma preguntó por qué razón se disminuye un juez en el Juzgado de Talagante.

El asesor legislativo del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo, expresó que el objeto de este proyecto de ley es aprovechar los recursos provenientes de los 77 jueces que no se han nombrado en la Región Metropolitana producto de la reforma procesal penal, uno de los cuales efectivamente estaba asignado al tribunal de Talagante.

El proyecto se limita a aprovechar los recursos disponibles y resolver las situaciones más críticas que existen hoy.

La distribución de jueces a lo largo del país se llevó a cabo a partir del estudio técnico elaborado por el propio Poder Judicial, dado que ellos son los únicos que se encuentran en condiciones de ponderar cuáles son los lugares que tienen mayores necesidades. Añadió que también recibieron las observaciones efectuadas por la Asociación de Magistrados. Al respecto hizo presente que la fundamentación de tales observaciones se basaba en el ingreso de causas, en circunstancias que ese es solo uno de los parámetros o criterios utilizados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial para realizar su propuesta.

En relación con la creación del tribunal de la comuna de Alto Hospicio, sostuvo que el Poder Judicial estimó que se le deberían otorgar las competencias que se establecen en el proyecto. Sin embargo, consideró que dado el crecimiento demográfico de esa comuna puede que la dotación de tres jueces sea insuficiente.

El señor Koporcic explicó que lo que hace el proyecto es distribuir los 77 jueces de la Región Metropolitana que no fueron finalmente nombrados, a raíz de la reforma procesal penal. Entre ellos se cuenta un juez en Talagante.

En relación con el tribunal de la comuna de Alto Hospicio expresó que los tres jueces que se nombran tendrán la competencia de un juez de garantía, de familia, laboral y cobranza. La razón para excluir la competencia civil se debe a que el 90% de las causas civiles de los tribunales de Iquique están vinculadas a Bancos y Casas Comerciales, que prácticamente no existen en Alto Hospicio. Sin embargo, todo indica que en un futuro cercano será necesario contar con un tribunal civil en dicha comuna.

El diputado señor Andrade solicitó se remitan los estudios elaborados por el Poder Judicial para distribuir los nuevos tribunales, dado que al menos en los tribunales orales en lo penal al parecer existe espacio para aumentar la carga de trabajo.

El diputado señor Soto compartió la opinión del diputado Andrade. En los tribunales orales en lo penal, de acuerdo a las cifras proporcionadas por el representante de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, existen en promedio 95 juicios al año. Dividido por doce se llega a la cifra de 7,9 juicios al mes. Como se trata de tribunales de tres jueces, cada uno de ellos redacta 2,6 sentencias al mes.

2.- Discusión Particular.

Se sometió a votación, sin debate, la totalidad del articulado del proyecto de ley en informe, el que fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo.

Asimismo, se facultó a la Secretaría para efectuar las siguientes modificaciones:

1.- Para reemplazar el literal a) del numeral 10) del artículo 5°, que dispone “a) Intercálase en su letra A, tras la expresión “Chilena”, la frase “, con excepción de la comuna de Cabo de Hornos””, por la siguiente:

“a) Reemplazase en su letra A, la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena”, por “la provincia de Magallanes”.

2.- Para reemplazar el numeral 3) del artículo 7°, que dispone “3) Intercálase, en su letra l), tras la expresión “Chilena”, la frase “, con excepción de la Comuna de Cabo de Hornos”” por el siguiente: 

“3) Elimínase en su letra l) la expresión “y Antártica Chilena”.”.

3.- Para reemplazar el literal b) del numeral 1) del artículo 8°, que dispone “b) Reemplázase la expresión “y Porvenir”, por la frase “, Porvenir y las comunas de la provincia de la Antártica Chilena” por el siguiente:

“b) Reemplázase la expresión “y Porvenir”, por la frase “, Porvenir y Cabo de Hornos”.”

4.- Para sustituir en el inciso segundo del artículo 10 la expresión “10 jueces” por “nueve jueces”.

5.- Para suprimir en el artículo 12 la expresión “y los juzgados de letras y garantía,”.

6.- En el artículo 1° transitorio, se sustituye la referencia a los literales c) y m) del artículo 5°, por “d) y n)”. También se sustituye las referencias a los literales “b) y e)” del artículo 6° por los siguientes: “c) y f)”:

-o-

Los diputados señores Chahin, don Fuad y Saffirio, don René, presentaron indicación para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo 7° transitorio.- En un plazo de tres meses contados desde la publicación de esta ley el Ministerio de Justicia deberá informar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados sobre la factibilidad y conveniencia de crear un juzgado de competencia común en la comuna de Teodoro Schmidt, destinando al efecto el segundo juez que mediante la presente ley se asigna al juzgado de competencia común de Nueva Imperial.”

La Secretaría de la Comisión, frente a algunos cuestionamientos sobre la admisibilidad de la indicación, hizo presente que el Tribunal Constitucional ha estimado que indicaciones parlamentarias introducidas durante la discusión de la Ley de Presupuestos exigiendo determinados antecedentes resultan perfectamente válidas.

El señor Suárez explicó que el Ejecutivo, de aprobarse esta indicación, hará las gestiones y consultas ante el Poder Judicial para requerir esa información.

El diputado señor Andrade destacó que las solicitudes de información no deben consagrarse en la ley. Propuso enviar un oficio al Ejecutivo requiriendo esa información.

Sometida a votación la indicación fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René y Trisotti, don Renzo. Votaron en contra los diputados señores Andrade, don Osvaldo y Soto, don Leonardo. Se abstuvo el diputado señor Coloma, don Juan Antonio.

III. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

De conformidad a lo establecido en el Nº 4 artículo 302 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que debe ser conocido por la Comisión de Hacienda el artículo 6° transitorio del proyecto en informe.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES.

No hay artículos ni indicaciones en tal sentido.

V. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°.- Créase un juzgado de letras de familia, garantía y del trabajo, con asiento en la comuna de Alto Hospicio, con competencia sobre la misma comuna.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y cuatro auxiliares.

Dicho tribunal contará con un Comité de Jueces y su respectivo Presidente, siendo aplicable, en tanto fueren compatibles, las disposiciones contenidas en los artículos 22, 23 y 24 del Código Orgánico de Tribunales. En cuanto a su estructura administrativa, se estará a lo previsto en el artículo 27 quáter del mismo Código.

Artículo 2°.- Créase un juzgado de letras de competencia común, con asiento en la comuna de Mejillones y con competencia sobre la misma comuna.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.

Artículo 3°.- Créase un juzgado de letras de competencia común, con asiento en la comuna de Cabo de Hornos y con competencia sobre las comunas de la provincia de la Antártica Chilena.

Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un consejero técnico, un oficial 1°, dos oficiales 2°, tres oficiales 3° y un oficial de sala.

Artículo 4°.- En los casos que se indican en los artículos 2° y 3°, el juez de letras de la jurisdicción respectiva cumplirá, además de sus funciones propias, las de juez de garantía.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

1) Modifícase el artículo 16, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “Iquique, con cinco jueces”, por la expresión “Iquique, con siete jueces”.

b) Sustitúyese la frase “con competencia sobre las comunas de Iquique y Alto Hospicio.”, por la expresión “con competencia sobre la misma comuna.”.

c) Reemplázase la expresión “Calama, con tres jueces,”, por “Calama, con cuatro jueces,”.

d) Suprímese la expresión “Mejillones,”.

e) Reemplázase la expresión “Viña del Mar, con siete jueces,”, por “Viña del Mar, con ocho jueces,”.

f) Reemplázase la expresión “Quilpué, con dos jueces,”, por “Quilpué, con tres jueces,”.

g) Reemplázase la expresión “Graneros, con un juez,”, por “Graneros, con dos jueces,”.

h) Reemplázase la expresión “Rancagua, con seis jueces,”, por “Rancagua, con siete jueces,”.

i) Reemplázase la expresión “San Vicente, con un juez,”, por “San Vicente, con dos jueces,”.

j) Reemplázase la expresión “San Fernando, con dos jueces,”, por “San Fernando, con tres jueces,”.

k) Reemplázase la expresión “Talca, con cuatro jueces,”, por “Talca, con cinco jueces,”.

l) Reemplázase la expresión “Puerto Varas, con un juez,”, por “Puerto Varas, con dos 
jueces”.

m) Reemplázase la expresión “Puerto Montt, con cuatro jueces”, por “Puerto Montt, con seis jueces”.

n) Reemplázase, dentro del párrafo “Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena”, la expresión “, Punta Arenas, Navarino y Antártica” por la frase “y Punta Arenas”.

ñ) Reemplázase la expresión “Talagante, con siete jueces” por la frase “Talagante, con seis jueces”.

o) Sustitúyese la frase “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,” por la expresión “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.

p) Reemplázase la expresión “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”.

q) Sustitúyese la frase “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,”.

r) Reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.

s) Sustitúyese la frase “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.

t) Reemplázase la expresión “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la frase “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.

u) Reemplázase la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.

v) Sustitúyese la frase “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

w) Reemplázase la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

x) Sustitúyese la frase “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,” por la expresión “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.

y) Reemplázase la expresión “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.

z) Sustitúyese la frase “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.

2) Modifícase el artículo 21, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la expresión “Iquique, con nueve jueces,”, por “Iquique, con once jueces,”.

b) Reemplázase la expresión “Calama, con tres jueces,”, por “Calama, con seis jueces,”.

c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con nueve jueces,”, por “Antofagasta, con diez jueces,”.

d) Reemplázase la expresión “Ovalle, con tres jueces,”, por “Ovalle, con cinco jueces,”.

e) Reemplázase la expresión “San Felipe, con tres jueces,”, por “San Felipe, con cuatro jueces,”.

f) Reemplázase la expresión “Los Andes, con tres jueces,”, por “Los Andes, con cuatro jueces,”.

g) Reemplázase la expresión “Viña del Mar, con doce jueces,”, por “Viña del Mar, con trece jueces,”.

h) Reemplázase la expresión “Valparaíso, con doce jueces,”, por “Valparaíso, con quince jueces,”.

i) Reemplázase la expresión “San Fernando, con tres jueces,”, por “San Fernando, con cuatro jueces,”.

j) Reemplázase la expresión “Santa Cruz, con tres jueces,”, por “Santa Cruz, con cuatro jueces,”.

k) Reemplázase la expresión “Cauquenes, con tres jueces,”, por “Cauquenes, con cuatro jueces,”.

l) Reemplázase la expresión “Angol, con tres jueces,”, por “Angol, con cuatro jueces,”.

m) Reemplázase la expresión “Villarrica, con tres jueces,”, por “Villarrica, con cuatro jueces,”.

n) Reemplázase la expresión “Castro, con tres jueces,”, por “Castro, con cuatro jueces,”.

ñ) Reemplázase la expresión “Coihaique, con tres jueces,”, por “Coihaique, con cuatro jueces,”.

o) Sustitúyese el sustantivo “Navarino”, por la expresión “Cabo de Hornos”.

p) Reemplázase la expresión “Arica, con seis jueces,”, por “Arica, con diez jueces,”.

q) Sustitúyese la expresión “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con doce jueces,”.

r) Reemplázase la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con veinticuatro jueces,” por la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con diecinueve jueces,”.

s) Sustitúyese la expresión “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con nueve jueces,”.

t) Reemplázase la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con veintisiete jueces,” por la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo penal de Santiago, con trece jueces,”

3) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su letra A, la palabra “Mejillones” y la coma (,) que la antecede.

b) Incorpórase en su letra B tras la expresión “María Elena, con competencia sobre la misma comuna;”, el siguiente párrafo nuevo: “Un juzgado con asiento en la comuna de Mejillones, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna;”.

4) Intercálase en el artículo 32, letra B, después de la frase “comuna de Quintero”, la expresión “con dos jueces”, precedida de una coma (,).

5) Modifícase el artículo 33, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase después de la frase “comuna de San Vicente,” la expresión “con dos jueces,”.

b) Intercálase después de la expresión “comuna de Peumo,” la frase “con dos jueces,”.

c) Intercálase después de la frase “comuna de Peralillo,”, la expresión “con dos jueces,”.

6) Modifícase el artículo 34, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase después de la expresión “comuna de Molina”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase después de la frase “comuna de San Javier,”, la expresión “con dos jueces,”.

7) Modifícase el artículo 35, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase después de la expresión “comuna de Bulnes”, la expresión “con dos jueces,”.

b) Intercálase tras la frase “comuna de Lebu,”, la expresión “con dos jueces,”.

c) Intercálase después de la expresión “comuna de Cabrero,”, la expresión “con dos jueces,”.

8) Modifícase el artículo 36, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase tras la frase “comuna de Nueva Imperial,”, la expresión “con dos jueces,”.

b) Intercálase después de la expresión “comuna de Pucón,”, la expresión “con dos jueces,”.

9) Modifícase el artículo 37, letra B, en el siguiente sentido:

a) Intercálase tras la expresión “la comuna de Calbuco,”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase después de la frase “comuna de Quellón,”, incorpórase la expresión “con dos jueces,”.

10) Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

a) Reemplazase en su letra A, la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena”, por “la provincia de Magallanes”, 

b) Agrégase en su letra B, el siguiente párrafo segundo, nuevo, tras el punto aparte: 

“Un Juzgado con asiento en la comuna de Cabo de Hornos y con competencia sobre las comunas de la Provincia de la Antártica Chilena.”

11) Modifícase el artículo 39 bis, en el siguiente sentido:

a) Intercálase después de la expresión “comuna de Panguipulli”, la frase “con dos jueces,”.

b) Intercálase tras la frase “Un Juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno,”, incorpórase la expresión “con dos jueces,”.

12) Reemplázase en la letra n) del artículo 55 la frase “las provincias de Valdivia y Osorno, de la Décima Región de Los Lagos” por “las provincias de Valdivia y Ranco, de la Décimo Cuarta Región de Los Ríos y la provincia de Osorno de la Décima Región de Los Lagos”.

Artículo 6°.- Modifícase el Código del Trabajo, en el siguiente sentido:

1) Modifícase el artículo 415 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su letra a), la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio”, por la expresión “la comuna de Iquique”.

b) Reemplázase en su letra b) la expresión “Antofagasta, con tres jueces,”, por la frase “Antofagasta, con cuatro jueces,”.

c) Elimínase en su letra b) la expresión “, Mejillones”.

d) Reemplázase en su letra e) la expresión “Valparaíso, con tres jueces,”, por “Valparaíso, con cinco jueces,”.

e) Reemplázase en su letra h) la expresión “Concepción, con tres jueces,”, por “Concepción, con cinco jueces,”.

f) Reemplázase, en su letra l) la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena”, por “la provincia de Magallanes”.

g) Reemplázase en su letra m), la expresión “Santiago con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno,” por la frase “Santiago con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno,”.

2) Modifícase el artículo 416 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su letra a), la expresión “Valparaíso, con un juez,”, por la frase “Valparaíso, con dos jueces,”.

b) Reemplázase en su letra b), la frase “Concepción, con un juez,”, por la expresión “Concepción, con dos jueces,”.

c) Reemplázase en su letra c), la expresión “San Miguel, con un juez,”, por la frase “San Miguel, con dos jueces,”.

d) Reemplázase en su letra d), la frase “Santiago, con seis jueces,”, por la expresión “Santiago, con ocho jueces,”.

Artículo 7°.- Modifícase el artículo 4° de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en su letra a), la expresión “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por la frase “la comuna de Iquique”.

2) Suprímese en su letra b), la expresión “, Mejillones”.

3) Elimínase en su letra l) la expresión “y Antártica Chilena”.”.

Artículo 8°.- Modifícase la ley N°19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales de la siguiente forma:

1) Incorpórase al artículo 3° las siguientes enmiendas:

a) Intercálase a continuación de la expresión “María Elena” lo siguiente: “, Mejillones”.

b) Reemplázase la expresión “y Porvenir”, por la frase “, Porvenir y Cabo de Hornos”.

2) Suprímese, en el número 4 ter del artículo 1° transitorio, la oración “; y hasta 30 cargos en el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.”.

Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.022, que Crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica:

1) Modifícase el artículo 1°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en la letra a) la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por “la comuna de Iquique”;

b) Elimínese en la letra b) la expresión “, Mejillones”; 

c) Sustitúyese en la letra k bis) la frase “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”.

2) Suprímese, en el inciso final de su artículo 3, la oración “los juzgados de letras del trabajo de Valparaíso y Concepción contarán con: tres jueces, un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1º, tres administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares; y”.

3) Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:

a) Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.

b) Juzgados con dos jueces: un administrador, un jefe de unidad, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, tres administrativos 2, un administrativo 3° y un auxiliar.

c) Juzgados con ocho jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, ocho administrativos 2°, seis administrativos 3 ° y dos auxiliares.”.

Artículo 10.- Los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, que en virtud de la presente ley aumenten o disminuyan su cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, salvo en aquellos casos en que el resultado de ese aumento o disminución implique alcanzar un número de jueces suficiente para constituir una nueva sala o reducir una o más salas. En estos últimos casos, el respectivo Tribunal ajustará su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 7° de la ley N° 19.665.

Tratándose de aquellos tribunales de juicio oral en lo penal que por aplicación de la presente ley aumenten o disminuyan sus jueces en cantidad suficiente para crear o reducir una o más salas, pero cuya cantidad total de jueces resulte en una cifra no prevista por el artículo 7° de la ley N° 19.665, la planta de personal del respectivo tribunal se ajustará a la inmediatamente inferior que dicho artículo contemple. De esta forma, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Arica contará con la planta de personal de un tribunal con nueve jueces, el Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con dieciocho jueces, y el Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con doce jueces.

Artículo 11.- Los Juzgados de Garantía que por aplicación de la presente ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, con excepción de las siguientes reglas:

a) El Juzgado de Garantía de Iquique, que contará con 7 jueces, tendrá cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Personal de Empleados del Poder Judicial.

b) El Juzgado de Garantía de Puerto Montt, que contará con 6 jueces, tendrá tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

c) El Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, que contará con 12 jueces, tendrá cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y 31 funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

Los juzgados de garantía que por aplicación de la presente ley disminuyan su cantidad de jueces, ajustarán su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 6° de la ley 
N° 19.665.

Artículo 12.- Los juzgados de letras que por aplicación de la presente de ley pasan a contar con dos jueces, mantendrán inalterable la actual planta de personal de funcionarios y empleados, no siéndoles aplicables las disposiciones contenidas en el artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales. No obstante lo anterior, deberán contar con un administrador, suprimiéndose el cargo de secretario en el respectivo tribunal.

Artículo 13.- Los Juzgados de Letras del Trabajo que en virtud de la presente ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada la actual planta de personal de los funcionarios y empleados que lo conforman, con excepción de las reglas siguientes:

a) Los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso y Concepción, que contarán con cinco jueces cada uno, tendrán un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1°, seis administrativos 2°, tres administrativos 3° y cinco auxiliares. 

b) Los dos Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, que contarán con 16 jueces cada uno, tendrán un administrador, tres jefes de unidad, nueve administrativos jefe, diez administrativos 1°, diez administrativos 2°, ocho administrativos 3° y ocho auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de su fecha de publicación en el Diario Oficial, a excepción de las disposiciones que se indican a continuación, cuya vigencia se iniciará transcurridos 12 meses desde su publicación:
-Artículo 1°;

-Artículo 2°;

-Artículo 3°;

-Artículo 5°, números 1) letras b), d) y n), 3) y 10);

-Artículo 6° N° 1) letras a), c) y f);

-Artículo 7°;

-Artículo 8° N° 1.

Artículo 2° Transitorio.- En los juzgados a que alude el artículo 12, el funcionario que cumpla las funciones de Secretario se mantendrá en su cargo mientras cumpla los requisitos para ello. En caso de vacancia por cualquier causa, el cargo quedará suprimido por el sólo ministerio de la ley, debiendo ser inmediatamente provisto el de Administrador creado por la presente ley. 

Durante el tiempo que se mantenga en funciones el Secretario del tribunal, éste ejercerá las facultades que le asignan las letras b), c), d), e) y f) del artículo 389 B del Código Orgánico de Tribunales. Las funciones establecidas en las letras g), i) y j) del mismo artículo, serán realizadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en tanto se provea el cargo de Administrador.

Artículo 3° Transitorio.- Los empleados de los tribunales a los que se les reduce la planta autorizada, deberán optar por desempeñarse en cargos similares vacantes en otros tribunales de la respectiva jurisdicción, de acuerdo a las reglas siguientes:

a) Dentro de los siguientes 90 días posteriores a la publicación de esta ley, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados cuyos cargos son suprimidos por aplicación de los cambios de planta de personal, ordenados según grado, de acuerdo a las calificaciones obtenidas en el año anterior y la antigüedad en el servicio, considerando ambos factores con igual ponderación. Deberá formarse una nómina por cada tipo de tribunal a que se refiere este artículo. 

b) El personal de la nómina deberá ser notificado de los cargos vacantes disponibles en los tribunales del territorio jurisdiccional de la respectiva Corte de Apelaciones. 

c) Los funcionarios dispondrán de un plazo de 5 días hábiles, contados desde la fecha de notificación de los cargos vacantes disponibles, para manifestar al Presidente de la Corte de Apelaciones su voluntad de ser traspasado a alguno de los cargos informados. 

d) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva procederá a traspasar a los funcionarios, según las preferencias manifestadas y la ubicación en la nómina elaborada para cada grado. 

Para efectos de este proceso los tribunales de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel, se considerarán como pertenecientes a la misma jurisdicción. Los Presidentes de esas Cortes de Apelaciones deberán coordinar el proceso de traspaso del personal afectado, a fin de proveer los cargos disponibles. 

En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva destinación.

Artículo 4° Transitorio.- Los cargos de empleado que permanezcan vacantes luego de producido el traspaso regulado en los artículos precedentes, serán provistos mediante las reglas de concurso que contempla el Código Orgánico de Tribunal.

Artículo 5° Transitorio.- Los empleados que no resulten ser traspasados de acuerdo al artículo 3° transitorio de la presente ley tendrán derecho a continuar desempeñándose en un cargo en extinción, de igual grado y remuneración, adscrito al respectivo tribunal, hasta que se produzca un cargo vacante del mismo grado en algún tribunal del mismo tipo de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones respectiva. Para este solo efecto, créanse en los referidos tribunales los cargos adscritos antes señalados. Estos cargos se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el empleado correspondiente o cuando este sea traspasado a otro tribunal de conformidad a lo señalado precedentemente.

Artículo 6° Transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial, y en lo que faltare con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Artículo 7° transitorio.- En un plazo de tres meses contados desde la publicación de esta ley el Ministerio de Justicia deberá informar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados sobre la factibilidad y conveniencia de crear un juzgado de competencia común en la comuna de Teodoro Schmidt, destinando al efecto el segundo juez que mediante la presente ley se asigna al juzgado de competencia común de Nueva Imperial.”

-o-

Tratado y acordado en sesiones de 13 de mayo y 4 de junio de 2015, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo (Presidente) Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2015.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
13. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, “sobre probidad en la Función Pública.” (boletín N° 7616-06)
“Honorable Cámara:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento viene en informar, en tercer trámite constitucional, el proyecto de la referencia, originado en mensaje del ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique.

Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia la que ha calificado de “suma” para todos sus trámites constitucionales, motivo por el cual esta Cámara cuenta con un plazo de 15 días para afinar su tramitación, término que vence el día 17 de junio próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 2 de junio, recién pasado.

Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración de la Ministra Secretaria General de la Presidencia(S), señora Patricia Silva; de la asesora legislativa de esa secretaría de Estado, señorita Valeria Lübbert; de la representante de la fundación Datos Protegidos, señorita Romina Garrido; de la representante de la fundación Ciudadano Inteligente, señorita María Jaraquemada y del asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery.

Por acuerdo de fecha 2 de junio del año en curso y en virtud de lo señalado en el artículo 120 del Reglamento, los Jefes de los Comités Parlamentarios dispusieron el envío a esta Comisión, por el plazo de dos semanas a contar de esa fecha, del proyecto en informe, devuelto por el Senado en tercer trámite constitucional, con el fin de que se pronuncie acerca de los alcances de las modificaciones introducidas por aquél, recomendando su aprobación o rechazo.

Se hace presente que para el tratamiento del articulado se tomará como referencia la numeración dada por la Cámara.
Finalmente, debe consignarse que el Senado calificó como normas de carácter orgánico constitucional y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores diputados en ejercicio, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 y 84, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, los siguientes artículos del proyecto:
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de declaración de intereses y patrimonio que señala los incisos tercero y cuarto del artículo 8º de la Carta Fundamental, los siguientes artículos del proyecto: 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 46, 47, 48, 49, números 1) y 6) del 55, 56, 57, 58, 1º transitorio y 2º transitorio. 
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado: artículo 2º.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, los siguientes artículos del proyecto: 9º, 10, 11, número 1) del 44 y 54.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de declaración de intereses y patrimonio, y en la ley orgánica de Municipalidades: artículo 12.
- En razón de incidir en la ley orgánica que fija la organización y atribuciones de los tribunales: artículos 13, 50 y Nº 3) del 55.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículos 14 y 15.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional que fija la organización y atribuciones de los tribunales y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículos 16 y 18.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional que fija la organización y atribuciones del Ministerio Público y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículo 17.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones y en la relativa a la declaración de intereses y patrimonio: artículo 19 y número 7) del 55.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Banco Central: artículos 20 y 53.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional: números 3) y 4) del artículo 44.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional de Contraloría General de la República y de Bases Generales de la Administración del Estado: artículo 45.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional: número 2) del artículo 55.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional: número 4) del artículo 55.

- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Ministerio Público: número 5) del artículo 55.
- En razón de incidir en la ley orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones: número 8) del artículo 55.

CONTENIDO DE LAS ENMIENDAS APROBADAS POR EL H. SENADO, SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS
La ministra Secretaria General de la Presidencia(S), señora Patricia Silva explicó que en el Senado se introdujeron las siguientes modificaciones al proyecto de ley en discusión, en lo que dice relación con la declaración de intereses y patrimonio:
a) Se agregan nuevos sujetos obligados: Se ordena en numerales el artículo 4° y se incorporan nuevos sujetos obligados a realizar declaraciones de interés y patrimonio: los ministros consejeros y los cónsules; los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos; el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República; los directores y gerentes de las empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes; los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o que tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración; las autoridades, funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente; las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan; los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado, y los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.
b) Se establece la obligación de efectuar una actualización anual de la declaración con prescindencia si existe o no un hecho relevante (artículo 5°). El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados establecía la actualización obligatoria cada dos años, más cada vez que ocurra un hecho relevante. En el texto aprobado por el Senado se establece el deber de actualizar la declaración de intereses y patrimonio anualmente, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones. Asimismo, se eliminó el deber de actualizar la declaración por la ocurrencia de un hecho relevante. Añadió que se realiza una referencia explícita a la protección de los datos personales.
c) Se hace explícita la protección de datos personales contenidos en la declaración (artículo 5°). Indicó que al carácter público de las declaraciones se agrega el resguardo de los datos personales conforme a la ley N° 19.628.
d) Se elimina la publicación de declaraciones en sitio web de la Contraloría (artículo 5°). Manifestó que si bien se elimina esta publicación, se establece que el reglamento regulará la forma de remitir las declaraciones a la Contraloría General de la República y al Consejo para la Transparencia, para asegurar su acceso en portales de acceso público.
f) Se modifica remisión al reglamento (artículo 7°): Sostuvo que el artículo 5° aprobado por la Cámara de Diputados señalaba que “un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio, su actualización y las modificaciones, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley”. En el Senado esta norma fue incluida en el artículo 7° en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Sin embargo, en el informe complementario emitido por dicha Comisión se eliminó esta norma bajo el entendido de que no era necesaria, pese a los planteamientos del Ejecutivo en contra de tal eliminación.
g) Forma de la declaración (artículo 6°). Se dispone la realización de la declaración mediante formulario electrónico en los casos en que se encuentre disponible, y en su defecto por medio de declaraciones en papel, debidamente autentificadas por el ministro de fe respecto o notario.
h) Se perfeccionan normas sobre transparencia activa de las declaraciones (artículos 6° y 7°): Respecto de las autoridades obligadas a publicar su declaración se explicita que estas deben están disponibles en el sitio electrónico de la institución respectiva, mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Añadió que además, se establece que las declaraciones deberán enviarse al Consejo para la Transparencia para que estas se pongan a disposición de la ciudadanía en formato de datos abiertos y reutilizables.
Al respecto destacó que se aprecia una contradicción entre ambas reglas, pues una de ellas, el artículo 6°, aboga por la transparencia activa limitada a las autoridades superiores de los órganos del Estado y jefes de servicio, mientras que la otra consagra la publicidad de todas las declaraciones en formato de datos abiertos y reutilizables (el artículo 7°).
i) Se agregan más bienes e intereses en el contenido de la declaración (artículo 7°). Entre otras modificaciones a esta norma se cuentan las siguientes:
- Respecto de las actividades profesionales, la Cámara exigía incluir actividades realizadas hasta doce meses antes de asumir el cargo, lo que se reduce a las actividades que se realicen al momento de la declaración. 
- Se agregan derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.
- Respecto de las sociedades de que es controlador el declarante, se eliminó la exigencia de declarar las entidades (bienes inmuebles, valores y acciones) que posee la sociedad controlada.
- Se elimina la exigencia de indicar todo tipo de crédito con entidades financieras. Ello se comprenderá en la individualización del pasivo.
- Se agrega la individualización del cónyuge o conviviente civil. Tratándose de autoridades superiores de los órganos del Estado y jefes de servicio, además, se deberá individualizar a parientes en toda la línea recta por consanguineidad y hasta segundo grado en la colateral, y en el segundo grado de afinidad.
j) Inclusión de bienes de cónyuge y conviviente civil (artículo 8°). Se incluyen los bienes del cónyuge casado en sociedad conyugal o el conviviente civil que ha pactado comunidad de bienes. Respecto de los demás regímenes patrimoniales del matrimonio o de los bienes que conformen el patrimonio propio o reservado se dispone que la declaración será voluntaria. Asimismo, afirmó que se exige la inclusión de los intereses, sin importar el régimen patrimonial el matrimonio o de bienes por el que hubieren optado, salvo constancia expresa de que se haya negado la información. Respecto de los intereses y el patrimonio del cónyuge, se incorporó también al conviviente civil.
k) Se precisan deberes del jefe de servicio (artículo 9°). Se establece expresamente la obligación del jefe de servicio de remitir a la Contraloría las declaraciones de patrimonio e interés que se hubieren efectuado, dentro de los 30 días siguientes a aquel en que tome conocimiento de aquellas.
l) Se precisan atribuciones de la Contraloría (artículo 10°): Se mantienen las atribuciones de la Contraloría para fiscalizar la oportunidad, integridad y veracidad de las declaraciones, pero se agrega la referencia al artículo 9° de la ley N° 10.336.
m) Se modifican sanciones y procedimiento (artículo 11). Se unifican las conductas sancionables y el procedimiento sancionatorio a cargo de la Contraloría General de la República en un solo artículo. Se modifica el rango de sanciones. Se reducen de 20 a 10 días los plazos para apercibir y para contestar los cargos. Las sanciones se modifican de 10 a 30 UTM a 5 a 50 UTM, aumentando el margen de la sanción. Asimismo, se elimina la sanción por no efectuar declaración a quienes habiendo sido destituidos no la efectúan. Añadió que la sanción por incumplimiento sostenido por un periodo superior a cuatro meses se cambia de suspensión sin goce de remuneraciones, a cese en el ejercicio de las funciones, considerándose una falta grave a la probidad administrativa.
n) Se modifica el capítulo tercero, sobre los “otros sujetos obligados” a efectuar declaraciones de patrimonio e intereses. 
- Se amplía el deber de realizar declaraciones a los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los Secretarios de Comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria.
- Se incluye como sujetos obligados a los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales.
- Se realiza un nuevo orden respecto de la regulación de los tribunales, según si forman parte o no del Poder Judicial y estén sujetos o no a la superintendencia de la Corte Suprema.
- Se incorpora la regulación de los miembros del Consejo del Banco Central. En el texto aprobado por la Cámara se regulaba como modificación a la ley orgánica constitucional del Banco Central, lo que en el texto despachado por la Comisión de Gobierno Interior del Senado se reincorpora con el resto de los órganos autónomos.
Respecto del Mandato especial de administración de cartera de valores informó que se introdujeron las siguientes modificaciones:
a) Se reordenan artículos para mayor orden. 
b) Se elimina el Mandato de Administración General de Cartera.
Sólo se podrá efectuar mandato diversificado que incluye un plan de liquidación, bajo la denominación “mandato especial de administración de cartera de valores”. Se estimó que de mantener este tipo de mandato no se lograba el objetivo de eliminar los conflictos de intereses.
c) Se modifican criterios para constituir el mandato de forma obligatoria. Se establece un monto desde el cual es obligatorio constituir el mandato equivalente a 25.000 unidades de fomento en acciones. Por sobre dicho monto, o se constituye mandato o se debe enajenar el excedente de las acciones que sobrepasen la mencionada cifra. El texto aprobado por la Cámara establecía que el Presidente de la República, Ministros, senadores, diputados, consejeros regionales y Contralor General de la República debían constituir mandato por todo su patrimonio en acciones y valores emitidos por entidades constituidas en Chile; mientras que alcaldes, subsecretarios, intendentes, gobernadores respecto de su patrimonio vinculado al ejercicio de sus funciones. En el texto aprobado por la Comisión de Gobierno Interior del Senado, se obliga a todas las autoridades en los mismos términos.
d) Se precisan prohibiciones de comunicación entre mandante y mandatario. Si bien el mandante puede dar instrucciones generales al mandatario, estas no pueden referirse a efectuar inversiones en algún rubro o empresa en particular.
e) Se perfeccionan normas tributarias. Expresó que se agrega que para efectos tributarios la constitución del mandato no constituye enajenación. Además, se establece que el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre.
f) Respecto de quienes pueden ser mandatarios se establece que pueden serlo las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile. Respecto de entidades constituidas en el extranjero se exige únicamente constituir representante en Chile conforme a las instrucciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros. Además, se elimina la exigencia al mandatario de emitir una boleta de garantía a beneficio fiscal.
g) Se perfeccionan reglas sobre fiscalización. Indicó que se realiza una reordenación de la autoridad llamada a ejercer tal función según el sujeto obligado de que se trate. Además, se agrega que respecto de diputados y senadores, corresponderá enviar copia del mandato a la Superintendencia respectiva y a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. 
En cuanto a la obligación de enajenar ciertos bienes destacó las siguientes modificaciones: 
a) Se eliminan los montos y porcentaje de propiedad desde los cuales era obligatoria la enajenación, haciendo más exigente la norma. Asimismo, se realiza un nuevo orden respecto de los sujetos obligados y los bienes que se deben enajenar. Se modificó el objeto de las enajenaciones para cada sujeto obligado.
b) Se agrupan en categorías los sujetos obligados. El primer grupo de sujetos obligados está constituido por el Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, quienes se encontrarán obligados a enajenar su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. 
El segundo grupo de sujetos obligados se encuentra constituido por los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicio, quienes se encontrarán obligados a enajenar su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando estas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización. Además, se incluyen las concesiones de radiodifusión televisiva.
Añadió que respecto de ambos grupos de sujetos obligados, se eliminó la referencia al porcentaje de propiedad (5%) desde el cual se exige enajenación.

En el tercer grupo de sujetos obligados se encuentran los alcaldes, quienes deben enajenar su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.
Asimismo, respecto de la obligación de enajenar, se eliminó la obligación de renunciar a la participación de las sociedades mencionadas cuando los titulares de estas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, pues basta cualquier grado de control para que deba enajenar los bienes que se señalan.
c) Se incluye todo tipo de concesión, no sólo las de radiodifusión televisiva. Respecto del primer grupo de sujetos obligados se establece el deber de enajenar toda participación en entidades que tengan concesiones con el Estado, no solo las de radiodifusión televisiva.
d) Se hizo compatible la norma con inhabilidades vigentes de autoridades. Además, se realizó una referencia expresa a las prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, y se eliminó la referencia a las sanciones que se disponen por la vulneración de lo dispuesto respecto de la obligación de enajenar.
Por último, expresó que se establece un plazo de prescripción de las sanciones. Se dispone que las sanciones procedentes por infracciones a las normas de mandato y de obligaciones de enajenar podrán hacerse efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones. Además, se aumentan las sanciones aplicables tanto al mandante como al mandatario.
Asimismo, sostuvo que se agregan normas adecuatorias, entre las cuales se cuentan modificaciones a la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública y la ley N° 20.600 que crea los Tribunales Ambientales.
El diputado señor Rincón sostuvo que podría establecerse una inhabilidad para integrar directorios de empresas del Estado respecto de quienes tengan participación en la propiedad de empresas que se dediquen al mismo rubro. A vía de ejemplo, explicó que una persona que sea titular de concesiones mineras no debiera poder integrar el directorio de CODELCO.
Por otra parte, manifestó que no correspondía incluir los bienes de la mujer en la declaración de patrimonio del marido cuando este es una autoridad pública.
Asimismo, preguntó qué materias incluyó el Senado en materia de protección de datos personales.
El diputado señor Chahin afirmó que tiene dudas respecto de las sanciones que se proponen. Preguntó cómo la Cámara de Diputados aplicará una multa al Contralor General de la República, cuando este incumpla su obligación de efectuar declaración de intereses y patrimonio.
Asimismo, manifestó que existen otros sujetos obligados que no son funcionarios públicos, como los miembros de Paneles de Expertos, donde no existiría un jefe de servicio encargado de aplicar la sanción.
El diputado señor Squella sostuvo que la única forma de efectuar una revisión profunda del texto es en la Comisión Mixta, la que solo podría pronunciarse respecto de aquellas modificaciones introducidas por el Senado que han sido rechazadas por la Cámara.
En virtud de lo expuesto, estimó necesario que la Comisión Mixta tenga la posibilidad de conocer de la mayor cantidad de artículos, a fin de preservar la armonía general del texto que se apruebe. 
El diputado señor Soto afirmó que el proyecto establece la obligación de identificar a determinados parientes. Al respecto preguntó por qué razón se excluyó de esa nómina al conviviente de hecho.
Asimismo, preguntó si existe la obligación de declarar las cuentas de ahorro de las autoridades.
La diputada señora Turres, doña Marisol, sostuvo que normas de esta naturaleza pueden terminar dificultando la participación de personas en entidades como los Paneles de Expertos. El incorporarse a ellos supone la obligación de exponer su patrimonio, aun cuando la participación en entidades de esa naturaleza puede ser muy breve.
El diputado Monckeberg, don Cristián, estimó que esta iniciativa aun presenta muchas inconsistencias. Sugirió rechazar todas las modificaciones introducidas por el Senado, para poder efectuar una revisión completa del articulado.
A vía de ejemplo, consideró inexplicable que se excluya de la obligación de enajenar a los miembros de los tribunales superiores de justicia.
La representante de la fundación Datos Protegidos, señorita Romina Garrido, expresó que con esta iniciativa la privacidad de los servidores públicos sufre una importante disminución, que encuentra su justificación en el beneficio de la mayoría de los ciudadanos, en tanto estos puedan conocer determinadas características personales y patrimoniales de aquellos que tomarán decisiones en nombre de todos. En ese sentido, destacó que no están en condiciones de juzgar si con las declaraciones se cumple su objetivo.
Estimó que esta renuncia a una esfera de privacidad no puede ser absoluta en cuanto los funcionarios públicos, siguen poseyendo sus garantías constitucionales. Se trata de un caso de tensión entre publicidad versus privacidad. Al respecto expresó que existe una conocida y extensa jurisprudencia y doctrina en materia laboral sobre la ciudadanía en la empresa, y que no es otra cosa que hacer oponibles al empleador los derechos fundamentales de los trabajadores. Recalcó que el Estado, también es un empleador.
Añadió que es correcto profundizar en el contenido de las declaraciones, pero haciendo un balance entre la información que se entrega y la forma cómo se usa y custodia dicha información. Manifestó que esperaban que prontamente esta Comisión apruebe una modificación constitucional en ese sentido.
Indicó que la legislación prevé que cualquier persona tiene el derecho a requerir información gubernamental, pero no personal. Estimó necesario y fundamental evitar invasiones indebidas a la privacidad. En aquellos casos que versan sobre información personal de servidores públicos, necesariamente debe poderse transparentar al abrir dicha información, el actuar gubernamental: es decir operaciones o actividades del gobierno, para que se evidencie el “beneficio social” de abrir dicha información, el cual debe ser mayor que “el perjuicio al individuo”. Sostuvo que esta decisión del Estado debe dejar claro “qué se revela de la función pública, más que de la vida personal o familiar de un funcionario de manera aislada”.
En virtud de lo expuesto, formuló observaciones los siguientes artículos:
1. En el artículo 5° de la nueva ley de probidad, se ha incorporado como inciso segundo, nuevo, el siguiente: “La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.”.
2. “Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.
Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.”.
Señaló que la referencia a la ley N°19.628 es insuficiente, puesto que nuestra ley no contempla facultades de control ni las garantías de seguridad que le asisten a los titulares de dichos datos. Si bien este proyecto no puede hacerse cargo de las falencias legislativas en ese sentido, debe hacerse expresa mención a la finalidad para la cual se publican esos datos y su prohibición expresa de usos diversos, particularmente los comerciales. Lo anterior, es de importancia dado el mal concepto de “fuente accesible al público” de la ley N°19.628.
Añadió que el “resguardo de los datos personales”, es una expresión ambigua, pues la declaración no es otra cosa que información personal que cede en publicidad. Incluso más, la publicación o difusión de datos personales por parte de la Administración en Internet, es una medida que incrementa la posibilidad de acopio y tratamiento de información personal, lo que técnicamente corresponde a una cesión de datos, que unido al concepto de “fuente accesible al público” se confunde, dejando al desamparo los millones de datos de funcionarios que podrían estar a disposición. Por ello, estimó necesario velar por el respeto al principio de proporcionalidad entre la medida y alcance de la publicación y la satisfacción de las legítimas funciones y competencias públicas.
En este sentido, estimó que no bastaría que la persona acepte que sus datos sean tratados conforme a la ley N°19.628, como se advierte al llenar el formulario que actualmente existe en la plataforma diseñada para tal efecto, sino que es necesario que expresamente se solicite el consentimiento para publicar la información. La privacidad debe establecerse por defecto (privacidad por diseño).
3. Artículo 7°: (inciso final): “Un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables.”.
Sostuvo que respecto del uso de datos abiertos es primordial contar previamente con un marco que asegure la no alteración, destrucción o pérdida de esos datos, su calidad, pertinencia, finalidad, licitud, entre otros aspectos, a través de un marco jurídico robusto. Visto de esa forma las leyes de protección de datos más que constituir un obstáculo para la apertura de datos, van a garantizar entre varias cosas, la exactitud de estos mediante un estándar de tratamiento de información. 
Recalcó que no puede permitirse la hiperaccesibilidad de datos personales sin un marco jurídico adecuado.
Añadió que es importante que previamente a ser liberados, cuando los datos revelen información personal sean puestos de manera anónima, en forma irreversible, para evitar que pueda asociarse a personas identificadas o identificables.
El manejo de los datos no puede ser a cualquier precio, y debe tenerse en cuenta que muchos de ellos pueden afectar la privacidad de las personas.

4. Artículo 8º.- “La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes”.
Consideró que la norma que hace extensiva la declaración de patrimonio a los cónyuges y convivientes civiles debe ser más restrictiva, reservándose sólo para los casos de sociedad conyugal cuando los cónyuges vivan juntos y siempre que la mujer no ejerza una actividad separada, en aplicación de las reglas del patrimonio reservado.
Sin embargo, más allá del texto de la norma, estimó que existe un problema evidente de constitucionalidad, puesto que el artículo 8° de la Constitución Política es expreso al disponer que los obligados a declarar sus intereses y patrimonio son el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale. Mediante una ley simple, no puede extenderse esta obligación a otras personas, como las que se pretende.
Concluyó que la institucionalidad de la transparencia es suficiente, con algunos ajustes, para garantizar el control ciudadano de los actos de los funcionarios públicos. En este contexto, sus actuaciones tienen la carga de una publicidad que permite analizar las acciones y su destino y consecuencias, de forma tal que lo beneficioso o perjudicial que resulten para cualquier tercero, incluidos sus familiares, será fácilmente determinable en su aspecto objetivo, dando cuenta del hecho mismo, o subjetivo, en atención a los móviles para realizar una acción en relación al receptor afectado.
Puntualizó que acertadamente ha señalado un experto europeo que no puede simplificarse el valor que tiene la sociedad y el individuo, considerando lo que es abierto y público como bueno por naturaleza y como ocultación y privacidad algo malo en esencia. Reducir la complejidad de esta discusión es no comprender que se trata de ponderación de derechos fundamentales.
La representante de la fundación Ciudadano Inteligente, señorita María Jaraquemada discrepó de la idea de enviar la totalidad del proyecto a Comisión Mixta, dado que ello puede atrasar en demasía su tramitación. Manifestó que las declaraciones de intereses y patrimonio hoy son tan imperfectas que urge la pronta dictación de esta ley, pese a que entiende que el ánimo de la Comisión es procurar se despache una ley adecuada para los fines que se persiguen.
Indicó que muchas de sus observaciones ya fueron recogidas por la Comisión de Gobierno del Senado, sin embargo subsisten algunas de ellas que no fueron recogidas.
En primer lugar sostuvo que se redujo el plazo actualización de las declaraciones de intereses y patrimonio a un año, en vez de dos, pero se elimina la necesidad de actualizarlas por la ocurrencia de un “hecho relevante”. Manifestó que entendían la dificultad de definir ese término, particularmente si esta definición debe alcanzar tanto para concejales como para parlamentarios. Pese a ello, expresó que puede ocurrir que tengan lugar tales hechos en el patrimonio o intereses de la persona, sin que la sociedad civil se entere de ello, la que puede mantenerse en la ignorancia desde el mes de abril hasta marzo del año siguiente.
En segundo lugar, respecto de los datos personales hizo presente que su opinión difiere sustancialmente de la expresada por quien la antecedió en el uso de la palabra. Sostuvo que la solución al problema planteado por ella debe darse en el marco de la ley sobre datos personales y no limitando la transparencia de la información de personas que ejercen funciones públicas.
Indicó que le preocupaba la redacción aprobada por el Senado para el artículo 6° del proyecto, dado que resulta un tanto contradictorio. Este dispone que las declaraciones de intereses y patrimonio serán públicas, resguardando los datos personales. La ley respectiva (ley N° 19.628) establece que son datos personales “los relativos a cualquier información concerniente a personas naturales, identificadas o identificables.” Por tanto, todo lo que una autoridad consigna en la declaración de intereses y patrimonio es un dato personal. Por ello, cualquier autoridad podría invocar su derecho a que nada de lo declarado sea público.
Este tema fue debatido durante la tramitación de la iniciativa en el Senado. La intención de los legisladores era mantener ciertos temas referidos a la seguridad de las personas, a salvo de la publicidad. A vía de ejemplo mencionó la placa patente del vehículo, su domicilio personal, datos de funcionarios de la Policía de Investigaciones o del Ministerio Público que llevan causas relacionadas con el narcotráfico, entre otras materias. Estimó que antecedentes de esa naturaleza deben ser explicitados en la norma que regula en contenido de la declaración de intereses y patrimonio.
En tercer lugar, consideró que las sanciones propuestas por el Senado son algo bajas. Consideró que en este tipo de materias el acento debe ponerse en la fiscalización y en la sanción. La experiencia ha demostrado que nada se obtiene con regular en forma minuciosa una determinada materia, si no se imponen sanciones que inhiban la comisión de ciertas conductas.
Por último, destacó que respecto del Congreso Nacional es necesario imponer sanciones más graves en caso de reincidencia en este tipo de conductas. Si los parlamentarios son reincidentes solo se les podría aplicar la sanción de multas, a diferencia de las autoridades de la Administración, que sí podrían ser destituidos.
El asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery señaló que en el artículo 1° se consagra una nueva definición de probidad en la función pública, en circunstancias que la ley de Bases Generales de la Administración del Estado ya contempla una.
La señora Silva respecto de la inquietud formulada por el diputado Rincón sobre la mujer casada en sociedad conyugal afirmó que se entiende que existe un patrimonio familiar y un interés conjunto del matrimonio, de ahí entonces la obligación de incluir el patrimonio de la mujer en la declaración.
En relación con la convivencia de hecho explicó que resultaba difícil de definir qué se entiende por ella.
En relación al tema planteado por ambas fundaciones sostuvo que ese aspecto ha cruzado la discusión de todo el proyecto. 
Informó que a última hora se incluyó en el texto legal la referencia a los datos abiertos y no dejar su regulación en un reglamento.
Agregó que las materias que el Ejecutivo estima que debieran ir a Comisión Mixta son las siguientes, por las razones que a continuación se señalan:
a) Artículo 4 N°14: El Senado incorporó entre los sujetos obligados a efectuar declaración de patrimonio e intereses a los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos. Al respecto señaló que esta norma debe ser revisada. No corresponde que tales personas estén sujetas a la fiscalización de la Contraloría General de la República. Esta materia debe ser tratada en la futura ley de partidos políticos. Estos deben ser fiscalizados por el Servicio Electoral y no por la Contraloría. Añadió que no resulta claro qué se entiende por “directivas nacionales”, dado que los partidos utilizan diversa nomenclatura sobre la materia.
b) Artículo 4° N°9: Esta norma dispone que los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración deben efectuar declaración de intereses y patrimonio. Sostuvo que debiera incorporarse en este numeral a las Corporaciones Municipales.
El diputado señor Trisotti sugirió incorporar también a los funcionarios de las corporaciones de desarrollo regional, que manejan una importante cantidad de recursos públicos.
El diputado señor Soto propuso incorporar también a la Asociación de Municipalidades.
c) Artículo 6° inciso final y el artículo 7° inciso final: Tales normas se refieren a la forma en que se efectuará la declaración de intereses y patrimonio. Estimó necesario aclarara la remisión al reglamento que se efectúa y el portal en que se publicarán tales declaraciones.
d) Artículo 7° letra a): La norma aprobada por el Senado establece que la declaración de intereses y patrimonio deberá contener la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, incluyendo las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante. La Cámara exigía incluir las actividades realizadas los doce meses anteriores a asumir el cargo. El Ejecutivo considera necesario insistir en el criterio de la Cámara.
e) Artículo 43 N°3: Esta norma se refiere a las autoridades que deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes. El numeral 3) contempla a los alcaldes y concejales, quienes se regirán por las disposiciones de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, sin perjuicio de las disposiciones de esta ley. Recalcó que resulta incorrecto efectuar remisiones a dicha ley, porque ella no contempla obligación de enajenar.
La asesora legislativa del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señorita Valeria Lübbert, sugirió que el monto a partir del cual es obligatorio constituir el mandato, establecido en el artículo 24 sea también revisado por la Comisión Mixta.
El diputado señor Rincón reiteró que el artículo 8° de la Constitución en su inciso tercero solo obliga a los funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, por tanto, no puede extenderse las obligaciones que en esa norma se consagran a los familiares de las autoridades.
Consideró inconstitucional el incluir en la declaración de patrimonio los bienes del cónyuge cuando la autoridad esté casada en régimen de sociedad conyugal.
La señorita Lübbert sostuvo que la norma no obliga al cónyuge a efectuar una declaración de patrimonio. Solo se exige al funcionario a incluir los bienes de su cónyuge cuando esté casado bajo el régimen de sociedad conyugal, puesto que existe una confusión de patrimonios. En los demás regímenes patrimoniales la inclusión de los bienes del cónyuge o conviviente civil será voluntaria. 
Respecto de la supuesta inconstitucionalidad de la norma, recordó que el artículo 8°, que alude al principio de probidad en la función pública, fue incorporado el año 2005,. Posteriormente, en la reforma constitucional del año 2010 se incorporaron los incisos tercero y cuarto, que se refieren a la declaración de patrimonio e intereses de las autoridades y a los casos en que ella deberá delegar en terceros la administración de sus bienes. Si se entiende que la reforma del año 2010 solo alcanza a las autoridades que expresamente se señalan en la norma, significa que la reforma del año 2005 que incorporó el principio de probidad vino a restringir el ámbito de aplicación de tal principio, que estaba reconocido de antemano por nuestro ordenamiento jurídico de manera amplia. Tal interpretación no parece ser la adecuada. 
Sostuvo que la Constitución y sus reformas vinieron a imponer un límite al legislador, en orden a que debe exigir al menos a los funcionarios que allí se señalan, efectuar la declaración de intereses y patrimonio. Ese es el piso y no el techo de la exigencia constitucional.
Hizo presente que la reforma del año 2010 surgió a partir de una interpretación del Tribunal Constitucional en orden a que a las autoridades que tenían un estatuto fijado en la Constitución no podían exigírseles por ley efectuar una declaración de intereses y patrimonio. Ello demuestra que no existió la intención de restringir el ámbito de aplicación de la declaración de patrimonio e intereses.
Por último, recalcó que hoy existen normas vigentes que obligan a los cónyuges de funcionarios a efectuar declaración de patrimonio e intereses. A vía de ejemplo mencionó el artículo 41 de la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, que obliga a todos los funcionarios de ese servicio a incluir los bienes de su cónyuge, sin importar el régimen patrimonial al cual estén adscritos.
Afirmó que esta norma se encuentra dentro de las medidas sugeridas por la Comisión Engel, en orden a transparentar los eventuales conflictos de interés que pudieran existir.
La Secretaría de la Comisión informó que el profesor Miguel Angel Fernández en un informe en derecho remitido a esta instancia durante el primer trámite constitucional concluyó que “la declaración de intereses y patrimonio que el legislador - por mandato constitucional- impone realizar a los funcionarios públicos puede incluir los bienes de su cónyuge, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal, considerando que se trata de una excepción al derecho que la Carta Fundamental asegura a los cónyuges a la vida privada, atendida la finalidad de cautelar la probidad de dichos funcionarios, y ello, sin olvidar que se trata también de una excepción desde el ángulo de los sujetos que pueden ser obligados a prestar esa declaración, de acuerdo al artículo 8° inciso tercero de la Carta Fundamental, atendida la especial comunidad de bienes que se forma en esa especie de vínculo matrimonial.”
El diputado Monckeberg, don Cristián, reiteró su propuesta, en orden a rechazar todas las modificaciones efectuadas por el Senado.
Entre otras materias, sostuvo que el proyecto de ley no resuelve de buena forma la manera en que la Cámara ejercerá su atribución fiscalizadora respecto de la Contraloría General de la República. 
Añadió que también debe estudiarse con mayor detención la situación de aquellas autoridades que son designadas y no elegidas. A vía de ejemplo mencionó la situación de una persona que asume como Ministro de Estado, se ve en la obligación de enajenar parte de su patrimonio, y al cabo de un breve lapso es removido de su cargo.
El diputado señor Squella compartió la propuesta efectuada por el diputado Monckeberg.

Manifestó que no constituye un buen camino el legislar aceleradamente reaccionando sobre la coyuntura política.
Sugirió aprobar las modificaciones formales y remitir todas las de fondo a la Comisión Mixta.
El diputado señor Ceroni suscribió los planteamientos de los diputados Monckeberg y Squella.
La señora Silva puntualizó que el Ejecutivo es partidario de remitir a la Comisión Mixta las cinco modificaciones antes mencionadas.
El diputado señor Squella aclaró que el rechazo de las modificaciones no supone un rechazo del proyecto. Destacó que el grueso de este ya se encuentra aprobado, si se revisa con detención los textos despachados por ambas Cámaras. Solo se procura ampliar el espectro de trabajo de la Comisión Mixta, para que esta tenga mayor flexibilidad en su actuar.
Sometidas a votación las modificaciones del Senado, la Comisión acordó por la unanimidad de los diputados presentes, recomendar el rechazo de todas ellas. Votaron en ese sentido, la señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

Se designó Diputado informante al señor Squella, don Arturo.

Tratado y acordado en sesión de 9 y 10 de junio de 2015, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2015.

(Fdo.): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión”.
14. Informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto, iniciado en
Mensaje, con urgencia “Suma”, que “Concede beneficios al personal de la
atención primaria de salud.”. (boletín N° 9973-11)1
“Honorable Cámara:

La Comisión de Salud viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, calificado con urgencia “suma”.

Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas: doña Carmen Castillo, Ministra de Salud; don Jaime Burrows, Subsecretario de Salud, Angélica Verdugo, Subsecretaria de Redes Asistenciales, y el señor Rodrigo Carvantes Fuentes, Jefe del Departamento de Relaciones Laborales de esa cartera de Estado; señor Esteban Maturana, doña Carolina Espinoza y don Fernando Kursan, de la Confederación Nacional de funcionarios de la Salud Municipal (Confusam); señora Loreto Canales, Presidenta de la Confederación Nacional de Asociaciones de Funcionarios y Funcionarias de la Atención Primaria de Salud Municipalizada (Cotrasam), señor José Rodríguez, Vicepresidente, doña Lorena Pérez, Secretaria General y Víctor Yévenes, Sección Político/Técnica; señor Sergio Puyol, Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM) y Alcalde de Macul, Isabel Flores, encargada de gabinete, Marcelo Segura, asesor, Jessica Mualim, encargada área de Salud y el asesor jurídico de esa entidad, abogado Malik Mograby.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.

La idea central del proyecto se materializa en los siguientes objetivos:

Conceder beneficios al personal de la atención primaria de salud, mejorando así la situación laboral y contractual de un determinado grupo de trabajadores de la salud, y obtener el cumplimiento de normas legales que están vigentes respecto de los referidos sectores, regulando la situación de exceso del 20% de dotación de los trabajadores a plazo fijo de las entidades administradoras de salud municipal.

2.- NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

No hay.

3.- NORMAS QUE REQUIEREN TRÁMITE DE HACIENDA.

Los artículos 1° y 2º del texto aprobado requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

Se adjuntan los informes financieros N°s 78-363 y 433-363, referidos al mensaje y a una indicación formulada por el Ejecutivo, respectivamente.

4.- EL PROYECTO FUE APROBADO, EN GENERAL, POR UNANIMIDAD DE 
VOTOS.

Votaron a favor de la idea de legislar las diputadas señoras Cariola, Girardi y Hernando y los diputados señores Castro (Presidente), Hasbún, Macaya, Monsalve, Rathgeb y Torres.

5.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS.

No hubo.

6.- DIPUTADO INFORMANTE.

Se designa diputada informante a la señora Karol Cariola Oliva. 

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL MENSAJE.

ANTECEDENTES

El antecedente inmediato de esta iniciativa se encuentra en la materialización de los acuerdos alcanzados mediante negociaciones tripartitas sostenidas por el Ministerio de Salud con los funcionarios de la atención primaria de salud municipal y la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM). Se precisa que sus disposiciones están destinadas a permitir un mejor clima laboral a través de normas que aseguren el acceso del personal afecto al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal a mejores condiciones de trabajo en los correspondientes establecimientos municipales de atención primaria de salud. En ese contexto, se afianza una condición de justicia en su situación laboral para el personal que beneficia.


Tal mejoría, añade, además de solucionar los problemas de los funcionarios beneficiados, contribuye a continuar mejorando la calidad de los servicios prestados a la gran mayoría de las personas que concurren a los establecimientos de salud municipal a obtener las atenciones de salud que precisan. 

Por último, se debe destacar como otro antecedente de esta iniciativa el hecho que normas de similar tenor fueron aprobadas anteriormente en los artículos tercero y sexto transitorios de la ley N° 20.157. 

OBJETIVOS

La finalidad principal de este mensaje es mantener una situación armoniosa en el sistema de atención primaria de salud municipal, concretando una aspiración largamente mantenida por sus dirigencias gremiales en lo que concierne a dos materias específicas. Estas materias se han hecho presentes en las negociaciones sostenidas con participación de las entidades empleadoras y el Estado, representado por el Ministerio de Salud.

En definitiva, el propósito de esta normativa es aplicar criterios de justicia en la situación contractual y laboral de determinados grupos de trabajadores a los que favorece, los cuales se encuentran en una situación desmedrada respecto de la de otros grupos de funcionarios que ejercen idénticas funciones. 

Igualmente, se aboca a obtener el cumplimiento de normas legales que están vigentes respecto de los sectores indicados, a los que no les son aplicadas.

En primer lugar, los artículos 5° y 6° de la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria Municipal, establecen que quienes posean un título de técnico de nivel superior deberán ser contratados en la categoría c) de la dotación de la entidad administradora de salud a la que pertenecen.

Sin embargo, algunas personas que poseen dicha calificación profesional, en lugar de hallarse en la mencionada categoría c) están incluidas en la categoría e) de administrativos de salud para la que, según establece el artículo 8° del aludido texto legal, basta con poseer licencia de enseñanza media. Así, aquellos funcionarios en comento efectúan funciones que no corresponden a aquellas por las que están contratados en la dotación de que se trata y que no son acordes con su calificación profesional. 

Se precisa que con la finalidad de concretar el citado cambio, el Ministerio de Salud aportará los recursos que permitan a las municipalidades efectuar los ajustes necesarios. Este aporte será mantenido durante el tiempo mientras los beneficiados se mantengan en sus funciones, sin embargo, aquellos incrementos que posteriormente experimenten las remuneraciones de estas personas por la natural alza de su nivel funcionario, derivado de ascensos, será de cargo de la entidad contratante, de acuerdo con las normas generales.

Por otro lado, el proyecto tiene el objetivo de permitir el cumplimiento de la disposición del inciso tercero del artículo 14 de la ley 19.378, el cual determina que el número de horas contratadas a través de la modalidad de contrato a plazo fijo, esto es, contratos por períodos iguales o inferiores a un año calendario, no podrá ser superior al 20% de la dotación de la entidad administradora.

Pues bien, se explica que resulta que en algunos municipios esta proporción está alterada y mantienen un mayor número de funcionarios en calidad de contratados a plazo fijo. Los afectados, naturalmente, desean obtener la mayor estabilidad en sus condiciones laborales que implica el contrato indefinido que les asegura no sufrir la incertidumbre de no saber con certeza si su contrato será renovado o no, al término de su vigencia cada año.

De esta manera, la norma en estudio viene a remediar esta situación permitiendo la mejoría de la naturaleza del contrato de personal de atención primaria de manera de no sobrepasar la proporción que dispone el artículo 14 ya descrito.

CONTENIDO

El artículo 1° de la iniciativa presidencial propone que, en relación con los técnicos administrativos de salud, el personal clasificado de acuerdo con la letra e) categoría e) del artículo 5° de la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, en la categoría de “Administrativos de Salud”, que hasta el 31 de agosto de 2016 acrediten contar con un título de técnico de nivel superior y, además, realicen funciones correspondientes al título que detentan, sea incorporado en la dotación del año siguiente a la acreditación de los requisitos en la categoría c), correspondiente a “Técnicos de Nivel Superior”. Dicho personal mantendrá la naturaleza del contrato que tenga al momento del traspaso.

Con la finalidad de contribuir a la concreción de la medida, se dispone que los recursos para financiar el mayor gasto que signifique el cambio de categoría de cada funcionario en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los Servicios de Salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. Para la recepción de los fondos, los municipios deberán informar en el mes de octubre de cada año sobre las personas beneficiadas por esta ley que aún permanecen en su dotación.

Así, serán transferidos desde los Servicios de Salud a las entidades administradoras de salud municipal los recursos para financiar sólo el cambio de categoría de cada funcionario beneficiado en virtud de la presente ley, siendo los futuros cambios de nivel que experimenten en sus escalafones producto de los naturales ascensos en sus carreras funcionarias, de responsabilidad del empleador de acuerdo con las normas generales.

Finalmente, para el resguardo de la correcta aplicación de la medida, se dispone que el Ministerio de Salud elaborará un reglamento que fije los criterios y el mecanismo que establecerá la pertinencia de las funciones realizadas con los títulos detentados por los beneficiarios. Su elaboración contará con los aportes de las entidades administradoras de salud municipal y de los trabajadores de la salud de ese nivel. 

El artículo 2° del mensaje, acerca de la proporcionalidad de contratos a plazo fijo e indefinido, tiene por objeto incentivar el cumplimiento de la norma estatutaria, contenida en el artículo 14 de la ley N° 19.378, conforme a la cual el número de horas contratadas a través de la modalidad de contrato a plazo fijo no podrá ser superior al 20% de la dotación de atención primaria de salud municipal. Este artículo establece que aquellas entidades administradoras de salud municipal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley excedan la citada proporción, deberán llamar a concurso interno para incorporar a los funcionarios de la dotación en calidad de contratados indefinidos, de manera de ajustarse a lo estipulado en el mencionado artículo 14.

Se consigna que a este concurso sólo se podrán presentar aquellos funcionarios que hayan pertenecido a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de la ley y que hayan laborado para ésta durante a lo menos tres años continuos o discontinuos anteriores a la misma.

De esta manera, se mantiene la exigencia de que el ingreso a un contrato indefinido debe efectuarse a través de un concurso. De igual forma, se brinda la oportunidad a personas que se han desempeñado durante largos períodos sobre la base de un contrato a plazo fijo a acceder a esta modalidad de contratación permanente que les ofrece mayor estabilidad en sus empleos.

Se especifica que las bases de los llamados a concursos se fijarán por la entidad administradora resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetivo y transparente. En ellos deberá contemplarse la experiencia y la capacitación como criterios objetivos de calificación. Previo a su aprobación, las bases de los concursos deberán ser consultadas con las asociaciones de funcionarios. 

Para mayor claridad de la aplicación de la medida se establecen las reglas que permitirán determinar a los favorecidos en casos de igualdad entre dos o más concursantes.

III. RELACIÓN DESCRIPTIVA DEL PROYECTO.

Consta de dos artículos, a través de los cuales se propone que el personal técnico administrativo de salud clasificado de acuerdo con la letra e) categoría e), categoría de “Administrativos de Salud”, que acrediten contar con un título de técnico de nivel superior ,y, además, realicen funciones correspondientes al título que detentan, sea incorporado en la dotación en la categoría c), correspondiente a “Técnicos de Nivel Superior”, como asimismo se incentiva el cumplimiento de la norma estatutaria, contenida en el artículo 14 de la ley N° 19.378, conforme a la cual el número de horas contratadas a través de la modalidad de contrato a plazo fijo, no podrá ser superior al 20% de la dotación de atención primaria de salud municipal. En definitiva se establece que aquellas entidades administradoras de salud municipal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley excedan la indicada proporción, deberán llamar a concurso interno para incorporar a los funcionarios de la dotación en calidad de contratados indefinidamente.

IV. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA.

La iniciativa en estudio tiene incidencia en la ley N° 19.378 sobre Estatuto de Atención Primaria Municipal, conforme a las ideas matrices ya descritas.

A modo ilustrativo y para una mejor comprensión del texto en debate, se trascriben a continuación las referencias normativas a que hace mención el articulado del mensaje:

.- Ley N° 19.378 que establece estatuto de atención primaria de salud municipal:

Artículo 5°.- El personal regido por este Estatuto se clasificará en las siguientes categorías funcionarias:

a) Médicos Cirujanos, Farmacéuticos, Químico-Farmacéuticos, Bioquímicos y Cirujano-Dentistas. 

b) Otros profesionales. 

c) Técnicos de nivel superior. 

d) Técnicos de Salud. 

e) Administrativos de Salud. 

f) Auxiliares de servicios de Salud.

Artículo 14.- El personal podrá ser contratado a plazo fijo o indefinido.

Para los efectos de esta ley, son funcionarios con contrato indefinido, los que ingresen previo concurso público de antecedentes, de acuerdo con las normas de este cuerpo legal.

Asimismo, se considerarán funcionarios con contrato a plazo fijo, los contratados para realizar tareas por períodos iguales o inferiores a un año calendario. El número de horas contratadas a través de esta modalidad no podrá ser superior al 20% de la dotación.

En todo caso, en el porcentaje establecido en el inciso precedente, no se incluirá a quienes estén prestando servicios en razón de un contrato de reemplazo. Este es aquel que se celebra con un trabajador no funcionario para que, transitoriamente, y sólo mientras dure la ausencia del reemplazado, realice las funciones que éste no puede desempeñar por impedimento, enfermedad o ausencia autorizada. Este contrato no podrá exceder de la vigencia del contrato del funcionario que se reemplaza.

DFL N° 2 DE 2010, DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN (en lo pertinente):

Artículo 54. Los establecimientos de educación superior reconocidos oficialmente otorgarán títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y grados académicos, según correspondan.

Los centros de formación técnica sólo podrán otorgar el título de técnico de nivel superior. 

Los institutos profesionales sólo podrán otorgar del Ministerio de títulos profesionales de aquellos que no requieran licenciatura, y títulos técnicos de nivel superior en las áreas en que otorgan los anteriores.

Las universidades podrán otorgar títulos profesionales y toda clase de grados académicos en especial, de licenciado, magíster y doctor.

Corresponderá exclusivamente a las universidades otorgar títulos profesionales respecto de los cuales la ley requiere haber obtenido previamente el grado de licenciado en las carreras que impartan.

No obstante, el otorgamiento del título profesional de abogado corresponde a la Corte Suprema de Justicia en conformidad a la ley.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo se entiende que:

a) El título de técnico de nivel superior es el que se otorga a un egresado de un centro de formación técnica o de un instituto profesional que ha aprobado un programa de estudios de una duración mínima de mil seiscientas clases, que le confiere la capacidad y conocimientos necesarios para desempeñarse en una especialidad de apoyo al nivel profesional.”

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.

A.- DISCUSIÓN GENERAL.

En el marco del debate de la discusión general se recibió el parecer de las siguientes personas:

La doctora doña Angélica Verdugo, Subsecretaria de Redes Asistenciales explicó que este proyecto de ley favorece a los trabajadores afectos al estatuto de atención primaria de salud municipal y su objetivo es cumplir dos elementos centrales en el quehacer de estos trabajadores y que forma parte de lo que fue el acuerdo tripartito suscrito entre la Asociación Chilena de Municipalidades, los trabajadores de Atención Primaria Municipal y el Ministerio de Salud.

El artículo 1° se refiere a los trabajadores que cumplen funciones como administrativos, es decir categoría E del Estatuto y que han cursado estudios técnicos. Lo que se persigue es el reconocimiento legal de que si ellos están ejerciendo un cargo en relación a la carrera que ese funcionario estudió, dicha circunstancia sea reconocida en sus remuneraciones.

El artículo 2° de este proyecto aborda la posibilidad que los trabajadores accedan a contratos de plazo indefinido, según se determina que el 20% deberían ser a contrata y el 80% deberían estar contratados en forma indefinida. Además se ha considerado que en la mayoría de los municipios del país esta disposición no se cumple y esta ley permite generar concursos internos de manera que los trabajadores que llevan más de tres años ejerciendo sus funciones a contrata puedan optar a un cargo a contrata. 

Esta iniciativa es similar a una ley publicada hace unos años, denominada “ley de alivio” y permitió que los trabajadores de atención primaria municipal optaran a cargos de contrata. 

En el caso de los funcionarios a contrata que pasan a indefinidos, recalcó que no conlleva recursos adicionales a diferencia de los que ocurrirá con el traspaso de los funcionarios de administrativos a técnicos, situación en la que si hay un costo que se establece en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que regula los montos y formas de pago a partir del año 2016.

Recordó que este proyecto obedece al acuerdo tripartito ya señalado y que fue solicitado por los gremios Confusam y Cotrasam
En respuesta a una consulta efectuada por la diputada Girardi, en relación con las medidas que se han contemplado para evitar despidos por parte de los municipios y, en consecuencia evitar el cambio de sistema de contratación de los funcionarios, aclaró que con anterioridad se presentó un hecho similar al promulgarse una ley de contenido equivalente y como en general faltan profesionales de la salud, no se observó el fenómeno de los despidos.

Acerca de a cuántos funcionarios se aplicaría esta ley, consulta planteada por el diputado Monsalve, informó que beneficia para el año 2016 a 1291 funcionarios que tienen un título técnico y ejercen un rol pertinente a dicho título; para el año 2017 el presupuesto está destinado a financiar a 1678 personas, cantidad en la que se ha incluido a funcionarios que en la actualidad se encuentran cursando una carrera técnica.

Reconoció, dando respuesta así a lo planteado por las diputadas señoras Cariola y Rubilar, que este proyecto de ley no trata a los funcionarios a honorarios. Respecto de ellos el protocolo de acuerdo que originó esta iniciativa señala que, a propósito del traspaso de programas que el Ministerio de Salud se encuentra realizando hacia el sistema de financiamiento per cápita, los funcionarios a honorarios al tener un sistema de financiamiento ya no incorporado a un programa sino que integrado al sistema de atención primaria de salud, debieran irse incorporando a la dotación inicialmente a contrata y posteriormente a través de un concurso. Esta materia no está considerada en este proyecto de ley. En definitiva sólo pueden postular los funcionarios que están durante tres o más años contratados a plazo fijo.

Luego dio respuesta a una consulta efectuada por el diputado señor Macaya, en el sentido de aclarar que el estatuto del personal de atención primaria de salud establece una serie de garantías y beneficios para los trabajadores, pero toda la estimación que se realizó para calcular el financiamiento de este proyecto de ley se hace en base a una carrera referencial lineal y existen tantos tipos de carreras funcionarias como administraciones municipales.

Por lo tanto el Ejecutivo cuando estima costos o gastos, lo hace sobre la base de esta carrera referencial lineal aun cuando se reconoce que hay municipios que pagan más a sus funcionarios.

A su turno, el abogado Eduardo Alvarez, Jefe de la división Jurídica del Ministerio de Salud se refirió a la situación en que quedan los funcionarios en el caso de cambiar de categoría. En el ámbito de la atención primaria de salud lo que se conoce por titulares en el sentido de una ley de plantas, son los funcionarios que tienen contrato de plazo indefinido. La misma propuesta normativa se hace cargo de establecer que los funcionarios mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso.

El doctor don Esteban Maturana, Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios de Atención Municipal (Confusam) señaló que si bien la organización que representa logró posicionar varias demandas sentidas por la gran mayoría de las y los funcionarios de atención primaria de salud municipal de nuestro país, en el acuerdo firmado de manera tripartita junto a la Asociación Chilena de Municipalidades y al Ministerio de Salud en octubre del año 2014, los proyectos de ley que han emanado de tal acuerdo no reflejan todo lo anhelado y por ello realizaron las siguientes observaciones al proyecto.

En cuanto al artículo 1º del mensaje, la pertinencia del título que posean los funcionarios administrativos establecida en el proyecto debe tener relación con la categoría a la que pertenecen y no solamente con la función que desempeñan temporalmente, ya que el personal administrativo que presta funciones en establecimientos de salud municipal generalmente prestan más de una función específica. De esta manera, se da mayor rango de pertinencia del título con las funciones propias de los administrativos en salud en la categoría correspondiente. De la misma manera, esto sería congruente con el espíritu original de la ley N° 19.378 en cuanto a las funciones que desempeñan en cada categoría y sobre todo al reconocimiento de títulos y sus requisitos.

Respecto de la fecha de aplicación final del presente artículo, fijado en agosto del 2016 y al contar con la experiencia de la aplicación del artículo tercero transitorio de la ley 
N° 20.157 que permitió el reconocimiento y la obtención de un título de Técnico de Nivel Superior a los auxiliares paramédicos de las dotaciones de salud municipal, se hace presente que en esa oportunidad hubo un margen de tiempo de cuatro años desde la promulgación de la ley. Por ello se deben igualar los tiempos máximos, por lo que solicitó se incluya en la discusión aplicar equidad en los plazos y ampliar hasta el 31 de diciembre 2017.

Por otra parte, manifestó que resulta necesario que se incluya en el artículo 2º del proyecto de ley, tal como lo expresa en su mensaje la Presidenta de la República, que previo a su aprobación en cada municipio, las bases de los concursos internos deban ser consultadas con las asociaciones de funcionarios. Esta situación no se ve reflejada en el artículo en discusión que, de ser ley, no resultaría un imperativo legal para las entidades administradoras, por lo que corre el riesgo de transformarse en letra muerta.

Asimismo, acotó, resulta necesario establecer que la experiencia de tres años en salud municipal se adapte a lo que hoy establece la ley N° 19.378 en cuanto a la experiencia a reconocer sea el tiempo servido en cualquier calidad jurídica, coincidente además con el artículo 31 del decreto 1.889, reglamento de carrera funcionaria. Es decir, sería compatible la participación en el concurso de un trabajador que se ha desempeñado por años en salud municipal en calidad de honorarios y que al momento de la publicación de la ley esté prestando servicios en calidad de plazo fijo.

Don Rodrigo Caravantes, Jefe del Departamento de Relaciones Laborales del Ministerio de Salud se refirió al cumplimiento de las obligaciones emanadas del protocolo de acuerdo suscrito entre los funcionarios de atención primaria de salud, el Ministerio de Salud y la Asociación Chilena de Municipalidades.

En relación con la salud rural, materia dentro del protocolo de acuerdo, se espera que exista una línea de trabajo presentada por el Ministerio de Salud, el primer semestre de 2015, con financiamiento para solucionar los problemas que aquejan a este sector de la atención municipal de salud y por lo tanto se estaría dentro de los plazos preestablecidos.

En cuanto a la regularización de los funcionarios a honorarios de manera de dar cumplimiento a la fórmula 20/80, el protocolo es claro en que se persigue llegar a 80% de contratos indefinidos versus 20% contratos a plazo fijo. Por lo tanto no corresponde incluir esto en este proyecto de ley y además ese aspecto está contenido en otro punto del protocolo que permite la regularización de los honorarios que tienen las condiciones de trabajo en forma permanente con el traspaso de programas vía el financiamiento per cápita.

Finamente informó que respecto al traspaso de personal administrativo desde la categoría “E” a “C”, ello está supeditado a la pertinencia en la función, que tiene que ver con que aquellas personas que en posesión de un título de educación de nivel técnico superior estén efectivamente cumpliendo una función de técnicos. Lo que señala el proyecto de ley es que este traspaso se producirá a solicitud o gestionado por el mismo municipio, supervisado por los servicios de salud.

Recalcó que el Ministerio de Salud abrió la posibilidad de traspaso a aquellos casos de funcionarios que se encuentren cursando carreras técnicas, que puedan ser reconocidos en la letra C hasta agosto del año 2016.

Doña Loreto Canales, Presidenta de la Asociación de Trabajadores de Atención Primaria (Cotrasam) expresó que este proyecto viene a concretar una solución urgente a un problema que se arrastra por largo tiempo y que su entidad se ha encargado de denunciar y hacerlo visible. Se trata, explicó, de un problema que ha generado inestabilidad, precariedad y condiciones desiguales de los trabajadores y trabajadoras de la atención primaria de salud.

Por una parte, existe una preocupación de los funcionarios que buscan un progreso a través de su capacitación, adquiriendo competencias necesarias para los desafíos de la atención primaria de salud. Sin embargo, no hay reconocimiento de la calidad de técnicos de un número importante de trabajadores, que realizan labores administrativas y poseen su título de Técnico de Nivel Superior, pero que los empleadores, los municipios, a pesar de tener una mano de obra calificada, les mantienen sus contratos en Categoría E de administrativos.

La otra materia que genera conflicto se refiere a la estabilidad laboral, es decir, con el cumplimiento del artículo 14 de la ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, que señala que el número de horas contratadas a través de la modalidad de plazo fijo no podrá ser superior al 20% de la dotación. Es importante precisar que la situación real dista mucho de esa norma e incluso en algunas municipalidades el guarismo 80/20, llega a estar invertido, resultando un 80% de la dotación a plazo fijo o contrata y un 20% de esta con contratos de planta o indefinido.

En cuanto al contenido del proyecto de ley, hizo presente que en sus antecedentes se destaca que tiene por objeto aplicar criterios de justicia en la situación contractual y laboral de los trabajadores, de propiciar la armonía en el sistema de atención de salud municipal, de reconocer que al menos hay un grupo de trabajadores que se encuentran en una situación desmedrada, respecto de otros grupos de trabajadores y que se aboca a obtener el cumplimiento de normas legales, que están vigentes y que no les son aplicadas.

Entonces, argumentó, que es absurdo tener que dictar una ley para que se cumpla efectivamente otra ya existente. Cabe preguntarse qué pasa con los órganos del Estado, que tienen que velar y fiscalizar a las entidades administradoras de salud (municipios). El rol que tiene la Contraloría General de la República, es vital, cada contratación que se realiza en atención primaria de salud municipal debe ser registrada en esta, incluso el municipio debe declarar que no sobrepasa este límite de contrataciones de plazo fijo, para que no se objete, además de enviar los antecedentes del funcionario(a) para la verificación de que cumple con los requisitos que establece la ley N° 19.378 para su contratación en una u otra categoría funcionaria. Sin embargo, a pesar de que un funcionario(a) posea título técnico de nivel superior, no se le reconoce, contratándose en una categoría, con menor número de requisitos, como viene ocurriendo con los funcionarios(as) contratados en categoría E de administrativos, obteniendo el municipio un trabajador más calificado, con mayor número de competencias, pero con un menor costo.

Explicó que cada año, las entidades administradoras de salud fijan su dotación de trabajadores, para dar cumplimiento al Plan Comunal de Salud, como lo establece el estatuto de atención primaria de salud municipal, cuya aprobación en primera instancia la realiza cada Concejo Municipal, con posterioridad la evalúa cada servicio de salud, una vez aprobada por este, es materia de registro en contraloría, es decir pasa por distintos filtros, que debiesen ejercer su función de control es ese aspecto.

Aclaró que en opinión de sus representados cabe la posibilidad que no se trate de una práctica mal intencionada, sino más bien una mala forma de enfrentar los problemas del financiamiento insuficiente, pues los recursos financieros entregados a los municipios por el sistema per cápita, debe cubrir las remuneraciones de los trabajadores, pero solo lo hace en razón de la Carrera Referencial Lineal, que en la mayoría de las comunas, que han fijado una carrera funcionaria mayor a esta deja un delta a cubrir, generando un déficit, no menor. 
En el contenido específico del proyecto en comento, puntualizó los siguientes aspectos. 

1) Al no habérsele dado el carácter de urgencia al proyecto, nos hace prestar atención a los plazos establecidos en el proyecto, como es el que el concurso interno esté resuelto previo a la fijación de la dotación para el 2016, esto es septiembre de 2015, estando prácticamente a fines de mayo y teniendo que realizarse, una vez aprobada la ley, en cada comuna, procesos internos, les preocupa que las entidades administradoras , no cumplan con estos plazos perentorios, haciendo que los trabajadores, queden postergados en sus reivindicaciones hasta la fijación de la dotación 2017, es decir por otro año más. Por lo que plantean que el proyecto contemple una dispensa excepcional en los tiempos de fijación de dotación para el 2016, explicitado en un articulado transitorio, para este efecto.

2) El actual proyecto de ley, tiene un precedente, en la ley N° 20.157, publicada en enero de 2007, que le permitió a los auxiliares paramédicos traspasarse a la categoría de Técnicos de Nivel Superior en Enfermería y estableció un periodo de 4 años para regularizar su situación individual, lo que este proyecto difícilmente permite, pues pone como plazo fatal el 31 de agosto de 2016. Al respecto se sugiere que se extienda el plazo hasta el 31 de agosto de 2017, evitando generar una situación desmedrada con respecto a los funcionarios beneficiados por la ley N° 20.157.

3) A pesar que el proyecto establece que el mayor gasto que signifique el cambio de categoría de los trabajadores será de cargo del Ministerio de Salud y traspasado a las entidades administradora, solo se hará en base a la Carrera Referencial Lineal, pero que además no contempla en esa modalidad el avance del trabajador en su Carrera Funcionaria, es decir, cae en la misma dinámica de ir generando déficit en el presupuesto de salud de cada municipio. Esto hace que mientras no se cambie la forma de financiamiento de la salud primaria, se seguirán poniendo las legítimas reivindicaciones de los trabajadores, en pugna con el beneficiario del sistema público con la entidad administradora y con la opinión pública en general.

4) Sobre el reglamento que se debe generar al promulgarse esta ley, en relación a los Técnico Administrativo Nivel Superior (TANS), en el punto número uno del contenido del proyecto, se deja establecido que se debe generar un reglamento en forma participativa, con aportes de la entidad administradora y los trabajadores. En el artículo 1° en el párrafo dos del proyecto de ley se establece que el reglamento lo dictará el Ministerio de Salud, fijando este los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones, sin mencionar la participación explicita de los trabajadores ni de la entidad administradora. Siendo esta una materia decidora para el traspaso de los funcionarios, es que requieren se explicite la participación.

5) En el punto número dos del contenido, se señala que las bases de los concursos internos deberán ser “consultadas” con las asociaciones de funcionarios. Pero en el artículo 2° del proyecto de ley solo menciona a la entidad administradora como la encargada de fijar las bases de los concursos, sin mencionar la participación explicita de los trabajadores. Al efecto, consideró insuficiente que el contenido del proyecto solo haga mención a una “consulta” a las asociaciones de trabajadores y no a la participación activa de estas en la elaboración de las bases antes de su aprobación. Por ello se solicita plasmar en el proyecto de ley la plena participación de los trabajadores(as).

A continuación, en respuesta a una pregunta formulada por la diputada Hernando, aclaró que el tipo de destinaciones para funcionarios administrativos (letra E) son muy variadas y además se les cambia de funciones permanentemente, por lo que la exigencia que hace el proyecto de ley de pertinencia en la función que cumplen para el reconocimiento del título técnico profesional puede convertirse en una inequidad e incentivar al cambio de funciones por parte del empleador para evitar el traspaso legal a categoría D).

Doña Francisca Toro, Coordinadora de Redes asistenciales del Ministerio de Salud destacó la importancia para la cartera que representa la participación de los funcionarios a través de la constitución de mesas de trabajo en el ámbito de las redes asistenciales, en particular con la atención primaria. 

En cuanto al número de funcionarios que se beneficiarían con esta iniciativa legal, planteó que el Ministerio de Salud está disponible para efectuar un estudio de desarrollo de marco financiero que permita mejorar la cobertura de beneficiarios. Agregó que de acuerdo a los datos con que se contaba a la fecha de presentación del proyecto, existen 1291 trabajadores de atención primaria de salud a lo largo de todo el país que cumplen funciones pertinentes para que se les reconozca su título técnico profesional. Además 387 trabajadores estarían en condiciones de este reconocimiento al mes de agosto de 2016, ya que se encuentran aun estudiando y próximos a finalizar sus estudios. 

Don Sergio Puyol, Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM) precisó que para su entidad constituye una preocupación el financiamiento de las medidas acordadas con el gremio de funcionarios de la Salud (CONFUSAM), que se contienen en el proyecto de ley en análisis, que les parece de justo derecho para ellos dada la importancia y rol que cumplen en la salud primaria municipal.

A pesar de ello, aclaró que era su responsabilidad hacer presente la gran preocupación de los municipios que administran la atención primaria de salud (APS) en Chile y que tiene relación con los siguientes aspectos del proyecto de ley en estudio:

1) Técnico Administrativo Nivel Superior (TANS): la diferencia del valor de la carrera referencial lineal en relación con la carrera funcionaria.

Explicó que con la finalidad de contribuir a la concreción de la medida, el Gobierno dispondrá los recursos para financiar el mayor gasto que signifique el cambio de categoría de cada funcionario en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional.

En esta materia se propone calcular el diferencial del cambio de categoría, en relación con el valor que corresponda al costo de la carrera funcionaria para cada municipalidad o corporación municipal, con el propósito de eliminar la brecha financiera que provocará a muchos municipios del país la aplicación de la ley. Dicha diferencia debe ser asumida íntegramente con fondos del Fisco.

Añadió que existen mecanismos legislativos que permiten llegar a la solución antes referida, como sería establecer una disposición transitoria que disponga que en la ley de presupuesto de cada año se contemplen los recursos que se requieran. Para tales efectos, los municipios y corporaciones deberán remitir la información detallada del costo de aplicación de la ley para el año siguiente a la Subsecretaría de Redes Asistenciales a más tardar en el mes de septiembre de cada año, la que informará a los Ministerios de Hacienda y de Salud, dentro del mes de octubre de cada año, para que se consideren los recursos en la referida ley, los que serán traspasados junto con las transferencias per cápita que se realizan mensualmente, a través de los respectivos servicios de salud.

2) En cuanto a la proporcionalidad de contratos a plazo fijo e indefinido (80/20), se ha sumado la nueva indicación del Ejecutivo de incluir los contratos a honorarios. Al efecto, se debe tener especial cuidado con la incorporación a la dotación de contratados a honorarios vía programas o convenios, ya que buena parte de dichos prestadores cumplen jornadas de 33 o más horas semanales y llevan más de tres años en tal calidad y los recursos aportados por el Ministerio de Salud son temporales, se determinan anualmente. Podría darse la situación de prestadores de servicios en dichos programas que pasen a dotación y, luego, por extinguirse los programas o convenios respectivos, queden permanentemente en el servicio de atención primaria de salud sin el financiamiento respectivo, lo que sería catastrófico para las arcas municipales.

La única forma que tales servidores podrían concursar es con el financiamiento permanente de su costo en la dotación, por parte del Ministerio de Salud, por la misma vía señalada precedentemente para el TANS, con el fin de salvaguardar la correcta ejecución presupuestaria de los respectivos municipios y también no aumentar el desfinanciamiento existente, que es conocido por todos.

La doctora doña Paz Robledo, jefa de la División de Atención Primaria de Salud Municipal explicó que la estimación de costos se hizo en coordinación con todos los servicios de atención primaria de salud y se consultó cuál era el número estimado de funcionaros beneficiados, lo que llevó a concluir que existen más de 1276 personas que podrían estar adscritas a esta iniciativa. En base a ese número y a la carrera referencial, se han hecho las estimaciones de financiamiento, considerando el nivel o grado 8 de la carrera referencial para poder sacer una suma promedio. 

Doña Jesica Mualim, Jefa de la Unidad de Promoción de Salud de la Asociación Chilena de Municipalidades informó que, de acuerdo a los datos recopilados por esa entidad, en todo el país existirían 9200 jornadas completas que corresponden a 504.000 horas, de las cuales el 18% se ve reflejada en el estimado del proyecto de ley. Recalcó que la preocupación para su organización es que, como la extensión de la aplicación de la ley es hasta el 31 de agosto de 2016 y como existen varios institutos que pueden otorgar en este período un título de aquellos que cumplen con los requisitos que exige el Ministerio de Educación para ser beneficiado por esta ley. Esto puede transformarse en una situación incontenible.

Concluyó que una manera de solucionar el problema planteado es mediante la actualización del estatuto administrativo y revisar los conceptos de sueldo base y de carrera funcionaria lineal, que están absolutamente fuera de la realidad del mercado.

-o-
Teniendo en vista las consideraciones y argumentos contenidos en el mensaje y las opiniones y observaciones planteadas tanto por las autoridades del Ministerio de Salud como por los representantes de las entidades gremiales invitadas, las y los señores diputados fueron de parecer de aprobar la idea de legislar sobre la materia, valorando la absoluta pertinencia de legislar en esta materia.

Puesta en votación general la idea de legislar, se aprueba por asentimiento unánime, en la forma descrita en las constancias reglamentarias previas.

-o-
B.- DISCUSIÓN PARTICULAR.

Durante el debate artículo por artículo, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos:

ARTÍCULO 1º

Este artículo es del tenor que sigue: ¨Los administrativos de salud que, a la fecha de publicación de esta ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley 
Nº 19.378 y, que a dicha fecha o hasta el 31 de agosto de 2016, acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a los que se refiere el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 2010, del Ministerio de Educación, y que además realicen funciones pertinentes a la formación por la que se les ha otorgado dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) en la dotación del siguiente año. Para esto, mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones. El Servicio de Salud competente podrá objetar dicha calificación si considera que no se ajusta a la normativa que la hace procedente. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud fijará los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones, el cual deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la presente ley.

Los recursos para financiar el mayor gasto que implique el cambio de categoría de cada funcionario que represente la aplicación de este artículo, en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los Servicios de Salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. 

Para efectos de lo anterior, los municipios en el mes de octubre de cada año deberán enviar un informe al Ministerio de Salud sobre las personas beneficiarias de este artículo que permanecen en su dotación.

El citado artículo fue objeto de las siguientes indicaciones complementarias:

1.- Del Ejecutivo para intercalar, en su inciso primero, entre la palabra “pertinentes” y la preposición “a” que le sigue, la siguiente frase: “a la categoría en que se desempeñarán y”.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Girardi y Hernando y los diputados señores Castro (Presidente), Hasbún, Macaya, Monsalve, Rathgeb y Torres.

2.- De las diputadas señoras Girardi, Hernando y Cariola y de los diputados señores Castro, Jarpa, Espinosa, don Marcos y Robles, para incorporar el siguiente inciso final:

“Las entidades administradoras de salud municipal, deberán dar uso exclusivo de los recursos transferidos por los Servicios de Salud, para el pago de los gastos mencionados en esta ley. Toda contravención a este inciso provocará la suspensión del beneficio otorgado, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan.

Puesta en votación la citada indicación, fue aprobada por asentimiento unánime.

Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Girardi, Hernando y Turres y los diputados señores Castro (Presidente), Hasbún, Macaya, Monsalve, Rathgeb y Torres.

3.- De las diputadas señoras Cariola, Girardi, Hernando y Nogueira y de los Diputados señores Castro, Hasbún, Monsalve, Rathgeb Robles, y Torres para sustituir la frase “base mínimo” del penúltimo inciso por la frase “promedio de inicio”.

La diputada Hernando solicitó el patrocinio del Ejecutivo a esta indicación por cuanto su objetivo es relevar las diferencias entre los municipios y, recalcó, el usar la base mínima para calcularlo va a generar una brecha que no va a poder ser soportado por los municipios. Lo que se pretende es partir de un promedio mínimo 

En respuesta, Carmen Castillo, Ministra de Salud manifestó que no era posible patrocinar esta indicación porque no existían los recursos necesarios. 

Agregó Angélica Verdugo, Subsecretaria de Redes Asistenciales que el financiamiento que está contemplado para el mayor gasto que irrogue la aprobación de este proyecto de ley, está calculado sobre la carrera referencial lineal diseñada en base al sueldo mínimo nacional que es la utilizada por el Ministerio de Salud como base de cálculo para todos los beneficios de trabajadores de atención primaria. 

La diputada Girardi manifestó que el sentido de esta indicación es hacer posible que los municipios, cada uno con presupuestos distintos, puedan hacer aplicable una norma que se establece en forma uniforme para todos ellos. 

Finalmente, la indicación se declaró inadmisible por tratarse de una materia que incide en la administración financiera y presupuestaria del Estado y en consecuencia es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

4.- De los diputadas señoras Cariola, Girardi, Hernando y Nogueira y de los diputados señores Castro, Hasbún, Monsalve, Rathgeb, Robles, y Torres para agregar, a continuación del punto aparte del penúltimo inciso, que pasa a ser seguido, la frase “Siendo incorporada al per cápita comunal”. 

Angélica Verdugo, Subsecretaria de Redes Asistenciales explicó que este proyecto tiene considerado un número de funcionarios que se encuentran identificados en cuanto cumplen los requisitos para ser traspasados, es decir, no se trata de una ley pareja y por ello no se puede modificar la asignación de recursos a los ingresos generales de los municipios. 
Esta indicación se declaró inadmisible por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en cuanto modifica la forma de distribución de fondos públicos, lo que constituye una materia de administración financiera.

Acto seguido, la Comisión acuerda aprobar por asentimiento unánime el artículo 1º con las indicaciones antes referidas.

-o-
ARTÍCULO 2º

Este artículo prescribe lo que sigue: “Las entidades administradoras de salud municipal que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan un porcentaje superior al 20% de su dotación en calidad de contratados a plazo fijo, deberán llamar a concurso interno para incorporarlos a ésta en calidad de contratados indefinidos, con el fin de ajustarse a lo estipulado en el artículo 14 de la ley Nº 19.378. Dicho concurso deberá estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal de salud del año 2016. Podrán participar en él los funcionarios que pertenezcan a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de esta ley y que hayan servido en ésta durante a lo menos tres años, continuos o discontinuos, anteriores a dicha fecha. 
Las entidades administradoras fijarán las bases de los concursos, resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetividad y transparencia, y que se determine como criterios objetivos de calificación de los postulantes la experiencia y la capacitación. 

En caso de producirse empates en el concurso interno los funcionarios serán elegidos conforme a los siguientes criterios: en primer término, se seleccionará a los funcionarios que estén desempeñando las funciones del cargo al que postulan; en segundo término, se seleccionará a aquellos que tengan una mayor antigüedad en la dotación de atención primaria de salud de la comuna. En caso de mantenerse la igualdad, se considerará la mayor antigüedad en la atención primaria de salud municipal.”.

El mencionado artículo fue objeto de las siguientes indicaciones complementarias:

1.- Del Ejecutivo:

Para modificar, su inciso primero, en el siguiente sentido:

I.- Sustitúyese, el pronombre “él” por la expresión “los concursos internos”;

II.- Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para efectos de lo anterior, también se considerarán los años de servicio en calidad de contratado a honorarios, sujeto a una jornada de trabajo de 33 o más horas semanales. También podrá participar en los concursos internos el personal contratado a honorarios en la respectiva entidad administradora de salud municipal, a la fecha de publicación de esta ley, que haya prestado servicios en ésta durante al menos tres años continuos en dicha calidad, anteriores a esa fecha, siempre que se encuentre sujeto a una jornada de trabajo de 33 o más horas semanales.”.

Angélica Verdugo, Subsecretaria de Redes Asistenciales explicó que estas indicaciones recogieron el debate producido en sesiones anteriores, en cuanto se incorporan los contratos a honorarios, dando respuesta así a la solicitud de las asociaciones gremiales a lo planteado por los propios parlamentarios. 

Recalcó que para cumplir con lo que la ley señala, el traspaso de un funcionario a honorarios a la titularidad, así como el traspaso de contrata a un cargo de titularidad, no requiere mayores recursos, en el entendido que la dotación sigue siendo la misma. 
A continuación la diputada Girardi indicó que los recursos estimados en el proyecto, se calcularon sobre la base de aquellos que contaban con plazo fijo y que estuvieran en condiciones de pasar a ser titular. Por ello consultó qué sucedería si se encuentran en condiciones de traspaso un contrato a plazo fijo y uno a honorarios, siendo la dotación una sola. 
La referida Subsecretaria de Redes Asistenciales recordó que en los concursos existe el riesgo que esa persona quede fuera. 

El diputado Monsalve manifestó su desacuerdo con este aspecto porque eso harán que nunca se pueda llegar a los porcentajes exigidos por la ley de 20 - 80 (honorarios – contrata) 

La diputada Girardi señaló que la aprobación de cualquier norma que establezca obligaciones para los municipios, debe considerar que cualquiera de ellos, independientemente de sus condiciones económicas, pueda cumplir. Si bien los municipios tienen la facultad de ampliar sus dotaciones, esa facultad está sujeta a los recursos de cada municipalidad. Por ello anunció su rechazo a la indicación. 

Puestas en votación las mencionadas indicaciones, fueron aprobadas por mayoría de votos.

Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Hernando y Turres y los diputados señores Castro (Presidente), Hasbún, Macaya, Monsalve y Torres. En contra lo hizo la diputada señora Girardi y se abstuvo el diputado señor Rathgeb.

2.- De la diputadas señoras Hernando, Girardi y Cariola y de los diputados señores Castro, Jarpa, Espinosa, don Marcos y Robles, para agregar entre las frases “Dicho Concurso deberá” y “estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal”, la oración “ser público tanto en sus bases como en sus resultados y”.

La diputada Hernando manifestó que, si bien estaba claro que los concursos debían ser públicos, a veces la publicidad de los mismos era deficiente. Precisó por lo mismo que era más propio sustituir “público” por “transparente”, para evitar problemas interpretativos. 
Puesta en votación la mencionada indicación, fue aprobada por mayoría de votos.

Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Girardi, Hernando y Turres y los diputados señores Castro (Presidente), Macaya, Rathgeb y Torres. Se abstuvo el diputado señor Hasbún.

Luego, la Comisión acuerda aprobar por mayoría de votos el artículo 2º con las iniciaciones citadas.

-o-
Por las razones señaladas y por los argumentos que expondrá oportunamente la señora diputada informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Los administrativos de salud que, a la fecha de publicación de esta ley, estén clasificados en la categoría e) del artículo 5° de la ley Nº 19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal y, que a dicha fecha o hasta el 31 de agosto de 2016, acrediten estar en posesión de un título de técnico de nivel superior, de aquellos a los que se refiere el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y que además realicen funciones pertinentes a la categoría en que se desempeñarán y a la formación por la que se les ha otorgado dicho título, pasarán por el solo ministerio de la ley a la categoría c) en la dotación del siguiente año. Para esto, mantendrán la naturaleza del contrato que tengan al momento del traspaso, previa resolución de la entidad administradora de salud municipal en que se desempeña el funcionario beneficiado que certifique el cumplimiento de estas condiciones. El Servicio de Salud competente podrá objetar dicha calificación si considera que no se ajusta a la normativa que la hace procedente. 

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud fijará los criterios y el mecanismo para establecer la pertinencia de las funciones, el cual deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley.

Los recursos para financiar el mayor gasto que implique el cambio de categoría de cada funcionario que represente la aplicación de este artículo, en relación con las horas contratadas respecto de una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional, serán transferidos desde los servicios de salud a las entidades administradoras de salud municipal en forma permanente. 

Para efectos de lo anterior, los municipios en el mes de octubre de cada año deberán enviar un informe al Ministerio de Salud sobre las personas beneficiarias de este artículo que permanecen en su dotación.

Las entidades administradoras de salud municipal deberán dar uso exclusivo de los recursos transferidos por los servicios de salud para el pago de los gastos mencionados en esta ley. Toda contravención a este inciso provocará la suspensión del beneficio otorgado, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan.

Artículo 2°.- Las entidades administradoras de salud municipal que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan un porcentaje superior al 20% de su dotación en calidad de contratados a plazo fijo, deberán llamar a concurso interno para incorporarlos a ésta en calidad de contratados indefinidos, con el fin de ajustarse a lo estipulado en el artículo 14 de la ley 
Nº 19.378, que Establece Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal. Dicho concurso deberá ser transparente tanto en sus bases como en sus resultados y estar resuelto previo a la fijación de la dotación comunal de salud del año 2016. Podrán participar en los concursos internos los funcionarios que pertenezcan a la dotación de la respectiva entidad administradora de salud municipal en calidad de contratados a plazo fijo a la fecha de publicación de esta ley y que hayan servido en ésta durante a lo menos tres años, continuos o discontinuos, anteriores a dicha fecha. Para efectos de lo anterior, también se considerarán los años de servicio en calidad de contratado a honorarios, sujeto a una jornada de trabajo de 33 o más horas semanales. También podrá participar en los concursos internos el personal contratado a honorarios en la respectiva entidad administradora de salud municipal, a la fecha de publicación de esta ley, que haya prestado servicios en ésta durante al menos tres años continuos en dicha calidad, anteriores a esa fecha, siempre que se encuentre sujeto a una jornada de trabajo de 33 o más horas semanales.

Las entidades administradoras fijarán las bases de los concursos, resguardando que en los procesos exista un carácter técnico, objetividad y transparencia, y que se determinen como criterios objetivos de calificación de los postulantes la experiencia y la capacitación. 

En caso de producirse empates en el concurso interno los funcionarios serán elegidos conforme a los siguientes criterios: en primer término, se seleccionará a los funcionarios que estén desempeñando las funciones del cargo al que postulan; en segundo término, se seleccionará a aquellos que tengan una mayor antigüedad en la dotación de atención primaria de salud de la comuna. En caso de mantenerse la igualdad, se considerará la mayor antigüedad en la atención primaria de salud municipal.”.

Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2015.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 12 y 19 de mayo y 2 y 9 de de junio de 2015, con la asistencia del diputado señor Juan Luis Castro (Presidente), de las diputadas señoras Karol Cariola, Cristina Girardi, Marcela Hernando y Marisol Turres y de los diputados señores Gustavo Hasbún, Javier Macaya, Manuel Monsalve, Jorge Rathgeb, Gabriel Silber y Víctor Torres.

Asiste además la diputadas señoras Claudia Nogueira y Karla Rubilar y el diputado señor Alberto Robles. 
(Fdo.): ALVARO HALABI DIUANA, Abogado Secretario de la Comisión de Salud”.
15. Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Girardi, Hernando, Provoste, Sepúlveda y Vallejo, y de los diputados señores Aguiló, Arriagada; Espinoza, don Fidel; Gahona y Rivas, que “Modifica el Código Penal en materia de malversación de fondos públicos”. (boletín N° 10128-07)
“El antecedente más reciente, de la presente moción, es que con fecha 25 de Febrero del presente la prensa nacional, (La Tercera, El Mercurio, etc.), informan que el Ministerio Publico sigue investigaciones contra 18 municipios por el mal uso de las subvenciones escolares, refiriéndose en particular a aquellas provenientes de la denominada ley SEP (subvención escolar preferente) N° 20.248 y modificada por la ley N°20.529, llamada de aseguramiento de la calidad.

No obstante, conforme la misma información, el propio Ministerio Publico advierte sobre una grave debilidad de una de las figuras penales aplicables al caso, se trata de aquella establecida en el actual artículo 236 del Código Penal, según el cual en aquellos casos en que un funcionario público “arbitrariamente”, ( las comillas son nuestras), de a los caudales o efectos que administre una aplicación publica diferente tendrá las siguientes penas según la hipótesis aplicable: 1.- Si de ello resultare daño o entorpecimiento para el servicio u objeto en que debían emplearse, la de suspensión del empleo en su grado medio, esto es de un año y un día a dos años y, 2.- Si no resultare daño o entorpecimiento en su grado mínimo, esto es de sesenta y un días a un año.

Como se puede observar, desde ya, la conducta penalizada no tiene establecidas penas corporales ni accesorias.

El problema relativo al mal uso de los fondos SEP no son un tema nuevo para este poder del Estado, tanto así que con fecha 23 de Julio de 2014 se aprobó la creación de una comisión investigadora de las irregularidades cometidas con los fondos SEP, a raíz del informe 
N° 9/2012 de la Contraloría General de la República que sirvió como su principal antecedente. Esta comisión aún se encuentra desarrollando su cometido.

No obstante lo anterior, lo que no resiste análisis es que se esté aplicando una norma que, al igual que gran parte del actual Código Penal data de 1874, donde probablemente el estado de desarrollo de las finanzas públicas y las aplicaciones de las mismas tenían fronteras más difusas y por cierto el desarrollo de las ciencias no ameritaban castigar mayormente a quienes, en este caso, hicieren una “aplicación” diferente de los recursos, incluso ello justificaría la expresión “arbitrariamente”, admitiendo en consecuencia la posibilidad que dicho desvío no fuere arbitrario, es decir sin justificación racional o prudente. No obstante hoy contamos con una abundante normativa legal, reglamentaria, conocimientos financieros, contables y de otras áreas del conocimiento que pueden ilustrar con mayor precisión el destino de los fondos que se pongan a disposición. Tampoco resulta aventurado afirmar que, dada la expansión del estado y el crecimiento poblacional y de las necesidades, los recursos de que se trata en cada caso son y serán cada vez más cuantiosos, baste para ello señalar que las irregularidades con los fondos SEP se ubican en una cifra superior a los 25.000 millones de pesos, conforme el informe precitado.

Por otro lado ha sido una tendencia constante en la legislatura el incrementar las penas respecto de diversas conductas, ejemplo de ello son el tratamiento del abigeato, la denominada Ley Emilia, la reciente modificación a la ley de control de armas y un largo etcétera. Sin entrar a discutir si dicha herramienta de política criminal consigue en todos los casos efectos disuasivos, lo que si resulta evidente en este caso es que sanciones tan bajas como las de la disposición a modificar, que incluso podríamos ubicar casi dentro de sanciones administrativas más que penales, no parecen resultar acordes a la gravedad e impacto que este tipo de conductas tienen.

Por cierto, los casos señalados son meramente ejemplares y de gran actualidad, pero claramente las modificaciones propuestas son de aplicación general para todos cuantos deben rendir fondos públicos, en efecto el cuidado y el correcto uso de dichos fondos, que provienen del esfuerzo de todos los chilenos, bien merecen una mejor protección legal. 

La reciente aprobación por parte de este Congreso Nacional de la ley que pone fin al lucro, a la selección y al copago en la educación escolar, modifico el DFL N°2 de 1998, agregando un nuevo artículo 3° ter, establece sanciones para el sostenedor que sustraiga o destine a una finalidad diferente de los fines educativos precisamente las subvenciones que reciba, agrega el mismo artículo en su inciso final que, sin perjuicio de las sanciones administrativas “ generaran, además, las responsabilidades civiles y penales que el ordenamiento jurídico dispone”. De esta forma se zanjo la discusión previa sobre la eventual penalización del lucro en la educación, pero como podemos constatar salvo que se incurra en otras figuras penales de fraude, otros delitos contra la propiedad o de malversación de caudales públicos, la figura residual aplicable será justamente el mencionado artículo 236, haciendo de este modo casi irrisoria la sanción frente al debate que se generó sobre el punto y que traemos a propósito a colación. 

Otro problema surge del hecho que el artículo en comento dada su ubicación dentro del párrafo quinto, título V del libro II del Código Penal, solo alcanza a quienes tengan la calidad de funcionarios públicos; pese a que el articulo 238 hace extensivas las penas, al que se halle encargado por cualquier concepto de fondos, rentas o efectos municipales o pertenecientes a un establecimiento público de instrucción o beneficencia, tal redacción puede resultar restrictiva y no recoger la compleja realidad actual en que hoy el Estado de Chile, vía subvenciones u otro tipo de aportes entrega ingentes recursos a personas naturales o jurídicas, públicas y privadas destinadas a fines específicos, por ende su distracción, por unos u otros, conlleva un disvalor mayor, lo cual es necesario corregir, dejando la redacción del referido 
artículo 238 en la forma más amplia posible en cuanto al sujeto activo. 
Por otro lado, el proyecto propone que se adecue la gradualidad de las penas, en forma de hacerlo coherente con los restantes artículos del párrafo en especial el 233 y 238, equiparando, al menos, estas sanciones a aquellas establecidas para las defraudaciones y estafas cometidas por particulares y en contra de particulares, contenidas en los párrafos 7 y 8 del título IX del libro II, con lo cual, en tanto no se aborde una reforma amplia y sistémica a los llamados delitos funcionarios o al Código Penal en su conjunto, tarea que entendemos de largo aliento y que, por cierto, excede el propósito de la presente moción, se dará una clara señal a la ciudadanía en cuanto al modo de cautelar con más énfasis el interés fiscal. 
En lo que respecta a la distinción que hace el articulo 236 sobre, si existe o no daño o entorpecimiento para el servicio o fin para el que fuera asignado, creemos que ello debe ser considerado como una circunstancia atenuante y no como un elemento del tipo base o agravado, dejando la apreciación de si concurre o no esta circunstancia de hecho a los tribunales de justicia. Lo anterior por cuanto la ley no solo debe ser dura sino además justa en el sentido de justipreciar los elementos facticos de comisión del hecho.

Sabemos que la ley penal no puede tener efectos retroactivos, pero nada justificaría que en el futuro próximo, se siga privando de una herramienta eficaz en el castigo de las conductas de que se trata.

PROYECTO DE LEY:

1) Reemplazase el actual artículo 236 del Código Penal por el siguiente: “ El funcionario público que diere a los caudales o fondos públicos, que administre o tenga a su cargo, una aplicación diferente de aquella a que estuvieren destinados, será castigado:

1° Con presidio menor en su grado mínimo y multa de tres unidades tributarias mensuales si el monto de que ha dispuesto excede de una unidad tributaria mensual y es menor a cuarenta unidades tributarias mensuales.

2° Con presidio menor en su grado medio y multa de diez unidades tributarias mensuales si el monto del que ha dispuesto excede de cuarenta unidades tributarias y es menor a cuatrocientas unidades tributarias.

3° Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de quince unidades tributarias mensuales si el monto del que ha dispuesto excede de cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

En todos los casos anteriores se aplicara la pena accesoria de inhabilitación para desempeñar cargos y/o funciones públicas, especiales y temporales por el tiempo que dure la pena.

2) Agregase un artículo 236 bis nuevo del siguiente tenor: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior la circunstancia de no haberse causado daño o entorpecimiento al servicio o para el objeto en que debían emplearse, podrá ser considerada como atenuante para los efectos de determinación de la pena”.

3) Reemplazase el inciso primero del artículo 238 por el siguiente: “Las disposiciones de este párrafo serán aplicables a todo aquel que, sin ser funcionario público, recibiere fondos públicos obligado a rendir cuenta de su uso o destino”. 

4) Reemplazase el inciso segundo del artículo 238 por el siguiente: “Se aplicara la regla del inciso anterior cuando el uso, destino o afectación de los recursos o fondos estuvieren establecidos en leyes especiales”. 
Modificase el articulo 494 N°19 del Código penal en el sentido de intercalar entre los guarismos “233” y “448” el guarismo: “236”.
16. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Gahona, Álvarez-Salamanca; Barros; Kast, don José Antonio; Kort, Lavín, Melero; Urrutia, don Osvaldo; Van Rysselberghe y Ward, que “Modifica la ley General de Servicios Eléctricos, en materia de deberes de las empresas distribuidoras de energía”. (boletín N° 10129-08)
I. IDEAS GENERALES.

La diversificación de la matriz energética en nuestro país ha sido uno de los principales objetivos que ha tenido en consideración la autoridad eléctrica en Chile. Tanto el ejecutivo, a través del Ministerio de Energía como la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Nacional de Energía han propendido e influenciado en el desarrollo de nuevas fuentes que contribuyan a la generación de energía en Chile.

Producto de lo anterior, la industria de las energías renovables en Chile ha aumentado exponencialmente, según datos del Servicio de Evaluación Ambiental sólo en el último año se presentaron a evaluación 48 proyectos con esta fuente primaria de generación, la mayoría de ellas en el norte de Chile, vinculadas al desarrollo de energía fotovoltaica. Si a lo anterior, se le suman los costos competitivos de este nuevo mercado hacen que el desarrollo de ellos sean aún mayor, los recursos naturales con que cuenta Chile para el desarrollo de energía renovables no convencionales hacen que nuestro país sea el principal destino de los inversionistas y desarrolladores de proyectos así como fondos de inversión para invertir en proyectos de estas características.

En esta línea, el Ministerio de Energía desarrolló la “Agenda de Energía” que considera en su aspecto fundamental la gestión de territorios fiscales para cumplir con las metas que la propia autoridad ha determinado para lograr el aumento de generación de fuente renovable. Para lo anterior, el ministerio del ramo ha diseñado una política en este sentido. Para el cumplimiento de tal objetivo ha señalado: “Conforme la política energética vaya definiendo una estructura de matriz de generación y se cuente con un ordenamiento territorial, se podría implementar nuevas licitaciones de terrenos fiscales para proyectos de generación que postulen a licitación de suministro para clientes regulados, en lugares donde previamente se haya desarrollado un proceso de participación comunitaria.” 

Que la misma autoridad ha reconocido la existencia de ciertas barreras legales que han impedido aún más el desarrollo de las energías renovables no convencionales. En el documento denominado “Agenda de Energía”, ha considerado como una de las metas el “levantar las barreras existentes para las Energías Renovables No Convencionales (ERNC) del país, comprometiendo que un 45% de la capacidad de generación eléctrica que se instalará en el país entre los años 2014 a 2025 provenga de este tipo de fuentes, cumpliendo de esta manera la meta de un 20% de inyección de ERNC en nuestro sistema eléctrico para el año 2025, conforme a la ley vigente.“

II. CONSIDERANDO

1.- Que nuestra legislación eléctrica desde el año 2010 ha venido incentivando la diversificación, y en consecuencia, la generación a través de fuentes de energía renovables no convencionales, lo que se ha traducido en que para el año 2025 la matriz chilena de energía debe contener a lo menos un 20% de generación a través de fuentes limpias, lo que de alcanzarse pondría a Chile como país líder en la región e incluso por encima de potencias como Estados Unidos.

2.- Consideramos que al establecerse la presente modificación a la ley general de Servicios Eléctricos, se está ayudando a conseguir los objetivos institucionales que el Gobierno de Chile a definido como una política pública de energía. Alcanzar altos estándares de desarrollo de fuentes limpias, bajar con ello la huella de carbono, lo que redunda, en consecuencia, en un medio ambiente más limpio y con impactos de este tipo mucho más acotados.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

La modificación que se propone no hace más que explicitar una función que recae sobre las distribuidoras de energías la que por mandato legal deben proporcionar a las empresas y particulares que requieran información para la conexión de un pequeño medio de generación distribuida lo necesario para ello. Si bien la ley ha establecido dicha obligación de manera expresa en el artículo 9 del Decreto 244 que aprueba el reglamento para medios de generación no convencionales y pequeños medios de producción, no es menos cierto que ésta no ha sido lo suficientemente dúctil, explícita y directa en solicitar a las distribuidoras que cuando se requiera información técnica relativa a las capacidades de distribución de energía de la línea de conexión sean proporcionadas de manera clara y transparente, y sin ningún tipo de ambigüedades con la finalidad de que el titular, empresa o persona natural, pueda diseñar el proyecto contando desde el primer momento con la información acerca de la capacidad con que cuenta la línea eléctrica a la cual se conectará.

En la actualidad, este proceso es burocrático y engorroso, por lo que desincentiva, a nuestro juicio, la presentación de una mayor cantidad de solicitudes de conexión de este tipo de proyectos, muchos de los cuales dependen de financiamiento internacional para poder ser desarrollados e implementados en nuestro país.

IV. PROYECTO DE LEY.

Artículo Único: Incorpórese un nuevo artículo 149 sexies en la ley General de Servicios Eléctricos con el siguiente texto:

Las empresas distribuidoras de energía deberán identificar y proporcionar, de manera clara y precisa, la capacidad disponible en la línea de conexión a la cual se conectará el pequeño medio de generación distribuida. Lo anterior, con independencia de la capacidad instalada del proyecto cuyo titular realiza en la respectiva solicitud.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


1 LOC SOBRE ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES”, Sebastián López Magnasco, Relator Tribunal Constitucional, Octubre 2014.


1 La tramitación completa de este proyecto se encientra en el sitio electrónico www.camara.cl






